
..

REPUBLICA DI<JCOLOllIIlIA-DEPARTAlIIENTO DE ANT10Q,UIA

Estudios de erecho
Publicación del Centro Jurídico de la Universidad de

Antioquia.

Director, FRmlSCO CAR90H S. Admilli!trador, AGUS'm HRAlllLLO A.

Serie III } { Ns.lla13.Medellln-lS14-Abril.

PROl'EtTO IIE UOUlGO PKNAIJ
v

Si al presentarse al Congreso de 1912 por el H. S. Dr.
José Vicente Concha, el Proyecto de C6Jigo Penal, dio
muestras de sensatez, la H. Cámara de Representantes al
acordar la suspensión temporal de la discusión del Proyec-
to para dar tiempo y ocasión de que fuera couocido en to-
da la República y se emitieran sobre él autorizados juicios
por la Comisión Legislativa, la Corte Suprema de Justicia,
los 'I'rihunales Superiores, los Jueces y las Academias de
J urisprudeucia, con el fin de tener en cousideración, al vol-
ver a segundo dabate el Proyecto en las sesiones de .1913,
las observaciones que se le hicierau por aquellas respeta-
b1es entidades, conceptuamos muy digno de lamentar el
que esa H. Cámara haya abandonado la senda de la pru-
deucia al disponer, en sus últimas sesiones, que la Comisión
Legislativa elabore un nuevo Proyecto, sin que haya teni-
do cumplida realización lo que ordenara en 1912, pues es
sabido que algnnosTribunales y Jueces y aun Academias de
Jurisprudencia nada han informado respecto al Proyecto
del Sr. Dr. Concha, y ni se conoce actualmente la opinión
que sobre él hayan dado la Corte Suprema, la Comisión
Legislativa y otras respetables entidades.

En verdad, si las reformas consecutivas que año por
año sa han introducido desde 1910 al Código vigente, y
aun la misma proposición que ordena a la C, .misión Legis-
lativa elaborar un nuevo Proyecto de C§diga, evidencian
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de modo fehaciente y autorizado la imperiosa necesidad de
expedir un Código Penal que reemplace al que hoy. rige,
juzgamos que no es camino ue acierto el sustituir intem-
pestivamente un Proyecto que está en discusióu, por otro
que apenas se va a elaborar, ni es esa la vía práctica para
lograr obtener una ley penal que corresponda a las necesi-
dades de un pueblo.

La cordura del Legislador prudente y sabio indica, en
nuestro sentir, que lo acertado habría sido dejar abierto el
campo de la discusión por más tiempo: los inconvenientes
que ya en conjunto, ya sólo a varias de sus disposiciones,
se anotaran al Proyecto del Dr. Concha; los vacíos y de-
fectos que se observaran, y las reformas que a él. se propu-
sieran-atendidas la índole, las necesidades y la situación
económica de la N ación, factores que necesariamente ha-
brán de tenerse siempre muy en cuenta, si se quiere acertar
en asunto de tan magna trascendencia-habrían dado base-
sólida, si 110 para sancionar el Proyecto, con las modifica-
ciones que se creyeran uecesarias, como ley penal de la Re-
pública, sí para que por la Comisión Legislativa se elabo-
rara un nuevo Proyecto qne en bloque se acomodara me-
jor a las conveniencias del País -y se prestara, en los deta-
lles, a las acertadas rectificaciones que se indicaran antes de
darle fuerza de ley, alejando así el grave peligro de las fre-
cuentes reformas que raras veces, por excepción }Judiera.
decirse, dan resultados satisfactorios.

La preparación de una legislación penal HO es obra
~e un 5lía, como bien 10 advierte el distinguido jurista Dr.
Concha, y la discusión del Proyecto durante más tiempo
habría servido para elevar y difundir la cultura jurídica en
nuestro país, que con sobra de razón echa de menos la Co-
misión de la H. Cámara de Representantes, en su informe
de 1912.

Dada nuestra manera de p.ensar, y habida considera-
ción de las mudanzas de los juicios humanos, que bien pue-
de dar de nuevo cabida a la discusión 6ficial del Proyecto.
del Dr. Concha en las sesiones ue las Cámaras Legislati-
vas, proseguimos la tarea que nos impusimos al emprender-
este estudio.
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TyrULO CUARTO
DE IJA RESPONSABILIDAD· PBNAL Y DE LAS CAU¡;:AS DE JUSTn<'I-

CACIÓN, DE EXCUSA Y DE ATENUACIÓN

Art. 43. No es punible el que ejecuta un acto obligado a
ello pcr una violencia grave e injusta que no ha podido eludir,
ni resistir de otra manera.

Parece un tanto anfibológica la redacción del artículo,
pues origina cierta confusión entre la violencia irresistible
y la legítima defensa, cosas muy distintas, porque en los
casos de violencia irresistible, sea ésta física o moral, ocu-
rre que el hecho c1elictuoso se comete, nó precisamente pa-
ra rechazar la violencia, sino al contrario, por falta de resis-
tencia. Así, el individuo que impelido por fuerza avasalla-
dora de un tumulto oprime el tórax de un niño contra un
muro y le asfixia, y el Notario, que bajo la presión del te-
rror insuperable que le infunde el peligro inminente de
perder la vida, asienta una cláusula falsa en un testamento,
ceden, no resisten, el primero a la fuerza física, y el segun-
do a la coacción moral. Por eso el hecho se les excusa,
pues lo han cometido impulsados por 10 que C011 tanta pro-
piedad se ha denominado violencia o fuerza irresistible; no
se les justifica, porque no tenían derecho para ejecutarlo, lo
que resalta más en el Cf\SO del Notario. '

En ello estriba cabalmente la diferencia cardinal entre
los casos de violencia irresistible y los de legítima defensa,
pues en los últimos si se rechazan o resisten las agresiones
o violencias, y quien en tales casos ejecuta un hecho que
por su naturaleza puede ser punible, obra en ejercicio del
derecho de legítima defensa, y por eso el hecho se le Justi-
fica.

_ Juzgamos, en consecuencia, que debía suprimirse la
parte final del artículo 43, o sea la locución ni resistir de
otra manera, pues a quien obra violentado por una fuerza
irresistible no se le puede exigir responsabilidad por exceso,
porque obra como un autómata, puede decirse, o sea, sin
voluntad de delinquir, puesto que su libertad está cohibida,
violentada, si no aún más, en muchos casos, sin capacidad
para establecer proporción entre la violencia y el acto que
ejecuta. En cuanto a la apreciación de lo irre.sistible oe la
violencia, es al Juez a quien corresponde hacerla, en vista
de las circunstancias que hayan concurrido en cada caso
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casos distintos en que puede ejercitarse legítimamente el
derecho de defensa, corno el de salvar la integridad corpo-
ral. El Código italiano reza: "N o es punible quien ejecuta
un acto para precaverse a sí mismo, o a otro, de un peligro
grave e inminente, cuanclo no fue causa voluntaria del pe-
ligro quien se ve amenazado por él y 110 pueda 'evitar de
otro modo."

Respecto a I(t condición requerida para hacer inculpa-
ble el hecho, en los casos que se alegue la legítima defen-
sa, de- no haber sido qnien ejecuta el hecho causa volunta-
ria del peligro por que se ve amenazado, la hallamos co-
rrectamente jurídica; pues como lo observa el .expositor
Ochoa, comentador del Código Penal venezolano, "el que
ha provocado un lance, j usto es q ue soporte sus conse-
cuencias. A la causa siguen los efectos, y el autor de aqué-
lla en vano pretenderá decliuar éstos. Si el provocado lo
ataca, y él se ve obligado a defenderse, podrá a lo sumo in-
vocal' ese ataque como circunstancia atenuante, pero de
ninguna manera aspirar a que se le declare irresponsable
de un hecho, euyo origen fue una imprudencia snya."

Art. 45. Si en los casos de los referidos articulos 43 y 44
el responsable del acto se excedió en los limites señal ados por la
ley, por la autoridad o por la necesidad, será castigado con una
pena que 1/0 sea, menor de la cuarta parte, ni exceda de la mi-
tad señalada por la ley, y &l la vez la. reclusión se convertirá en
prisión.

Por 10 que hace a la responsabilidad que exige el Pro-
yecto por exceso en la defensa, no juzgamos inoportuno in-
sistir sobre cuál deba ser la interpretación juríd.ca que ha
de darse al artículo 45: la proporción que se ex ige, para
que la legítima defensa exima de toda imputabilidad, en-
tre el ataque del agresor y la defensa del agre,lido, es el
punto más delicado y difícil de resolver en la práctica.

Teóricamente, como muy bien 10 sieuta el notable ju-
risconsulto Dr. Antonio José Cadavid, la proporción exigi-
da entre el ataque del agresor y la defensa del agredido
"uo os de seguro que haya igualdad matemática entre el da-
ño material que cause el agredido y el que se le causó a él
o se le quiso causar -10 que sólo podría exigirse si los
hombres que son iguales por naturaleza tuvieran igunldad
aritmética en sus condiciones individuales- sino que haya
propol'eión metafísica o moral! proporción en el sentido ju-

\
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particular, y hallamos correcto el que se exija en el Pro-
yecto como norma genérica para considerar irresistible la
violencia el que ésta sea grave, injusta y que no se haya
podido eludir, porque vani temoris justa excusatio non est, en
primer.Iugur, y porque si el hecho de la violencia ha sido
previsto y por lo mismo se ha podido eludir o evitar, quien
sea víctima do la violencia debe responder de las conse-
cuencias de una .sitnacióu que le es imputable por su im-
prudencia,

Nos parece, por esto, máf'l técnica la fórmula empleada
por el Código argentino : "El que obra violentado por una
fuerza IRRESISTIBLE, física o moral" (Art. 81), que algunos
amplían así: el chileno; en su .artículo 10: "El que obra
violentado por una fuerza irresistible o impulsado por miedo
insuperable.", y el venezolano, sancionado en 1904, en su ar-
tículo 22: "i<~1que obra violentado por una fuerza irresis-
tible o por miedo insuperable de un mal grave y próximo",
pues de la misma anfibología que notamos en el artículo 43
del Proyecto adolece la correspondiente disposición del Có-
digo italiano (Art. 49, num, 2°) que dice así: "No 8H puni-
ble el que ha cometido el hecho: 1.°. ; 2.° Forzado
por la necesidad de rechazar de sí, o de otro, una violencia
actual e injusta (el texto italiano reza textualmeute : "N '11
é puuihile cohir che ha cornmesso il fatto : 1.0 ; 2.° Per
esservi stato costretto dalla necessitá di respingere da se o
da altri una vitilenza attuale e ingiusta"), y por lo mismo
discutimos de la opinión de la Comisión de la Cámara de
Representantes, .que juzga debe reemplazarse el artículo 43
del Proyecto por el correspondiente del C?digo italiano.

At·t. 44. No es punible quien ejecuta un hecho para pre-
cavase a sí mismo o a otro de un peli,r¡ro grave o inminente que
amenace la vida o el honor, cuando no fue causa uoluniaria del
peligro quien se ve amenazado por él y no puede evitarlo de otra
suerte.

Opina la Comisión de la Cámara de Representantes
que informó sobre el Proyecto en 1912, necesaria la susti-
tución de este artículo por la correspondiente disposición
del Código italiano, y a fe que con justa razón, pues el ar-
tículo trauscrito limita de una manera taxativa la legítima
defensa a los casos en que se vean amenazados la vida o el
honor, mientras que el texto del Código italiano consagra
la justa amplitud que debe haber y abarca, por lo mismo,·

"
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rídico, la que sintetiza con exacta precisión el Código vi-
gente en las locuciones cuando no haya otro medio de repeler-
la y siempre que no haya otro medio de impedirlo (Art. 591); al
declarar absolutamente ínculpnble el homicidio cuando se
ejecuta en defensa de la propia vida, o de la integridad cor-
poral, el honor, &c. .

Art. 46. No es punible quien ejecuta 'Un acto en cumpli-
miento de una disposición expresa de la ley.

Sancionado como canon constitucional en materia de
garantías individuales el principio jurídico de que tanto los
particulares como los funcionarios públicos únicamente
"son responsables por infracción de la Constitución o de
las leyes" (Art. 20), juzgamos innecesario el artículo 46 del
Proyecto, pues si el acto se ejecuta en obedecimiento a una
disposición expresa de la ley, mal puede haber infracci6n
de ésta, y de consiguiente 110 existe ni puede existir r.espon-
sabilidad, conforme al principio constitucional. Sin duda
por esto, el Código Penal vigente no trae disposición algu-
na que corresponda al artículo 46, como 110 la consagran el
chileno ni el argentino.

Art. 47. No espunible quien ejecuta un acto en cumplimien-
to de una orden oficial, dictada por autoridad competente, siem-
pre que pueda presumirse rectamente que el ejecutor del acto
obr6 convencido de que la orden era dada por quien tenía facul-
tad legal para darla y que el acto estaba comprendido entre sus
deberes de i:iubordinado. .

En el caso de este articulo, la pf'na se impondrá a quien
dio la orden, si lo hizo sin tacultad legal.

La disposición correspondiente del Código Penal ita-
liano está concebida así: "N o es punible el que ha cometi-
do el hecho: 1.0 por orden que era obligado a seguir
de la autoridad competente" (Art. 49-num l?)

Hay, como se ve, marcada diferencia entre la disposi-
ción del Proyecto y la correspondiente del Código Penal
italiano, pues para la no imputabilidad del acto que se eje-
cuta en virtud de una orden de la autoridad, requiere única-
mente el Proyecto que "pueda presumirse rectamente que
el ejecutor del acto obró convencido de que la orden era da-
da por quien tenía facultad legal para darla y que el acto
estaba comprendido en sus deberes de subordinado", al pa-
SO que el Código italiano exige que la orden sea efectiva-
mente dada por autoridad competente y que el ejecutor esté
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legalmente obligado a cumplida, y en vista de tan notable
diferencia, la Comisión de la Cámara de Representantes que
informó sobre el Proyecto en 1912, indica la conveniencia
de sustituir el artículo 47 del Proyecto por la correspon-
diente disposición del Código italiano, por considerar la re-
dacción del último "más rigurosamente técnica".

Sentado el principio de que la ignorancia de la ley no
excusa de responsabilidad (Arts. del Proyecto y del Código
italiano), hallamos más lógica la disposición del Código Pe-
nal italiano que armoniza con aquel precepto, y cierra por
lo mismo el campo a la impunidad que fácilmente pueda
medrar al amparo de una pretendida ignorancia muy difí-
cil de desvirtuar en la práctica.

N o obstante lo apuntado, en sociedades incipientes co-
mo la nuéstra, donde a veces los funcionarios públicos abu-
san de la autoridad que ejercen, abusos que encubren con
las apariencias de legaJidad, mediante la usurpación de atri-
buciones legales, y donde la ignorancia en materia de le-
gislación está muy generalizada, daría lugar a graves in-
justicias la preconización del principio 'que contiene la dis-
posición del Código italiano que exige para librar de res-
ponsabilidad a quien ejecuta un hecho en cumplimiento de
una orden de la autoridad, el que el ejecutor esté legalmen-
te obligado a obedecer y cumplir la orden.

Es, pues, muy discutible la manera como resuelven
tan delicado punto el Proyecto y el Código italiano, y la
cuestión merece pensarse detenidamente.

Art. 48. Se reducirá la pena en una tercera parte de la
señalada por la ley, cuando el autor de su violación se hace res-
ponsable de ello en el 'momento de un arrebato de ira o de resen-
timiento causados por un ultraje o provocación injustos.

Respecto al principio general sobre atenuación de la
pena que reconoce la anterior disposición, nada. objetamos
y son obvias las razones que justifican esa disposición para
que merezcan ser enunciadas; mas, respecto de un caso par-
ticular en que tiene aplicación el principio general del ar-
tículo 48, aunque la proporción en la atenuación de la pe-
na es mayor, sí juzgamos conveniente hacer desde ahora
algunas observaciones. El caso a que nos referimos es el
previsto en el

Árt. 318. Si el hecho contra las personas de que tratan
~s capítulos precedentes (~l homicidio y las heridas o lesiones)
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lo cometen el cónyuge, un ascendiente o hermano, en la persona
de su cónyuge, de su descendiente, de SM hermano o de su cóm-
plice, o de ambos, en el mom. nto en que los sorprende en fla-
grante delito de adulterio, o de comercio carnal ilegítimo; la pe-
na se reduce a la sexta parte, se sustituye la p¡-isión a la reclu-
sión temporal, y. la prisión por ocho meses a tres años a la de
reclusión fija de treinta Míos.

Introduce con esta disposición el Proyecto una inno-
vación en el Derecho Penal colombiano, pues declara. pu-
nible el homicidio cometido por el cónyuge en la persona
de su consorte o del cómplice a quienes sorprenda en fla-
grante delito de adulterio, hecho que conforme a las leyes
penales que han regido desde 1837 hasta hoy, ha sido de-
clarado como no punible. No es nuestro ánimo entrar en
disputas teóricas sobre este tópico, ya qué razones en pro
y en contra pueden alegarse en el campo de las abstraccio-
nes de la teoría. Queremos tan sólo llamar la atención so-
bre circunstancias especiales que hacen altamente inconve-
niente tal disposición para pueblos de la índole del antio-
queño. .

Esta afirmación que hace el Dr: Luis Zea Uribe en su
exposición pericia! rendida en la cama contra el 81'. Ricar-
do Echeverri, podrá parecer exagerada, y no lo es, al decir
de Antioquia lo siguiente: " . todo atentado contra la mo-
ral de los hogares es satisfecho g~neralmente con la sangre.
y es evidente que en casi todos los cn50S de tan lamenta-
bles sucesos, los individuos que hiereh o matan salen ab-
sueltos. : . 'I'odo marido procedente de esa región mon-
ta la guardia a las puertas."

RAFAEL H. DUQUE.

M:INAS
I

'l'¿nnillO para pedir la posesión de las abandolladas.-Con-
forme al artículo 5() del O. (le M., hay que pedir la posesión
de las minas de Iluevo descubrimiento, dentro de los sesenta días
siguientes al de la expiración del término de la fijación del
cartel, bajo la sanción de la pérdida del derecho a que se dé
la posesión. .

El artículo 57 prescribe que si ha habido oposición, los se-
senta días se cuentan desde el día en que el funcionario, ea- .

I
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misiolla1lo para (lú la posesión, recil», el expediente enviado
por el Juez de la causa.

Tratándose de minas abundonadas, hay que dejar trans-
eurrir I1n término después del día en que expira el término de
la fijación del cartel, para que el último poseedor de la mina
pueda ser citado, y pjercite su derecho de oponerse, según los
artículos 356 a 35H inclusive.

El artículo 360 prevé: "Si no se hiciere oposición alguna
dentro de los términos señalados en los artículos preceden-
tes, se procederá a dar la posesión de ella en el punto donde
hubiere sido restaurada.

"Para esta posesión se observará lo dispuesto en los ar-
tículos 51 a 58."

Como entre éstos, el 56 ordena pedir 1:1poses ión d(~!Itro
del término de 60 días, contados desde la dcsíljacióu que ha
debido hacerse del cartel, algunos han creí/lo que este es el
.término para pedir la posesión de una milla de antiguo (1l'S··
eubriuiiento, bajo la sanción antes mentada, pero uierlitaudo
serenamente ell lo expuesto, se llega a la conclusión de que
dicho término se cuenta desde <lile expire 01 qne tiene el
último poseedor para OpOIlf'I'Se, (1 des.le el día en que el fun-
cionario comisionado para dar In posesión, reciba el expe-
diente que le envíe el Juez de la causu, cuando ha huhido.
oposición.

Varias son las razones:
P Si hay que dejar trnuscurrir 1111 término pal"<J.que el

último poseedor se oponga., no hay objeto en que el rlenun-
CI'á'.'-.\~~de una mina de antiguo desonbrlmiento pida la po.'>8-
sióñ antes uc- expirar dicho término. .

2~ Primer~ ~~.en el"' o1"(ler; lógic(.>'..v en el tiempo, que el
último poseedor sea citado y pueda oponerse, PVL" cousiguteu-
te, a la posesión, que el dennnciante de la mina pida la pV->'-9-
si6n.

3~ Si tratándose de ruiuas <le nuevo descubrimiento, el
término para pedir la posesión empieza" cuando expira el tér-
mino para oponerse, o sea el día 011 que debe desfijarsc el car-
tel, tratándose de minas de antiguo descuutirniento, el tér-
mino para pedir la posesión debe empezar cuando expira:e},
tét!¡nino en que el último poseedor puede oponerse.

4~ OllHIHl0 ha habido oposición, el término para pedir la
posesión no puede contarse, lógica y justamente; sino desde
el (lía en que el funcionario comisionnrlo reciba el expediente
quele envíe el Juez de la causa, para. que dé la posesión, tan-
to en el caso de nuevo, como de antiguo descubrirn ien to.

JUAN LONDOÑO DEL OORRArJ.
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INDICIOS Y PRESUNCIONES
EN MATER.IA ORiMINAL

Es incuestionable que una de las pruebas que desem-
peñan hoy un papel de gran trascendencia en el Derecho
Procesal-Criminal, es la de indicios, toda vez que por su
naturaleza de indirecta se aplica en subsidio de la direc-
ta, que por regla general brilla por su ausencia en asuntos
delictuales. (1) Se acentúa aún más su importancia si se con-

\ sidera que está basada en hechos ciertos y determinados,
de los cuales se inducen otros inciertos y. desconocidos,
mediante el raciocinio; que su fundamento es la cosa en sí
misma, considerada bajo su aspecto físico, esto es: real, sin
estar sometida a la corruptela del testimonio humano, y de
la cual se saca una consecuencia lógica, una vez compara-
da con otras premisas, que aunque de ella no dependen di-
rectamente, sí tienen un grado de conexión que las une
más o menos íntimamente. .

La: prueba directa está analizada de antemano por la
Ley, sin considerar el caso para su aplicación con unas 1.1

otras circunstancias, pudiéndose incurrir en graves injusti-
cias, toda vez que no se puede salir de los límites que ella
fija: HO se debe desatender su tenor literal so pretexto de
consultar la recta administración de justicia; tiene que dar-
se estricto cumplimiento al mandato legal aunque 'IJugne
contra la razón y la evi den "J.'! .. l)"",_ 4-~"1.5:fj.'6""I.> 'nacen plena
prueba al tenor. rkL' artículo 1,675 del C. J. siempre que
re"m~.L Viertas condiciones que la Ley establece; pues bien,
esa prueba debe ser la base de un fallo condenatorio que
lesionará al individuo en todos sus derechos, ya que al de
la libertad se acceden otros no menos preciosos, y no .obs-
tante, puede estar el Juez íntimamente convencido de su
inocencia: tiene el ineludible deber de dictar sentencia se-
gún lo probado y deducido de los autos.

Todo lo contrario de lo expuesto ocurre C011 la prue-
ba indirecta, pues la ley concede un gran campo de ae-
ci6n para su análisis, dando amplias facultades al Juez de
la causa para su aplicaci6n; ella somete a su criterio, que
es el que debe hacer la inducci6n, un hecho principal para
que lo separe convenientemente de los accesorios, a fin de

(1) Delitos contra la propiedad.
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probar aquél separadamente, sin perjuicio, eso sí, de fortale-
oer después In prueba que resulta, con el auxilio de la de-
mostración de los otros; luego, de la comparación del prin-
cipal y los accesorios sacará uua consecuencia 16gica, que
lo convenza íntimamente; que no deje duda de lo contrario,
y en fin que sea "clara como la luz del sol", única circuns-
tancia que el Derecho Españolrequeria para que se pudie-
ra absolver o condenar un individuo con esta clase de prue-
bas.

N o es, pues, arbitraria la Ley, en este sentido, ya que
deja al criterio del Juez el análisis de las circunstancias que
cnlpan o inculpan al reo, circunstancias que ella no podría
enumerar y que variarían hasta el infinito según la natura-
leza del delito, y de hacerlo así se manchai-ían eternamen-
te nuestros archivos con injusticias y errores judiciales, que
mediante el.principio de la cosa juzgada, no se podrían
enmendar.

El artículo 397 de la Ley 105 de 1890 sobre revisión
en asuntos criminales tiene un campo de acción muy limi-
tado. La Comisi6u Legislativa estudia un sabio Proyecto
de Ley a este respecto.

Sin más consideraciones, entro en materia:
El indicio, según reza el artículo 1,702 del C6digo ci-

tado, es "un hecho que indica la existencia de otro hecho,
o que alguna persona determinada lo ha ejecutado o ayu-
dado a ejecutar."

Del auálisis de esta definición se desprende que el in-
dicio abraza. el estado de las cosas o la conducta de las per-
sonas; el uno y la otra suministran la prueba principal o el
hecho primo, claramente demostrado y el cual indica la
existencia de otros hechos que se inducen mediante el ra-
ciocinio ; y no otra cosa que la lógica es la llamada a sacar
la consecuencia, pues la ley da las premisas, o las admite
provisionalmente como ciertas, y del grado de relación en-
tre ellas deduce la mente del juzgador la conclusi6n que
se quiere demostrar. Son, pues, dos los hechos que hay que
examinar relacionados entre sí: la relación del hecho prin-
cipal, admitido provisionalmente como cierto, y el hecho
secundario que se aduce como prueba del principal. Este
último se basa en pruebas reales o personales, según se pre-
senten las cosas o las-personas a demostrarlo i de aquí el
cuerpo del delito, eje de la investigación- criminal.
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La Ley en sus artículos 1,665 y 1,666 del C. J., y en
los 65 de la Ley 100 de 1890, y 157 de la Ley 40 de 1907,
manda acudir a personas conocedoras de los. principios de
alguna ciencia o arte para que ayuden al criter!o del Juez
a eval uar la fuerza del hecho principal, cuerpo del delito ..

Ahora, del grado de conexión entre el hecho principal
y los li.echos accesorios, resulta la ma) 01' o menor certeza
del indicio; de allí sus diferentes clases.

N uestro Legislador adoptó conscieutemeuto la división
que de ellos hizo el gran criminalista Muyart tle Vouglaus,
en manifiestos o urgentes, próximos y remotos, dáudoles.
deuomiuacioues distintas sin variar su naturaleza.

El artículo 1,707 del Código Judicial reC011\)C8en pri-
mer término el uecesario, equivalente al manifiesto o urgen-
te de Vouglans; su definición es la siguiente; "Hay indicio
necesario cuando es tal la correspondencia y relación entre
los hechos, que existieudo el uno no puede menos de haber
existido el otro."

La base en que se hall apoyado todas las Legislaciones
para admitir este indicio, es el principio filosófico de que
no hay efecto sin causa, es decir, que existiendo aquél ne-
cesariamente existirá ésta; cuando existe un hijo necesaria-
mente tuvo que existir el padre.

En Fraucia y en España existió este indicio hasta 01
año de 1866, época, en que según los tratadistas Bounier y
Caravantes, lo suprimieron por considerado de ningnlla uti-
lidad en el Derecho Procesal, toda. vez qHe nunca da ría
aplicación como prueba indirecta. En Inglaterra co:110 en-
tre nosotros existe para los .Jueces de derecho.

Desde Quintiliauo y Oiceróu se C0110ce esta clase de
prueba, y nadie ha negado su existencia; no obstante has-
ta hoy 110 se le ha visto su parte práctica.

Todos los tratadistas de Pruebas Judiciales lo recono-
cen y aun lo definen, pero de allí no'pasan, lJO adelantan
concepto; bien sabido es qthJ eu Derecho procesal la
mejor explicación de una doctrina es el, ejemplo y hasta,
hoy no se ha podido hallar uno que 2;llal'do perfecta armo-
nía entre el definido y la defiuicióu, es decir que no admi-
ta prueba en contrario y que no haya ningún hecho infir-
mativo que desvirtúe su certeza. Bien conocido es el ejem-
plo del Solue cwm sola, nudus cum n1tdL~ in eodem lecto, sa-
cado de las Decretales como explicación del delito ue uclul-
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tPl'jo j ejemplo que eu principio dio la clave del indicio ne-
cesario, pero que más tarde se. reconoció como flagrante -
leliio, o simple tentativa do adulterio.

Beutham, Bonuier y Lessona, quizá los mejores trata-
«listas de Pruebas .Iudiciales, al llegar a este punto pasan
como por sobre ascuas; a mi me ha sorprendido el obser-
var S11 procedimiento ; paran mientes en el indjcio "más
remoto y cuando vau a tratar del más importante de to-
dos, 110 exponen doctrina según su criterio, sino que lo
hacen conforme a otros autores y creo que aquí se encade-
ná una serie de anillos hasta llegar al primer tratadista que
lo definió basándose en el principio de la causa y el efecto,
pero sin concederle aplicación como prueba judicial

Yo no niego la existencia necesaria de un hecho res-
pecto' de otro, mas no admito el indicio necesario. De lo
último va mi opinión:

Es perfectamente evidente que cuando en contra de
un indicio no hay ningún hecho infirmn tivo que lo desvir-
túe en parte, aquél tiende a probar claramente el hecho
investigado; pero si, no solamente hay hechos infirrnativos,
sino también que por su naturaleza de necesario no admite-
prueba e11 contrario, entonces él es 11\ prueba plena; perfec-
ta, evidente, idéntica a una presunción de derecho. Ahora
bien; estas cualidades repugnan absolutamente al vocablo
indicio que no significa otra, cosa que algo conjetural, in-
cierto, probable, circunstancial y de aquí el q·ue las dos pa-
labras indicio .Y necesario se repugnen completamente, 'y de
aquí también la imposibilidad de unidas y sacar de ellas
un todo contrario a las partes, pecando contra ese princi-
pio filosófico. (1)

"-

Por otra parte, el indicio necesario supone demostra-
-do el hecho accesorio, 10 >lne repugna a la doctrina asenta-
da eilla definición de indicio del artículo 1,702, ya citado;
pues corno ya lo expresé antes, 110 otra cosa que el racio-
cinio es el que encadena el hecho conocido al desconocido,
y saca de ellos una consecuencia más o menos clara, según
811 grado de conexión, y en fin procediendo de conformi-
dad con el método inductivo, que párte de lo conocido a lo

(1) Véase la Q"6nica Judicial número lOl, página 672. Sentencia que mues-
tra la teoría del Tribunal Superior do Antioquia a este respecto.
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desconocido. Pues bien, en esta clase de indicios la mente
del Juez no tiene ningún trabajo, pues ambos hechos apa-
recen perfectamente demostrados, y no admiten prueba en
,~ontrario y mucho menos hechos infirmativos que disminu-
yan su probabilidad; son el cuerpo del delito o su inmedia-
to responsable diciendo culpabilidad por sí mismos.

Ocupa el segundo lugar como prueba iudicial, la pre-
sunción legal, que con el indicio necesario son los únicos
que tienen el valor de plena prueba. Artículo 1,703 del C. J.

El artículo 1,705 dice: "que cuando la ley manda que
se tenga un hecho como suficiente prueba de otro, hay pre-
sunción legal". De esta definición se deduce que toda pre-
sunción no es sino un indicio analizado de antemano por la
ley; es un trabajo que el Legislador se ha tomado en prove-
cho del Jnez y en perjuicio de los intereses de la justicia;
y es evidente que va en contra de la última, pues manda
aplicar una pena sin tener en cuenta todas y cada una de
las circunstancias de un caso en particular; ella da unas
determinadas y fijas y siempre q~le no se puedan desvir-
tuar impone el deber de castigar; de aquí las muchas injn~-
ticias que se pueden cometer, y aunque si bien es verdad
admite prueba en contrario, hay casos que la dificultad pa-
ra producida es manifiesta, por no hallar medios para ello.

Por fortuna hoy en nuestro Código de Procedimiento
no tenemos sino la consignada en el artículo 1,706 para el
caso de falsificación de moneda, ya que la Ley 100 ( e 1892
derogó el artículo 351 de la Ley 105 de 1890 que estable-
cía la de robo. "Mientras menos presunciones se tengan,
menos injusticias se cometen" dice Mittemaier.

No rechazo absolutamente toda clase de presunciones,
las admito con ciertas limitaciones y siempre que no tien-
dan a hacer peor la condición del reo, tales como las con-
signadas en el Capítulo 1del C. Penal y completamente
contrarias a la del artículo 1,706 del C. J. ya citado, y la
cual se dirige a crear pruebas culpativas, para hacer pet)l'
la condición del falsificador de moneda.

Según algunos tratadistas, no fueron más que presun-
ciones las que hicieron cometer la grande injusticia en el ca-
so de la Urraca de París; presunciones estas sobre robo que
hicieron condenar a una inocente y q ue más tarde esta fal-
ta }Juso en ridículo a los Magistrados de los Tribunales.

J41

anceses, por el célebre -Iecreto en el que se mandaba
decir una misa en conmemoración del triste suceso, y a la
cual' tenían que asistir vestidos con togas rojas los Magistra-
dos interventores en el fallo, después de atravesar algunas
calles en las que el pueblo parisiense los despreciaba con
sus miradas.

Multitud de 'ejemplos se pueden citar a este respecto,
pero los paso en silencio por no hacerme demasiado largo.

La historia de las presunciones en el antiguo derecho
está llena de pruebas al'bitrarias de las que hacían de-
pender la inocencia o culpabilidad del acusado y de ridi-
culeces y formulismos estúpidos. Las Ordalias germá,nicas
con sus suplicios bárbaros fueron el medio de la prueba,
luégo s« abolieron y vino a-reemplazarlas el combate judi-
cial, el cual sufrió la misma suerte que las primeras, has-
ta nuestros días en que tienden a desaparecer completa-
mente. ~

Réstall10 hablar de los demás indicios definidos en los
artículos 1,707,1,708 Y 1,709 del Código de la materia, los.
cuales forman hoy la doctrina sana y aplicable, ya que, co-
mo lo demostré antes, el necesario no tiene aplicación prác-
tica de ninguna clase y la presunción legal afortunadamsn ,
te no es más que una.

Mientras mayor o menor sea la relación o conexión de
los indicios con el hecho principal, mayor o menor será su
grado de vehemencia, reza el artículo 1,708. 'I'euemos, pues,
que la di visión general es de vehementes o menos vehe-
mentes, equivalentes a los próximos y remotos del citado
Vouglans, el primero debe tener una relación más directa
que el segundo con el delito, por ser mayor su grado de
vehemencia; y el último menos directa que el primero por
ser menos vehernente. En otros términos, el próximo tiene
una relación directa con .el delito sin suponerlo necesaria-
mente y el remoto una relación indirecta con él; de donde
se deduce que los indicios admiten una gran división inter-
~alándolos en esas dos relaciones y de &quí el qne Bentham
los haya dividido en tantos cuantas circunstancias hayan
tenido relación con el delito.

Hay autores que los han dividido <1<11 antecedentes, con-
comitantes y subsiguientes, según su desarrollo antes del
delito, en él o después de él; otros con Laurnaude y Cara-
vantes los dividen en próximos y remotos, leves y graves,
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'urgentes o vehementes o violentos, equívocos o medianos,
claros o iudubitablos, oscuros o dudosos etc.; más en 10
que hay que convenir a este respecto, es qne la conducta
de nuestro Código en este sentido es, la normal y correcta,
al no entrar a dividirlos, subdividirlos etc., pues o teudría
qne hacer una clasificación casi infinita, o los reduciría a un
número deterrninado; trabajo infructuoso el primero, y me-
dio para cometer muchas injusticias el segundo, pues los
indicios pueden ser en un delito gravísimos y en otros le-'
ves o viceversa.

Escriche en su diccionario 'de Legislación y J urispru-
dencia a este respecto dice: que "no es fácil dividir, subdi-
vidir ni sujetar a cálculo lo que por su naturaleza es incal-
culable, indivisible y vago; "que no es posible formal' una
tabla o escala en que se aprecie y fije eu abstracto el va-
lor real de los indicios simples o combinados"; que "los indi-
cios no pueden considerarse ni apreciarse sino en cada uno
de los casos particulares en que se presentan, porque los
indicios varían en razón de las circunstancias. y estas va-
riaciones no pueden menos de producir combinaciones in-
finitas".

En estas sabias consideraciones debió basarse el Le-
gislador para dejar en completa libertad al Juez en la divi-
sión y análisis de estas pruebas; de aquí el que yo no las én-
tre a estudiar a fondo, pues su, valor depende de la aprecia-
ción individual; sólo quiero, ya para terminar, consignar los
principios para su interpretación. '

De la definición del indicio, transcrita antes, se dedu-
ce que los hechos que tienden a demostrar la certeza del
principal, pueden ser positivos o negativos, esto es, que
afirmen o nieguen aqeiél, de aquLlos hechos corroborativos
e infirrnativos que son la base de la justicia de un fallo.

El Juez debe considerar primeramente los infirrnati-
vos; esto es los qne tiendan a hacer menos culpable al sin-
dicado, consultando el principio (le derecho de que la duda
favorece al reo; los analizará y si hay algunos corroborati-
vos debe desechados, y si concurren en igualdad de circuus-
tancias, preferirá los qne según el principio citado favorez-
can al reo. .. -,

Con estos dos hechos juega el Juez la suerte de un in-
dividuo; de aquí que la verdadera Lógica Judicial no cousis-
te en otra cosa sino en hacer una evaluación justa de ellos,

ues si en un d.elito se omite un solo hecho corroboratlvo,
~. se aprecia en menos de lo que vale, puede el reo librarse
de la pouá que merece; y si se olvida un solo hecho infirrna-
tivQ o se aprecia en menos su valor, es muy fácil que sea
.condenado un inocente.

JosÉ LUIS MOLINA.

Marzo de 1914.

VI BONORUM RAPTORUM
N o estaban de acuerdo los Jurisconsultos de la época

clásica acerca de la naturaleza de esta acción concedida por
el Pretor contra el que usando de la. fuerza se apoderaba de
.cosas pertenecientes a otro; tampoco lo estaban sobre si úni-
-camente comprendía el hurto público o manifiesto [furtum
.manifesti).o también extendía su dominio al no manifiesto.

Algunos Jurisconsultos sostenían con buena copia de
razones que, por lo tocante a su naturaleza, la acción vi bo-
norum rapioruin era puramente punitiva, tenía por solo y
único objeto el castigo del autor del hurto y por ningún
motivo' una reparación pecuniaria, o mejor dicho la devolu-
ción, sea rezarciendo, sea restituyendo los objetos subs-
traídos. -

Juzgaban ot.ros, con no menor fundamento y con más
acierto jurídico, que la acción en referencia era mixta, esto
es, tantum. in personan» q~tam in rem y que, por consiguiente,
además de la pena por el delito, por el hurto, imponía la
devolución de los objetos hurtados. - .

Aunque sin la suficiente autoridad, vaya ti-atar de re-
sol ver la cuestión suscitada entre los grandes J urisconsnl-
'tos de la época clásica, cuestión que bien podía tener por
base más bien que un verdadero problema jurídico las ri-
'validadas de escuela, tan comunes entonces, y para ello
tendré coustautemente a la vista los textos de J ustiuiano y
Gayo que son, en mi concepto, los que mejor plantean el
asunto .. '

La acción en referencia, concedía según se desprende
de los Institutas de Gayo (comeutarius quartns III, 8) dos
accioues : la coudictio y la rsiviud ioatio; tenía por objeto

2
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la primera una persecctío personal, era punitiva y se refo-
ría más que todo al furtum mismo, al delito; la segunda, co-
mo bien claro lo indica' su desinencia, recaía directamente
sobre la cosa y hacía relación al hecho de recuperar lo que
había sido arrebatado. 'rellÍa, pues, dos objetos puesto que
encerraba dos acciones diferentes: el primero se refería al
delito propinmente tal, y a la restitución de las cosas, el se-
gundo.

De acuerdo con los Instituta::; de Justiniano (IV, II
Vi bonorurn raptorum) la mencionada acción Vi bonorum
raptorum imponía al demandado la restitución del cuá-
druplo de la cosa hurtada, o mejor, robada, según ellenglla-
je moderno, toda vez que la acción dicha suponía el em-
pleo de la fuerza.

Ahora bien: para determiuar el cuádruplo de una cosa
es preciso cOllocerla, pues de otra suerte no es posible es-
tablecer la correspondiente relación; es necesario saber qué
es lo que se va a cuadruplicar y es evidente que en el cuá-
druplo se comprende por necesidad física la cosa que se
multiplica, pues la multiplicación no es sino la adición de
un número, repetido varias veces; luego si la acción que
motiva este artículo daba derecho a exigir el cná(lruplode lo
robado, es claro que comprendía la restitución de esto, ~tU-

mentado tres veces más, aumento que constituía la pella,
en tanto que la restitución del objeto formaba la reivindica
tio, la parte real (le la acción, por donde se viene en con-
clusión, que los principios establecidos por Justiuiano en
sus Iustitu.tas, sobre esta materia, son los mismos preconiza-
dos por Gayo, y que la acción vi bonorum rapioruin era tan-
ium in re quam in personam, es decir: mixta.

Por lo que hace a la diferencia sobre su ap1icflci6n
puede opinaras después de un atento estudio cle los textos.
de Justiniano, que la actio en cuestión se amoldaba perfecta-
mente tanto al hurto manifiesto (furti manifesti), como al.
no manifiesto (non manifesti). '

MedeIlín, Enero 25 de 1914.
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EL CUERPO DEL DELITO Y SU PRV EBA
La existen ciá de todo delito supone: a) intención del agente

de lnfertr un mal; b ) la ejecución de u{l hecho prohibido por la ley.
Uno cualquiera tic estos dos elementos que falte, hace imposible la
existencia jaríd ica del delito : el loco no es responsable si da rnuer-
te a quien Io guarrta : la, intención criminosa 110 es punible si no se
traduce en hechos. Principios elementales son estos en materia pe-
na\.

Si, pues, la intención y el acto son de la esencia del delito ¡,qué
se entiende por cuerpo del delito? _

gl artículo 1,512 del O. Judicial dice:
El cuerpo dei delito es et fundamento de todo juicio criminal. Se

entiellde por cuerpo del de ito un hecho oriminoso y PIMihle segú,n la$
leyes. .

La expresión aislada (cuerpo del delito) nos (la la i.lea de lID
acto delictuoso ; y esta otra (un hecho cr im inoso y punible según
las leyes) DO sólo nos produce aquella. idea, sino que nos induce a.
pensar en la responsabilidad plena de quien lo ha ejecutado De
donde la deflnición del artículo 1,512 presente (los fases : la del re-
sultado o el hecho material del delito; y la del delito mismo con
sus elementos de hecho y de intención j lo qne explica las diversas
interpretaciones de los Tribunales.

"Cuerpo del delito es el conjunto de los caracteres materiales
que entran en la comisión de él, con prescindeucta de los 'actos (le
culpabilidad, Tanto error hay en considerar como cuerpo del deli
to el instrumento COIl que se ejecutó co.no en coufundlrlo con los,
actos de culpabilidad. Decir como hacen algunos, que el cuerpo
del delito no es otra cosa que la existencia misma del delito, es co-
mo si se dijese que el cuerpo del hom bre uo es otra cosa q ue la exis-
tencía misma del hombre" (Bucaratnauga-i-Auto 8 Julio 1896- VIfr
-=-38H-1 ~)

"La existencia del cuerpo del delito es un hecho demasiado
complejo, pues no solamente 1'\13 compone de parte material como
huellas, rastros y señales, sino de algo relativo al or.Ien moral (le
conocimiento y libertad del agente causante, que determinan la
malicia y voluntad". (Santa Roaa-c-Beuteuo¡a 17 .Iunio 1892, VI.
856. 18) -

Al definirse el cuerpo del delito. se consideró sólo el resultado
de la actividad consciente o inconsciente del autor, o se tuvo tam-
bién en cuenta el elemento psicológico de la intención del reo '1

Menester es para averiguarlo, reuroutarnos a la fuente de don-
de se tomó la definición del art.ículo 1,513 del Código .Judicí al, que
lo es el artículo U de la I.•ey 2~ de Mayo de 1848, diotarlo por el
Congreso de La Nueva Granada, y que a la letra dice:

"La existencia del cuerpo del ¡J~lito es la base y fundnmento
de todo juicio criminal. Se entíeu.Ie por cuerpo del delito un he-
cho criminoso o punible según las leyes."

Ootéjess el artículo anterior con el q ue es hoy artículo 1,5 L2de-
nuestro Código Judicial, y se verá que en éste "e corrigió la redun-
dancia "es la base y funil,amento"; y se cambió la conjuncióu () por
la copulativa y, en atención a que estos dos términos "crimino8o o
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punible" no solamente no son sinónimos sino que no expresan una.
misma idea.

Hecho, en lenguaje corriente, implica algo material i y sin em .
bargo se dice hecho material sin caer en pleonasmo, ya para dar
mayor fuerza a la frase, ya para contrapouerlo a un hecho pstcoló

. gico como el acto de IJenSal' que no pOI' ser inmaterial, impercepti-
ble a los sentidos, deja de ser un hecho en nuestra meme. El he-
cho criruinoso es siempre material, y sin embargo se usa de aq uel
nombre para iudicar una deterruinada clase de hechos. Yal hecho
punible no porque SJa ortrnínoso puede dársele este nombre, por-
que si lo de criminoso se reserva para calificar datsrmluadoe he-
chos materiales, lo de punible no se aplica sino a los hechos ci-imi-
uosos que deben ser castigados por la responsabilidad de quien los
ejecute: hecho criminoso es el homicidio, pero no es punible si lo
eoruete un irresponsable. ~

Por cousignieute, si el Legislador de 1873 unió por medio (le la
éonju nción copnlativa las palabras "cl'/1ninoso y punible" en la defí
nícióu del cuerpo del delito, fue porque quiso comprender en ella
los dos elementos de torlo delito: la intención maliciosa y el hecho
víolarorío de la ley; fue porque entendió que el cuerpo del delito no
es otra cosa q ue la existencia del delito mismo. Así lo .eom prendió
hace muchos años D. Joaquín Escriche, cuando dijo que "el cuerpo
del delito no es otra cosa qué la exlstencia del delito mislllo",.v que
"las cosas que se citan como cuerpo del delito son efectos, señales,
vestigiofl,- monumentos, comprobantes del delito y no su cuerpo".
Doctrina en que se informó también el Consejo de Estado cuando
en su Proyecto de Oódigo Judicial, el año de 1895, redactó el art.í-
culo 2,38~: "La existencia del cuerpo del delito es el fundamento de
todo juicio criminal, y se entiende por tal una omisión o un hecho
puuible por la ley (1,512, O. J.)"

Un hombre aparece muerto de una cuchillada en la mitad de la
calle Reconocido por los expertos, resulta que él mismo no se eau-
só la muerte, y que entre él y su victimurio debió haber una lucha,
cuerpo a cuer¡ o, lo que demuestran las varias equimosis y heridas
que se notan en el cadáver. ~Puede decirse que está ooruprobarlo el
cuerpo del delito? Sí; 'pero 110 es el cadáver, no son las heridas y
contusiones q ne en él se ad vierten, el cuerpo del delito: ese cadá-
ver, esas heridas y -oontusiones, no son sino medios por los cuales
-con la ayuda científica delos expertos-se viene en conocimiento
de un homicidio; y esta perpetración o la realidad de haberse come-
tírlo un hecho que merece pena, es loque eonstituye el cuerpo del
delí to. "fiJn to la, violar.ióll de la ley se pl'e~ume vllluntwi y malicia,
mientras no se pruebe o resulte claramente lo eontrorio", dice el Oódi-
go Penal. i Logra el reo destruír esta presunción probando que el
homicidio lo ejecutó en defensa legítima de su propia vida; " es, un
loco manifiesto el sludioado'l No hay necesidad de llamamiento a
juicio, no hay ni aun para qué reunir jurado de acusación: el cuero
po del delito 110 es un tuero hecho criminoso; es un hecho criminoso
y punible Esta la razón en virtud de la cual aunque a los Jueces
Superiores no competa la cuestión de la responsabilidad sino al Ju-
rudo, sobresean aquéllos 'por sí y ante sí en los sumarios, cuando
no se remite a duda la inocencia o la ineulpabilidad del reo,

En rigor se deduce de lo dicho que en todos los sumarios en
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no aparece la. írresponaabiudad del sindicado, o en que ésta
!}l' problemática, no exi~te propiamente el cuerpo del delito sino
r virt,ud de la preaunción de ley.
Por regla general, el delito se manifiesta en un hecho como sucede
los homicidios, hurtos, incendios, dalias en propiedad ajena, ete.,

!lo esto se debe el que algunos entiendan por cuerpo del delito: en
~l burto, el objeto que fue materia de él; en el homicidio, el efecto

ue resulta del crimen y el instrumento con que éste se ejecutó, etc.
in embargo, hay delitos que aunque radicados en hechos materia-

les requieren la prueba de la intención maliciosa para que se pueda.
decir que existe el cuerpo del delito. El comerciante que con ánimo
de no pagar y de enriquecerse a costa. ajena. viene de su pueblo a.
13 ciudad, toma mercancías al fiado, las vende, y en m phdos los pía-
.~s no las paga, sin duda que es un estafador; pero mientras no se
Aemuestre, por algún medio, su intención preconcebida y dolosa, es
menester considerar al presunto reo no más que como un deudo!'
'moroso, Y sobreseer en el sumario, por no estar comprobado el cuer-
po del delito.

Si esto es así, como lo es, comprobar el cuerpo del delito es
;~mprobar el delito mismo. '.* *

No hay delito que no consista en un hecho material, con excep-
ción de los delitos de omisión. Estos se denominan iranseüntos, lo
mismo que los que no dejan huellas o rastros como el hurto simple,
la asonada, la calumnia !lO impresa, etc; los que dejan esas huellas.
o rastros, como homicidios, lesiones, fu~rzas y violencia!", eto., se lla-
man permanentl's, En todos, el cuerpo del delito es uno mismo, pues.
éste lo constituye un hecho criminoso y punible; pero-su prneba es
diversa como diversas son las manifestaciones del delito.

Begúu el articulo 15'1 de la Ley 40 de 1907,
"El cuerpo del delito se eomprueaa con el prlllijo examen que se ha-

ga por facultatIVOS o peritos de las huellas, 1'astros o seiiales que ¡¿"ya.
dejado el hecho, o con las deposiciones de los testigos que hayan visto' a
sepan de otro modo la perpet1'ución del mismo hecho, o con .indicios neo
cesarios a »eliementes que produzcan el pleno connencimienio de dicna.
perpett'ación."

Al tenor de esta disposición, ¡,lJastan las declaraciones de dos
o más testigos para comprobar el homicidio, aunque no aparezca el
cadáver de la persona que se dice muerta' (1) Nó; porque siendo el
homicidio delito que deja huellas permanentes, la prueba prin-

(1) En el tratado de "P"ueba8 Ju.dioiales" del Dr. J, V. Concha, leemos: "El}¡
todo procedimiento criminal es indiapeuaable acreditar la existeucia del delito-
que sirve de base al procedimiento. Esta prueba previa se puede obtener con la.
comprobación de un hecho material, como 1;1 existencia de las heridas que S6 en-
cuentran en el cadáver; pero de aquí uo Bepuede deducir, según pretenden al-
gnuos, que esa comprobación material sea indispeusable para demostrar el deli-
,to, porque si así fuera, bastaría que nn asesino destruyera el cuepo de su vícti-
ma para que quedara impune. La existencia del delito se puede demostrar de
una manera indirecta, con las declaracioues de los testigos que presencíarouel
hecho, o con indicios necesarios o vehementes que comprueben la perpetraci6u
del crimen (artículo 157de la Ley 40 de 1907). Cuando D'Aguesseau dijo que el
cuerpo del delito !lO es otra cosa qne la existencia del delito mismo, quiso expre-
sar que la comprobación material del hecho or í miuoso no es indlepensvble eo.
los procesos crimiuales, por grandes que sean sus ventajas e importancia.".
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oipal de haberse cometido cousiste en el reconocimiento del nmer.
to. Si así no fuera, habría que coueluir que los estupros po-
dríau fambién comprobarse COII testigos, lo que es inaceptable . La
prueba testimonial, sola, no es de recibo sino en los delitos transeún.
tés, y así se desprende del artículo 1,584 del Código Judicial:

"En todos los delitos que no dejan señal ni rastro, se oomprobará
su perpetracián oon los test.qos que lo vieron-comete» o sup-eren de otro
mOllo fidedigno que se cometió, y con los hechos y documentos que tien-
dan al mismo fin."

El art.íoulo anterior rw está ex presn n i tácitamente derogado,
ni está reformado ni suatituí.lo por el artículo 157 de la LHy 41). No
está derogu.lo expresamente, porque no hay ley que esto declare;

"'tIO! stá derogado tácitamente, porque 110 son iuoorn pat.ihlea; no es.
tá'reformado ('1 artículo 1,584 (lel Oód igo Jndicial por el artículo 157
-de la Ley '10, porque éste consa.gra n nn regla general, y aquél una
regla especial, y un principio general no puede reformar ni sust.ituir
-mna regla especial; tinalmente, no está sustituldo porque no puede
decirse que el articulo 157 sea uua ley llueva que regule íntegra.
mente la materia sobre comprobación del cuerpo del delito, para
.qne se tenga como insubsistente el referido artlculo 1,.1581!, pues 110
tue ésta la intención del Legislador.

Antes <le la Ley 40, el cuerpo del delito se pod ín comprobar
con el prolijo examen de facultativos o peritos do las huell as, ras- .
tros o señales que hubiera dejado el hecho, o con las deposicioues
de los testigos que hubieran visto o sabido de otro modo su perpe
tracióu; pero liada había rlicho la ley respecto (le los indicios uece
-sarios o vehe.nentes, pues S'i ellos servían para iudioar al respousa -
ble, se iguoruba o era dudoso que pudieran e.stableeer el cuerpo
-del delito. Llenar 'este vacío fue el objeto del artículo 157 de la
..J.•e.y 40. _

En Derecho, la ley especial prefiere a la general; y por esta fa-
.zón, y porque eon el a rticu lo 157 /lO se pensó en sustttufr el artícu-
lo 1,5i:)4, 11" se puede sostener que el cuerpo del delito se pueda pro-
{)(\l' en los delit-os permauentes con la sola deposición de testigos.
'''Antes d~ buscar un homioid a, es necesarío tenor la. seguridad de
que se ha cometido un homicidio, pues proceder contra el autor de
U/l crimen que !lO consta haberse perpetrado, es lo mismo que bus.
ear la causa de UI! fenómeno que no aparece, principio que se halla

.adoptado en la legislación ° jurisprudencia de las demás naciones,
p:ll'a evitar «l peligro de perseguir a personas inocentes por delitos
imaginarios. Dos hombres ignalmente preocupados, se engañan
COII frecuencia, y se imaginan hnber visto lo que realmente no han
visto, principn lmente si el espíritu de partido o el entusiasmo de
religión les fascina los ojos : dos testigos hicieron condenar a Sir-

'ven y Langlrule, que eran inocentes: dos testigos presenciaron el
asesinato de la Pivardiere, un tercero oyó los gemidos de la, víeti-
ma que expiraba, muchos vieron la Topa teñida COIl su sangre, y

.otros mnchos habían oído el fusllaeo con que se le había quitado la
'vida, a pesar de que no había habido fusilazo, ni ropa eusangren-
-tada, ni víctima, ni gemidos, ni asesinato, pues la Pivardiere se
presentó vivo y sano a los Jueces que por vengar su muerte nerse-
.guían a SLl inocente esposa" (1). -

(1) Dice. Eecriche -' 'Prueba en materia criminaL"

"1Jiil
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Los signos visibles que tl~jan los delitos permanentes, son de
os clases: o establecen el cuerpo materiad del dalito, noma en el

caso de nna persona cosida a puüaladas; o son insuficientes para
>comprobarlo. De aquí es que no porque el examen de las huellas,
rastros o señales, sea la prueba principal en los. casos de homicidio
deba exigirse como esencial para comprobar el cuerpo del delito .

Los restos que en un monte aparezcan de un sér humano, no
prueban que se haya cometido un homicidio, si no se establece
la. causa de la muerte de la persona que allí dejó la vida; la puña-
lacIa mortal que presente el cadáver de una persona recién muerta
-en su casa, tampoco prueba nada porque puede ser resultado de un
suicidio. & Se rl eberá rechazar la confesión del reo en el primer ca-
so Y i. Se deberán hacer a un lado las declaraciones de los testigos
-en el seguudo 1
. De ningún modo. Si unos restos humanos encontrados en un
monte, si una puñalada mortal que presente un cadáver, no son
prueba de haberse cometido un homicidio o un asesinato, sí son he-
-ehos materiales en los cuales puede fundarse una condenación
cuando alguien se declare a sí mismo responsable, o haya testigos
que depongan sobre el hotnicid io y Sil autor. Lo primero, porque
la desconñauzu respecto de algunas confesiones no debe ir, como
quieren alguno", hasta declarar que sin tener nada (le sospechosa o
inverosímil, no se debe considerar como verdadera prueba (1). Lo
.seguudo, porque una herida sea producida o nó por la víctima, no
-deja de pertenecer en lengua humana a la oapegor ía de los hechos
ertminosos por oposición a los hechos meramente materiales o ino-
-centes ; y el cuerpo del delito "es no hecho criminoso y punible",
y las deolnraoiones de los testigos conducen a establecer la punibi-
Iidad, y sería un absurdo rechaz.arlas-nnnq ne con todo rigor Sean
-ellas las que constituyan el cuerpo del delito. •

'En los mismos términos, es decir, siempre que haya _un hecho
-que dé idea de la posibñidad de un homicidio, debe darse todo su
valor a los indicios necesarios o vehementes que produzcan el ple-
no convencimiento de dichn-perpetración.

- Quien nos haya seguido hasta aquí habrá podido colegir que el
-delito es a veces impalpable. En efecto, en un estupro que tam-
bién es delito permanente, no se pueden calificar de crimiuosos a
priori los vestigios q ue rle] a, pues en la desfloración pudo haber
consentimiento de la supuesta víctima, sobre todo si es mayor. No
obstante, si el sindicado usó narcóticos o empleó cualquiera otra
especie (le violencia, aunque ésta no se establezca, si confiesa su
-abuso, nadie negaría que esa contestón constituiría el cuerpo del
delito) qne el .Iuez no vacilaría en lIamarIo a juicio y que el Jura-
do no dudada en oondenarlo, No a pesar de la ley, porque ésta de-,
be interpretarse de manera de no degollarla con cuchillo de palo,
Cuando la lfJy dice que la confesión ,tlel sindtoado no hace plena
prueba si no está comprobado el cuerpo del delito, no quiso otra
-eosa que el de que se rechazasen las confesiones cuando ellas no
tuvieran por base un hecho a lo menos probable; y la desfloración
es un hecho, y aunq ue el examen médico-legal se haga a tiempo, los
peritos no encontrarán huellas de-fuerza y violencia si 110 ha habi-

0(10 lucha v. gr. porque se haya empleado el narcótico y hayan pa-

,(1) P1'IIeba8 judic¡a'(I!~ pág. 6e-J. V. Concha.
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sado los efectos <le éste en la víctima; o porque los vestigios de la
fuerza y violencia sean tau fugaces que desaparezcan antes de los
signos de la desfloración reciente.

Esto que es rigurosamente exacto, demuestra que no debe so'
breseerse en los sumarios por estupro, ya porque no se llaya reeo-
nocido la víctima prontamente, ya por no haberse hecho el examen-
del estuprador para apreciar derrames, El violo de una impúber
en tanto que permanezca en la impubertad demostrará la fuerza y
violencia, por presunción de derecho (683, C. P.); el estupro de una
mujer núbil, (hecho que deja una huella eterna), será delictuoso an-
te la ley, si la fuerza y violencia la confiesa el reo; y 10& indicios
leves unidos a un reconocimiento tardío, exigirán siempre que se con-
voque un Jurado de acusación, aunque no autoricen la prisión pre-
ventiva por lo mucho que se prestan estos delitos a venganzas y
al chan.tage. En todo caso, se debe huír del extremo de exigir dic-
támenes periciales inmediatos.

Analizadas las pruebas que deben ténorso en cuenta en los de-
litos permanentes, de IDs cuales es el mejor ejemplar el homicidio,
pasemos a las pruebas propias de los delitos transeúntes, y de éstos
tomemos el hurto.

Evidentemente, el hurto no deja signo visible detrás de si: el
dueño o poseedor del objeto hurtado no siempre extraña su falta a
raíz de la pérdida que ha experimentado; y habiendo tántas cosas
relativamente iguales, se explica fácilmente qne no sea raro, por lo
contrario, muy común, que jamás vuelva a saberse de él. Esto no
quiere decir que el hurto excluya en todo caso la prueba directa;
porque es claro que el objeto sobre el cual recayó, en apareciendo
en cualesquiera manos, demuestra la perpetración del delito, háya-
lo adquirido o nó de buena fe el.que lo tenga. El calificativo de
transeúnte le viene al hurto de uo dejar sino el 'vacío en el haber
de la persona ofendida, y de no encontrarlo fácilmente, en el' tur-
bión humano, las pesquisas de la justicia.

Atrás quedó copiado el artículo 1,584 del Oódigo Judicial, en
virtud del cual en los delitos que no dejan señal ni rastro se com-
probará su perpetración con los testigos que lo vieren es meter o su-
pieron de otro modo fidedigno qne se cometió; vimos también que
según el artículo 157 de la Ley 40, el cuerpo del delito se puede
comprobar por medio de testigos o de indicios necesarios o vehemen-
te que produzcan el convencimiento de su perpetración. POI' lo tan-
to, de todas estas maneras se puede comprobar el hurto.

Antiguamente, era presunción legal contra una persona el he-
cho de aparecer eu sus manos la cosa hurtada o robada. Esta pre-
sunción que se derogó en 1893, la reprodujo, aunque solamente con
el carácter de indicio vehemente, el artículo 4 de la Ley 53 de 1913-.

"Oonstituye indicio vehemente de que un individuo sospechoso o
de mala conducta allterior es autor deZ delito de hurto o de robo, el he-
cho de encontrarse en su poder la cosa hurtada o robada, si no expli-
ca satisfactoriamente el modo de adquisición leg'ítima y no comprueba
los hechos en que funda tal explicaci6n, y siempre que por ot'-a parte
esté comprobada el cuerpo del delito conforme a las leyes."

Pero si bien se consagra en este artículo un principio muy exac-
to y mny justo, sobra la última parte en cuanto exige para la exis-
tencia del indicio vehemente que esté plenamente comprobado el
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d.el .delito, f!Js claro: el hecho rle aparecer la bo~· huetaáa " ,., \
er de un extraño al dueño, ,~~prueba material <lel'énerpo del 1

tU'to de hurto, o como antes lo dijimos, es prueba dd haber.§!}..p.cr..~--
,rado un hurto; que sea o no sea el ladrón el que agfilalííIent~ I~c'~ '\ I
ga, no obs~a. pues esto no roza sino ~on el autor. Q~lqjgfuÍí.l~l1R¡'··~",__ \

irte del nrt.ículo 4, e sobra, no se remite adnda; y ó.tJ:a razon'-e-g-
e si la. persona en, cuyo poder aparece la cosa hurtada, declara
r reo del hurto que se investiga, nadie vacilaría en dar a esa con-
sión el valor de plena prueba.

Ninguna dificultad presentan a los Jueces los hurtos cuando
.parece la cosa y cuando hay testigos extraños al ofendido que de-

aren acerca del cuerpo del delito y del responsable. Pero cuando-
cede-y es 1'0más común-que los objetos hurtados no 80n cono-

idos sino <le los interesados, saltan por encima de las pruebas más.
trefragables para terminar los procesos con una absolución.

X, ratero de profesión, estrechó con el cuerpo, haciéndose e~
ijltraído, a N, vivandero, en la plaza de mercado (le esta ciudad, a

~n de que no cayera en cuenta que le i.ba a sacar el dinero que te.
:Jlia.en el guarniel. Z, que vio las maniobras del ratero X, llamó la
'.atención !lo N, Y éste, rápidamente, enouelló a X que dejó caer un
)lío de billetes nacionales <le talla mayur. Llevados a la Oomandan-

ia de Policía X y N, se instruyó el sumario, en el cual declarnron;
te, como ofendido, el testigo Z, y algún otro testigo que ,presen·

~ió cuando N. tenía encuellado a X y que vio en el suelo los üille
teso Abierto juicio contra X, y substanciada la cansa, el Juez ab-
jolvió "por no estar comprobado el cuerpo del delito", pues no eons-
.~aba que N. tuviera en su guarniel los mil quinientos pesos que ase-
guraba tener, suma a que ascendió el lío que la Policía recogió do!
suelo. (Sentencia de 1912.)

Detenida X, sirvienta en la casa de un respetable caballero de-
esta. ciudad, en 1!)1] , por el hurto de unos vasos, confesó en la Po-
;}icía su delito, y manifestó que también se había hurtado un anillo-
-de diamante de casa de las Sras. R. Instruido el sumario por este-
último hurto, las hermanas R. declararon que en efecto, hacía co-
mo tres años, habiendo salido' de paseo, una <le ellas había dejado-
BUanillo de oro de dos diamantes en el lavabo de su pieza; que por-
ta noche, al tratar de volvérselo a poner, no lo había encontrado en.
el sitio en que lo había dejado, y que después de mucho buscarlo,
entraron en sospechas contra la sirvienta X, por ser nueva en la
casa y no haber otra persona extraña que entrara a la pieza; que a.
la mañana siguiente mandaron a la sirvienta X que buscara el ani-
11o, con la esperanza de que por temor lo restituyera, ñngiendo ha-
berlo encontrado; que la sirvie·nta hizo la que buscaba el anillo, y
acabó por- decir que no lo había podido encontrar, por 10 cual las-
Sras. R. abrieron el baúl de la sirvienta, en el cual resultó el anillo,.
metido entre una cubierta. En su índagatoría.Ja sindicada confesó-
el hurto y reconoció el anillo que las hermanas R. presentaron por
exigencia de la autoridad. Sin embargo, la sentencia final la absol-
vió "por no estar comprobado el cuerpo del delito".

En el caso del ratero X, se absolvió a, éste por no estar como
probada la preexistencia de los $ 1,(jOO en el guarniel del ofendido-
N;en el caso de la sirvienta X, se la absolvió por no estar comproba-
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da la subsiguiente falta del anillo. Decisiones éstas que armonizan
'con la doctrina de casi todos los 'I'ribunales de la República.

-, "De todas las circunstancias que constituyen el delito <le hnrto
'0 el de robo, sólo la preexistencia (le los objetos hurtados o roba.
dos pu C1Cle jnstificarse con las declaraciones do IOR iutereeadoa (artt-
culo 1,529 del Código Judicia1.) .

Las demás deben estar acreditadas en otra forma para que ha.
ya de declararse estnblecido y comprobado el cuerpo del delito. (Oa-
li. Auto ~O Marzo 1895. V 1,223,2 a)

"r~<tpropiedad, preexistencia y consiguiente falta de las cosas
hurtadas son circunstancias elementales del delito de hurto, y sin
la comprobación plena (le ellas.. no puede sostenerse la existencia
del delito" (Popayán, Sentencia 30 Abril189~,.número 259, 6, lo')

La crf tica de estos fallos y doctrinas, la haremos al estudiar el
artículo 1,5~9 Oódigo Judicial, que dice:

+Para acredita?' e/1 los delitos de robo y hurto la preexistencia de
la cosa hurtada o robada, se admitú'á la depOsición del interesado, y
la« de su consorte, hyos y domésticos, {as cuales harán fe sobre estoe»
defecto de otros testigos extrazíos.

Sabido es que el Código Judicial fue redactado en 1873, y que
los Legieladoros de este año tomaron como norma en la parte eri-

"minal, la L~y 2" (lo 11 <le Mayo de 1848 de "proecllirniento en nego-
-cíos ortmínales''.. El artículo 32 de esta Ley decía:

"P,ara acreditar en los delito'! (le robo i hurto la preexistencia
i consiguiente falta do la cosa robada o hurtada, se admitirá la de.
posición del interesado, i las de su consorte, hijos i domésticos, las
cuales harán fe sobre esto en defecto de otros testigos extraños."

La Oomisión del Congreso de 1873 la componían los Dres, N .
Esguerra, A. García. M, Itunalde, F. Escobar y M. M. Casas, y así c~
rno en la definición del cuerpo del delito corrigieron la redundancia
gramatical "es la base y fundamento" suprimiendo la palabra "ba·
se", así también en la redacción del artículo 1,529, corrigieron lare-
du ndaneia jurídica "preexistencia y consiguien te fal ta". Lo C) ue no
hicieron los Estados Soberanos que en sus Códigos tomaron sin be-
neficio de inventario la Ley 2~ de ]848.

Como no hay homicidio sin muerto no hay preexistencia (exis-
tencia anterior) sin consiguiente falta. La preez istencia demuestra
la consiguiente falta, pues una cosa hurtada no puede físicamente
a un mismo tiempo existir antes del hurto y estar existiendo des.
pués del hurto, en poder del ofendido. Por eso la ley no habla en
ninguna parte de la consiguiente falta; sí de la preexistencia.

Acostumbrados los .Iuecea hasta 1837 que se unificó la legísla-
cíón, a los Oódigos de lo." Estados Soberanos que habían copiado
al pie de la letra, en el procedimierlto criminal, al Legislador de
1848, siguió eousagrnrla en la jurisprudencta la redundancia de la
consígutente taita sin caer en cuenta que quien dice preexistencia
·está diciendo consiguiente falta. Si a Juan le hurtan un reloj, era
porque lo tenía (preexistencia); y si se lo han hurtado es porque
no lo tiene (consiguiente falta).

¿ Hay muchas eosas relativamente iguales, y por eso se exige al
-ofendído que pruebe que las cosas que dice le han hurtado ya no
las tiene' Ello será materia de identificación; pero en todo caso
et ofendido está imposibilitado para probar que no tiene lo que le
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an hurtado porq ue los hechos uega ti vos no se prueban n u uca.
Oómo pueile probar Juan que no tieue su reloj si no es por el he-

~b() afirmati vo de encontrarse el reloj en poder de otro ~ t:lo le po·
'drá creer a .Iuun si es homhre verídico, que no tiene el reloj; lo
que es demostrar que no lo tiene, jamás lo conseguirá desde que
puede tenerlo oculto.

Siendo esto así, ningún valor tienen las declaraciones do los
testigos que aflrmeu que u na deterruiuada persona no tiene UII 00-

~eto, porque su afirmativa es por naturaleza negativa. Eu el 'caso
del reloj de .J uan, si aparece, pod rán ellos reconocerlo .v afirmar que
le perteneer, y entonces se habrá protuulo qne .Iu an uo lo tiene.

Quien dice que Pedro e~ rico, está negando que es pobre; quien
niega que Pedro es pobre, esta afirmundo que es rico. Quien aflr-
ma niega; qnien niega, afirma; quien prueba la afirmativa, está
probando la negativa; pero la aegauva no se prueba sino proban-
do la añrmativa, y algunas veces no se prueba nunca. Principios
elementales son estos en pruebas judiciales.

Demosbrado que la consiguiente falta es uua proposición neo
gativa qUE' tiene por objeto una afirmaeión: la de que el objeto pero
tenece a determinada persona; no pudiendo por otra. parte deseo-
noeerse que la preexistencia domuestra la consiguiente falta, no
puede menos de concluirse que "preexistencia y consiguiente falo
ta" son (los términos jurídicamente sínóuimos, pues ambos se como
ponen a la, vez de una añrmnción y de una negación. Luego admi-
tiendo la ley las declaraciones del ofendido, su consorte, pat ientes
-Y criados para probar la preextstencrs, las declaraciones de los iu-
teresados pueden probar el cuerpo del delito.

Ningún peligro ofrece para la justicia la admisióu de esos teso
timonios, porque no pueden aceptarse para indicar la persona del
.autor, lo que es obvio.

La razón filosófica del artícnlo 1,529, Código Judicial, es que si
110se admitiesen los testimonios que en él se autorizan, se.concede-
ría virtualinente a todo hombre malvado y violento la facultad de
atentar contra el derecho de propiedad, en presencia y en la per-
soua de los individuos privados (le se¡' oídos. -

La jurisprudencia se inclinu a suprimir las exclusiones, por te-
mores puer-iles y casuiaticoa. "Rechazar como iudigno de fe el teso
timonio d,' toda persona en razón a tener UIl criterio pecuniario,
por mezqu ino que sea, es una desconfianza humillante e injuriosa
que supone a los hombres peores de lo que son, calculando por el
término me.l io de la moralidad." (1) Antiguamente se rechazaba
en Prancia el testimonio del denunciante, y bastaba al delincuente
'<lompral' al testigo que más lo comprometiera a fin de que pusiera
el denuncio y se le negase en el sumario la reparación del testimo-
nio. Los hombres deben tomarse C0l1108011, más verídicos que men-
~i:o~os, so pena de caer/en el absurdo de una desconfi.anz¡a ciega e
.llt mitad a.". .
. ~ No se puede negar el peligro de que tres o cuatro parientes ea-
ln"nien a alguno para qnitnrle alguna cosa, declarando sobre la
Jl.r~e~istencia en ¡;;U poder. Pero si en. materia civil puede ser teso
tlgo un hermano por otro, no se ve por qué en materia criminal, en
-que el hombre teme más sacriflear su coucienciay expon~r su repu-

,(1) .fnwba8 jll(liciale8 pág. 272. E. Dumout.
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tación de probidad, no se pueda admitir ese testimonio para acre-
ditar la preexistencia de la cosa hurtada, Si el reo cta. explicacio-
nes 8atisfactorias de cómo hubo la cosa, y lo prueba, y no hay otros
indicios graves que lleven la convicción del delito y de su autor al
ánimo del Juez, se le absuelve y se le dejan a salvo sus derechos
para acreditar cIvilmente la propiedad que se le discute; si por el
contrario, no explica la adquisición de lo que se d ice hurtado, y
hay otros indicios en su contra, se le condena, y su condenación es
el reconocimiento de la propiedad en terceros. Podrá haber calum-
nias, podrá haber delitos imaginarios también; pOllrá haber con-
denaciones injustas, pero 1ft justicia humana jamás podrá evitar los
errores judiciales, que hoy, por lo de[~ás, SOIl casi siempre en favor
de los reos.

La misma doctrina del artículo 1,529 Código Judieial contiene
el artículo del Proyecto del Consejo de Estado de 1805: "En los-
delitos de robo, hurto y otros contra la propiedad, se admitirán co-
mo hábiles las declaraciofl,es del ofendido, su cónyuge, parientes y
criados". Preferible es, sin embargo, la formula del artículo 1530,.
porque el término "hábil" es demasiado elástico y por medio de un
juicio criminal se potl rfa, por e.¡¡píritu de codicra, 110 sólo robar a
un inocente, sino atraer sobre él una condenacíon , lo que no SUele
de con el citado artículo 1,529 que no admite los testimonio'! de los.
parientes sino para comprobar la preexistencia.

En el caso del ratero X, no se había comprobado la preexis-
tencia porque un testigo, que lo era el ofendído, estaba inhubilf ta .
do por ser único para el efecto. Pero los indicios vehementes quo
presentaba el proceso, pues un testigo había visto encuellado a X
y un lío de billetes en el suelo; y otro testig-o había visto lo mismo
y había sido el que llamara la atención a N. al peligro de que le-

, robaran, eran demasiadas prueba"! para no haber proferido uua
condenación al tenor del artículo 157 de la Ley 40 de 1907, tanto.
más cuanto que el Juez declaraba en su sentencia, no caberle duda.
moral de la perpetración del-hecho.

Respecto al caso de la sirvienta X que se hurtó un anillo, los.
comentarios que hemos hecho al artículo 1,529 del O. J. nos rele-
van de entrar en repeticiones_ para lamentar esta otra absolución.

(

Graves, muy graves, son las jurisprodencias que se sientan y_
que no-están en el espíritu de la ley. Esta 110 exige en ninguna
parte que en los hurtos el ofendido acredite la propiedad, lo que vi-
mos que exige el Tribuual de Popayán. La presunción legal de que-
el poseedor es reputado dueño mientras otra persona no justifique
serlo, que es regla del C. Civil aplicable en materia criminal como
regla de Derecho: queda destruída desde que se haya in st.rn ído UII
sumario por hurto y se haya probado la preexistencia. Porque 110.
nos atrevemos a Creer que en otro sentido haya exigido esa com-
probación el Tribunal de Popayán, v. gr. en el de creer q ue 110 tie-
ne persone ría el ofendido--:-permítasl:lllos la expl'csiÓU-pal'¡l hacer
que se persiga el hurto de alguna cosa mientras no p ruebe que
ésta la ha tenido en propiedad por haberla adqutr ido de su legíti-
mo dueño. ¡Acaso robarle al ladrón no es delito porque es Iadrónf
¡Acaso robarle al.poseedor de mala fe tampoco es delito?

Hemos supuesto hasta aquí que la eos.i hurtada aparece, y que
por lo mismo puede comprobarse la preexistencia. Hemos dicho que
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ristencla demuestra la consiguiente talta, Hemos sostenido

'1\ consig-uiente fa.lta no se prueba por envolver una proposi-
negativa, sino probando la añrmativa de la preexistencia. Aho-

,ien; en presencia. de dos testigos arrebata un lndrón a. eualquie-
na suma de peS08; perseguido por la justicia, es capturado; pe-
o se recupera el dinero. Imposible es comprobar la preexisten-

: a la afirmativa de los testigos se podrá dar crédito en cuanto
¡luren que tal día ya tal hora, el ratero tal le robó un dinero al
Fulano; pero siempre quedará la posibtli.l.ul de la calumnia _. _.

nltará la prueba de la. preexistencia.
Al exprimir el concepto de la preexistencia, se ve que ella en

dad 1\0 exlste como elemento material del cuerpo del delito: si
rece la cosa que se dice burtada, y la reconocen los testigos, la
~ no es en sí cuerpo del delito. El cuerpo del delito es un hecho
minoso y punible. De manera que son las declaraciones de los
tigos las que comprueban el hecho criminoso y punible, o las
e no llevan a la convicción de haberse cometido un hurto, pasan-
del crédito que prestamos a las declaraciones, a la certeza de esa.
petración. La preexistencia no se refiere, por en.le, sino al dicho

.ello; ella no existe por sí sola, corno existe por sí sola. y es elemen-
material del cuerpo del delito (un hecho cr itni noso), la puñalada
e presente un cadáver.

.Más aún: ¡,Ia preexistencla se refiere al momento inmediata-
ite anterior al hurto de la cosa, o hace relación a haber existido

cosa en poder de quien se dice ofendido'? Si lo primero, ningún
ttgo habrá que afirme la preexistencia, salvo r arfsimos casos; si
segundo, la prueba <le la preexistencia no existe aunque decla-
) mil testigos, porque nada-se opone a que el poseedor baya sa·

de la cosa por cualquier medio lícito, veudiéudola, rezaláudo la,
uíola en comoduto, oto, Y en último término tenemos q ne los
tigos no hacen más que seguir la buena fe del que conocieron
o poseedor de la cosa; y que el juzgador procede en el mismo
tido,
.Infiérese de lo dicho, que la propiedad, la preexistencia y con-

uients falta, 110 son sino nombres, nombres que "011 exigencias,
g-Qncias que son fantasmas, y fantasmas que han sido impunidad ..
íérese también que en la división que hemos hecho de delit~s en

e.rmanentes y tra nsitorios, pertenecen a estos úJ ti mos los hurtos y
'8 robos, los cuales como la calumnia y la blasfemia, 110 se prue-

tan sino por declaraciones o por indicios uecesarios o vehemen-
s,

• Siendo transitor¡o o no dejando rastro el dalito de hurto; ase-
nando los J ueces y Mugtstrados con nomenclaturas trasnoohadaa
ropieda.l, preexistencia y consiguiente falta) los artículos 1,529,

;,.58-1del U . .J. Y 157 de la Ley 4U de 1907; impunes por lo mismo
pdos los ladrones de una y otra clase, hubo de dictar el Legislador
) siguieu te artículo:

"Artículo 6 Ley 51 de 1913. En la investigaci6n de lo.~delitos de
rto f) de robo, no será preciso probar la propieda.i, preexteteocta y
siguiente falta de la cosa hurtada o robada, cuando de Ot1'OS hechos

arezca que ésta es materia de nno de tales delitos. La apreciación de
ta8 cit'cunstal1cias, queda al prudente arbitrio del Funcionario o Juez
!8peetivo."

----
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ales del testigo y de su deolaraoión, debe proceder oon entera li-
'arl y Si.¡1 restricoion alguna, a estimar, en cada caso, el testimo-

o aisladamente, yel mérito probatorio en oonjunto, de toda la
formación sujeta a su estudio." (-lile se ha ga esto último en
dos los casos de hurto en que las pruebas legules cfallen, es el
andato del artículo 6 de la Ley 5-1de 'l!H3; de manera que si un
stigo-por SPl' ofendido-no puede probar la preexistencia y no
.eda duela al Juez de que ha, habido UIl delito de hurto, puede-

londenar al que resulte stndlcado. _-
Aunque no lo dijera la ley, (artículo 6, Ley 54 de 1913) el delel

de lru rto no se puede j nzgar sino en conciencia, porq ue la plel~!la
rueha de ellos no se obtiene sino por la confesión del reo o porq
,yan presenciado el hecho dos o más test.igosj los indicio>; ne!'e'fi'
iÓ8, no los presentan nunca estos procesos; los indicios vehementt JO

fOrt~ll plena prueba, si no es defiriéudolos a la oonoiencia ¡\\U-
zgad ,,(a.rtícnIO 153 de la I.•ey 40 de ]907); y la; prueba de la pre!!
iste _a, ya hemos probado que es demasiado tlébil, y que no se
da sino en la buena fe del ofendido
No hay por qué esenndalizarse de que esto digamos: el aman-

bamiento no sejuzga, aunque otra cosa. se diga, aino en conoien-
ia: presumiendo hechos que nadie ha presenciado, deducidos de la
:Ola farni liarid ad con que se tratan dos personas que viven bajo un
ismo techo, solas, y que comen en una misma mesa,

No se juzgan lo mismo los delitos transitorios rle la blasfemia
la calumnia 1\0 impresa en que se exigen dos testigos, por lo me-
18, para. condenar, en los cuales la prueba indicial es nula o no
ede existir.

Réstanos sólo agregar que la división general que hemos he·
iho de los delitos en permanentes y transeúntes, no es invención
uéstra: la hemos tomado de- D. Joaquín Escriche (Dice Jtt 010 S,,·
'a,.io), que a su vez la tomó de los jurisconsultos españoles de Sil
poca y de los tiempos más pretéritos. Nosotros no hemos hecho

;ltIá.sque aceptarla, porque, salvo mejor parecer, ella está perfecta.
en~e delineada en el artículo 1,58-1 del C. .Iudicial; y porque aro

, omza perfectamente, en nuestro concepto, con el sistema general.ue pruebas de nuestro citado Código.

IGNAOIO DUQUE.

LECCIONES ORALES
.iatadas en la clase de Economía política, en desarrollo del t.exto s,

VI.-EMPRESAS y EMPlmSAIUOS

Como se ha visto {a, la obra de la producción se realiza
l'.tnedio de los tres agentes llamados naturaleza, trabajo y
pítal , estos agentes obran conjunta y no separadamonto,

:e.unen, se combinan y se organ izan, porque (m el aisla-
lente;>su acción sería casi estéril, al paso que de su reunión
obtienen grandes ventajas.

-'

Con este artículo se ha deh'gac1o al .Juez el proceder verdad
sabida y buena fe guardada, Pero es muy de temer que ni aun así
haya logrado remediar el mal, y que la dispostción SB quede escri-
ta; porque la fórmula "ouanrln ti, otros hechos aparezca que és n :la
cosa) eS1nateda de ~tno de tales delitos", Sfll'vil'á pal a que 110enten-
diéudola muchos .lueces, no haguu caso del mandato (le juzg-ar
en conciencia que dicho nrt.ículo 6 envuelve, tanto má.s cuauto que
no se explicaráu este artículo en relación e III tll ()0, en lo eual-
verdad sea dicha-no les faltará razón. Si el uno OrUl111l\ellt,l'e li-
neas juzgar en conciencia &f\ qué viene el declarar indicio vehernen
te de ser autor del h urto que se i11vestiga al que tenga en su poder
la cosa que se dice hurtadat '

Muy frecuentemente la preexistencia y consiguiente falta 110se
puede probar por no aparecer la cosa; y lo mismo sucede cou la
propiedad, Según el artículo 157 de la Ley 40, el CU~I'pO del delito
se comprueba con las declaraciones de los testigos que hayan pre
senciado el hecho o con indicios necesarios o vehementes Por lo
tanto, a ellos debe referirse el artículo 6 ° de la Ley 54 cuando ha-
bla de hechos de los cuales aparezca que la cosa ha sido materia rle
un delito de hurto o de robo, pues hechos son las declaraciones y
los indiclos.

En realidad, la primera parte del artíeulo 6,0 no dice nada
nuevo j' 110 peca por demasiada claridad. Al leer lo con cui.l.ulo,
no se sabe-,si no es por la meditación-cuáles so n los hechos de los
cuales puede aparecer que la cosa ha sido materia (le uu delito de ,
hurto o de robo, En todo caso, la innovación en el sistHma de prue-
bas, I!Oaparece sino en la segunda parte: "La apreciacióu (le estas
circunstaucías, queda al prwdente arbitrio del Fuuciouar!o o Juez
respectivo." ,•Hay hurtos y robos sobre las cosas .en que aun apareoienrlo,
no se puede asegurar que hayan sido objetos (le cielito: tal suverle
con las especies IlO identiflcables corno el dinero, No e" lo mismo
que una cosa se identifique cuando aparezca, que no n parezua o
sea inidentitieable: en el primer caso, no se puede dudar de qu.l:lla
cosa ha sirlo materia de un hurto o de un robo; en el segundo caso,
puede existir la convicción moral del delito, y haber prueba mate-
rial de él De aquí el que la apreciación lid las cireunst.ancias quede'
al prudente arbitrio del Funcionario o Juez respectivo; y en este
sentido se le autor iza para proceder verdad sabida y buena fe guaro
dada.

En todo rigor, los Jueces en lo criminal no hacen otra cosa en
las sentencias que pronuncian, que proceder en conciencia Si la
ley da reglas para juzgar, y a esas reglas d a el nombre de pruebas,
no es sino porque el criterio 110 es igual en todos los Jueces; porque
éstos-como 11ÜlDbres-pueden dejarse iufluir por el dicho de un
solo testigo cuando éste es honorable, siendo así que un 8010 testi
go puede afirmar un hecho de buena fe, yno ser cierto el hecho,
porque el testigo se engañó, o porque el interés lo llevó a mentir, o'
porque el J uez no lo conocía suficientemente, ete. A la justicia íute-
resa sobremanera que en la apreciación de las pruebas haya unifor-
midarl para que no se extravíen los criterios ni se cometau iujusti-
cias; pero "el Juez de hecho o de derecho, guiudn por el unen seno
tido, y después de examinar con minuciosidad las condiciones,
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Aceptada la pasividad del elemento Naturaleza, o mejor
dicho su sometimiento al trabajo y al capital, El uno de estos
dos debe corresponder la dirección de las empresas para ha-
cerlas productivas, El obrero representa el trabajo, y (~Ipo-
seedor del capital representa a éste; no será a aquél a quien
corresponda la dirección, sino más bien al capitalista, puesto
que para que una empresa se constituya y se desarrolle, es in-

\~is]Jel)sable que haya capital en la forma de provisiones, ma-
né~rias primas, instrumentos e instalaciones.
re (. Tanto el trabajo como el capital están representados por
a c..mbres, y es preciso suponer que los que son poseedores

pued capital, tienen mejores aptitudes que los simples obreros,
pro}' que para adquirir capital se necesita habilidad, previsión,
se3teligeucia y otras cualidades, de que no han dado pruebas
"los que no han pasado de la simple condición de asalariados

manuales,
Hay sin embargo un trabajador autónomo en quien se

confunden el capitalista y el obrero, y es el industria l que
.asume la dirección de su trabajo y que cuenta con el capital
necesario para constitutr una empresa; en las sociedades
avanzadas esta clase de productores son escasos, mientras
que en los pueblos incipientes son abundantes, especialmen-
te en la iudustria agrícola, no obstante qne pueden conside-
rarse siempre como excopcionales ; el capital lo producen po-
(!OS y las cualidades morales que hacen posible la capitaliza-
-eióu son también muy restringidas.

De acuerdo con esto, queda establecido que corresponde
al capital, por medio del empresario, la dirección de las ern-
'presas, El empresario-es como la fuerza que da impulso a la
-obra de la producción, '

El empresario puede sor capitalista o simplemente gozar
-de la confianza de los capitalistas y obtener de éstos el capi-
tal. necesario; pero será siempre un trabajador porque sobro
él recae la responsabilidad moral y material de la empresa, y
su doble carácter le debe dar el couocimiento necesario para
dirigir con acierto la empresa de que se ha encargado.

Cuando una empresa fracasa, el capital desaparece, y
pOI' consiguiente el empresario se verá. perdido, al paso que
el obrero no sentirá su situación empeorada; la fuerza de su
trabajo subsistirá no obstante el fracaso de la empresa en
que desapareció el capital.

Las cualidades de un buen empresario deben ser muy
'Superiores a las del mejor obrero ; él deba ser laborioso, te-
ner experiencia de los negocios, instrucción y conocimientos
especiales, fuerza de voluntad y decisión para tomar una re-
-solución rápida en cada caso particular que le OCUlTa; debe
tener talento organizador y facultades comerciales; así cornO
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noral debe saber organizar sus fuerzas para hacer la
••a. con provecho, un empresario debe saber organizar

elementos de la producción, para sacar verdadero benefi-
El empresario está hecho para poder combinar, ensayar

nevar Y es natural que padezca contratiempos ; pero és-
se reducirán en número desde que obre con prudencia
o cumple a hombres de grandes dotes intelectuales y

rales. Todo fracaso de un empresario tendrá malas conse-
neias para él y para los que tengan comprometidos eapi-

;les en la empresa, pero no siempre un fracaso afectará el
junto de la sociedad, y por el contrario puede ser una
ción provechosa.

]i;l empresario no tiene como el obrero, un salario fijo
iterminado de antemano ni su remuneración debe confun-
'Se con el interés que corresponde al capital empleado en
empresa; para el empresario hay un provecho especial,

.mensamente variable, y que depende de su habilidad en la
nducción del negocio; él debe conocer las necesidades o
nveniencias sociales y graduar su importancia; debe pro-
¡¡'cionarse en las condiciones más ventajosas los elementos
la producción a que se dediq ue ; debe inspeccionar los tra-

[os, conocer los detalles, saber escoger sus colaboradores,
sear los mercados en que pueda proveerse de materias pri-
s a ~enor precio y aquellos en que encuentre comprado-
para sus productos; su trabajo intelectual es constante,

.~ veces su trabajo físico es muy considerable, Si un traba-
de esta especie, que requiere condiciones especiales, no tu-
era una remuneración especial, sería injusto a la vez que

!llcpnveniente para la sociedad, porque muchos se retraerían
fundar empresas.

No se debe confundir al empresario con el director de
a empresa; éste puede y debe tener su salario fijo, deter-

inado de antemano y proporcionado a su labor; pero si la
~p'resa por su acertada combinación, deja un beneficio más
menos importan te, debe corresponder al em presario porque
ha al'ries/jado su capital, ha asumido solo la respousabili-
d de la empresa y se expone a pérdidas que pueden arrui-

arlo y hasta llevarlo a la bancarrota.
Los beneficios enormes que de cuaudo en cuando obtiene

gún empresario, suelen ser atribuidos por gentes de mala
luntad a especulaciones en que la sociedad sale perdiendo,
esto no es verdad; esos beneficios resultan de la habilidad

'special que permite ofrecer al público productos a precios in-
riores muchas veces a los que otros empresarios pueden.
rec.~r, de igual calidad, pero que tienen un costo de pro-

·UCClOnmayor, y no pueden competir con los de aquéllos.
uchas veces esos grandes beneficios resultan de invencio-

3
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nes en que la sociedad obtiene beneficios incalculables, 8e
debe reconocer que las utilidades excepcionales son debidas
generalmente al ingenio humano y a la adaptación de siste-
mas más perfectos en unos establecimientos que en otros,
entendiendo eso sí, que se trate de un comercio regido por la
libeirsad. Si un empresario logra producir a precio menor que
sus concurrentes, y pOI' tal moti vo puede ofrecer a los con-
sumidores precios lnásbajos o dar al- mismo precio que aqué-
llos, artículos delnejor calidad, obtendrá beueficios tal vez
considerables, pero la sociedad no habrá sido por esto per-
judicada, Sábese qnp es máxima de las empresas bien dirigi-
das la de producir muchas unidades con pequeña utilidad en
vez de pocas unidades para derivar grandes utilidades, y es-
ta es regla que aprovecha tanto al consumidor como al em-
presario.

VIL-DIVISIÓN DEL TRABAJO -

Entre las causas que aumentan la productividad del tra-
bajo, se debe considerar en primer térmiuoIa combinación
de esfuerzos, porque hay muchas tareas superiores a lo que
un hombre solo podría ejecutar. Esta cornbinacióu ha venido
verificándose desde el principio del Ir! uudo, y se ve practicar
todos los días aun entre los obreros menos adelantados, Para
excavar un pozo, por ejemplo, se colocan los obreros de mo-
do que uno saca de la tierra el material y lo pasa a otro, éste
lo entrega al de más allá, éste a su turno al que le sigue, y
así sucesivamente hasta el lugar en que debe depositarse lo
extraído del hoyo que se va haciendo; para subir teja desti-
nada a cubrir un techo, se-hace una especie de cadena entre
los obreros y se van pasando de mano en mano las tejas, de
modo que constantemente está recibiéndolas el que está colo-
cado en el extremo superior; algo semejante se .observa fre-
cuentemente para apagar incendios en que se van pasando
las vasijas con agua en una larga fila de personas, Se combi-
nan también las fuerzas humanas para el transporte de gran-
des fardos, que un hombre solo sería incapaz de mover; y pa-
ra otra infinidad de trabajos en que varios hombres reunidos
hacen dos o tres veces más que lo que aisladamente pudieran
hacer.

Los economistas traen un ejemplo hiriente de una com-
binación de esfuerzos de resultados evidentes: una 'barca en
que van remando diez personas conduce más mercancías que
diez barcas remadas cada una por un hombre; en la primera
el trabajo puede ser continuo porque los remeros pueden tur-
narse, y en el cáso de que se trate de remontar la corriente
de un río, los diez remeros en las diez barcas aisladas, ten-
drán que reposar cada dos o tres horas, y su embarcación
quedará expuesta al impulso de la corriente, o deberá ser
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:arrada a uua orilla con le qne so perderá tiempo y esf'uer-
• los diez remeros, al contrario, en la gran parca, podrán

~inistrar una fuerza que no se detiene, porque mientras
)'los reposan, los otros continuarán remando. Los pueblos
tie tienen el hábito de la combinación del trabajo tienen
randes ventajas económicas.

La división del trabajo es ley enteramente natural, por-
gue así corno el hombre no puede vivir solo, tampoco pue-
~e trabajar solo, y desde que existen hombres han tenido el
hábito de vivir juntos y de aplicar sus esfuerzos combina-
dos al trabajo; primitivamente cuando el trabajo era aún 1'U-
imentario, la unión de las fuerzas sería menos efectiva y

hasta menos constante que cuando pOI'los progresos huma-
nos, nacieron las profesiones y hubo diversas fu uciones so-
:,J!Íales,pero siempre se ha observado en escala más o menos
importante, la división del trabajo,

De dos modos puede considernrse la di visión del trabajo:
en cuanto a cantidad y en cuanto a calidad; en el primer ca-
so se verifica la combinación de que Sfl hi hablado, es decir
el hecho de que varios hombros se dividan entre sí un traba-
jo en que todos hacen la misma cosa, corr-ospo ndieudo a ca-
da cual uua parte del mismo trabajo; en el seguudo, el traba-

jo se descompone en tareas parciales de distinta uaturaleza
"entre sí, y cada obrero se ocupa de nna de ellas, de modo que
el producto total es el resultado de esfuerzos combinados en
que cada uno de los trabajadores ha hecho u u detalle dife-
rente del objeto de que se trate"

La división del trabajo en la forma expresada es de una
importancia económica extraordinaria; se ha llegado a decir
que ella es como el fnndamento de la. economía política y
aun de la sociedad humana,

Se efectúa también la di visión del trabajo por la separa-
ción de profesiones, porque cada hombre so dedica a aquella
ocupación intelectual o física que ha escogido eu la obra ge-
neral dr la producción humana, La división del trabajo se
verifica asimismo en las regiones territoriales, porque no to-
dos los climas ni todas las tierras se prestan a unos mismos
cultivos, y lo natural es que en cada región se adopten aque-
llas industrias para las cuales se tienen coudicio ues especia-
les. Los países que poseen un suelo relativamente estéril y
un subsuelo rico, serán más mineros que agricultores; los
que han sido favorecidos con grandes ríos navegables hasta
el n~al'y úua topografía que haga fáciles los canales, no se
dediCarán a las mismas ind ustrias y profesiones que los q ue
se encuentran en condiciones distintas, sin qne pueda decir-
se que esta división sea definitiva, pues ella puede cambiar,
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si cambian las condiciones industriales que les dieron naci-
miento,

Por último, hay una división del trabajo que puede lla-
marse hereditaria, que no tiene carácter permanente, poro
cuya frecuencia ha hecho que se le preste atención; consiste
en que suelen trasmitirse de padres a hijos ciertas aptitudes,
a las cuales se agrega la influencia que sobre el hombre ejer-
ce el medio social en que viene al mundo y la educación y el
ejemplo que recibo,

Pueden compendiarse así las ventajas económicas y aun
sociales que presenta la di visión del trabajo: Primera: Des-
arrolla la habilidad profesional, en toda suerte de trabajos, ya
sean intelectuales o puramente materiales, porque tanto el
espíritu corno los músculos se pliegan a una tarea uniforme;
todo movimiento que SArepite sin cesar, llega a ser, en cier-
to modo m(~cátJico,_se hace con más rapidez y hasta con más
exactitud. Cuando Re adquiere Alhá bito la ejecución se sim-
plifica notablemonte, Los marinos llegan a tener una sutileza
de vista excepcional; los contadores adquieren gran rapidez
en sus cálculos; los abogados que tienen que hablar en públi-
co casi todos los días, se forman pnl' lo geuernl buenos 01':1.]0-
res; los que SIl dedican al periodismo redactan con suma f¡¡{'i-
lidad; el.}gvnoral, todo oficio que constituye una especia-i-
dad, es desempeñado con mayor habilidad que aquel que só-
lo se ejerce pOI' excepción. S¡>guuda: Se hac« una eeouomía
de tiempo porque el obrero no tieu« necesidad de estar cam-
hiando de lugar ni. de inetrumentos rde t.ra hajo, Ter(,pr'a: sa
d isminuya el costo de aprend izaje, porque uo vuestu lo m ix-uo
aprender n 11 oficio qne hacerse maestro en vados; y como
durante el aprendizaje el obrero no puede cou tar con q lIt' su
trabajo sea remunerado, hay nna pérdida I-lfectiva para él y
para la sociedad, mientras esté en Al estudio. Cuarta: Permite
la sustitución de máquinas al trabajo de mauo, corno lo prue-
ba la experiencia en casi todas las industrias. Quinta: Con la
división del trabajo se puede emplear cada uno en aquoila
para que ten.ramás facultades.

Pudieran citarse algunas otras ventajas que ofrece la
división del trabajo, pero basta lo dicho para demostrar qUA
el sistema e3 bueno y qUA con razón se practica fin donde
quiera que la industria se ha desarrollado UD poco; sin ern-
bargo se le hacen varios reproches porque es de esencia de
los asuntos humanos, que todo teuga ventajas e itH'oDve-
uientes. Entre éstos se cuenta el de que hay ciertas profesio-
nes muy bajas e insalu hres que no debertan ser Al dote de
una clase especial (le la sociedad; que daña al hombre moral
y físicamente, porque lo trasforma en un autómata, en una
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:le do ínst.rn mento que le atrofia. la inteligencia y le pro-

a desequilibrio físico; que coloca ~¡Jhombre en peligro de
rder sn colocación si ::;einventa una máquina, o sobreviene
a crisis o Ull cambio de moda, puesto que no sabiendo ha-

Ir sino una sola. cosa, cuando ésta falta, queda. el hombre
sarmado, y también que sustrae a la mujer ya los niños

~l hogar para llevados al taller,

Estos defectos que se señalan a la división del trabajo
pueden quebrantar en absoluto el sistema, porque todos

'énen paliativos que en cierto modo les quita la fuerza con
úe sus amigos los han formulado, Así por ejemplo, en el

re-cio de una profesión siempre queda a los hombres tiern-
.0 suficiente para emplearse en otros oficios, con lo cual se
.gmpensal'á la monotonía de su ocupación habitual y se pre-
félldráu por consiguiente los malos efectos que se asignan al
• rcicio de una sola profesión, No es cierto, t-ampoco, que

obrero encargado de hacer en una fábrica determinada ta-
a, se sienta deprimido intelectual y físicamente, porque la
dustria varía tanto eu cuanto a los procedimientos de eje-

ueión, y se presentan tantos motivos para que la inteligeu-
'a del obrero se despierte, que no es posible suponer que el

bajo de que se le ha.ya eucargado por más o menos tiem-
o llegue a convertido en un simple iustrumeuto como gra-
nitamente se supone. Las crisis que suelen ocurtir afee-

~n no únicamente al.obrero encargado de una fracción o
ileuna tarea especial, sino a las industrias e11 generalvv si
lIas son iucouvouieutes como sin duda lo son, causan daño

,,-.la sociedad eutera, sin que por esto pueda decirse queel
1 venga de In división del trabajo, porque en el caso de

ue un individuo se ocupara no en tarea parcelaría sino en
do lo qUA se refiere a la industria que padece la crisis, su-

riría lo mismo cuando ella sobrevenga. Eti lo refflJPnte al tra-
'0 de las mujeres y los niños, especialmeute etl lo relativo
os menores deidad, la ley puede impedir los abusos que en

to se observen; y como por otra parte la división del tra-
,~jo trae corno consecuencia el aumento de la producción, es
e creerse que ella facilitará más bien la reducción de las
oras de trabajo y un mayor descanso para todos los traba-
adores,

Es preciso aprovechar las ventajas que la división del
tabajo lleva consigo, y tratar de paliar sus incouveniantss ,

,1 trabajo es una pena, pero es origen de las más gratas seu-
aciones humanas, y si a costa de él se obtienen el progreso
el bienestar de la sociedad, no hay por qué declarar inacep-
,))le8 aquellos medios que tienen por objeto hacer más fe--

uudos y más amplios sus resultados.
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VIII.-LAS lVIÁQUINAS

Nada aumenta tanto la producción como el empleo de
las máquinas. Ya hemos visto el efecto henéfico de la com bi-
nación y la división del trabajo, pero si a esto se agrega el
uso de máquinas, poderosos instrumentos ideados por la in-
teligencia del hombre, que trabajan antomática:nente o con
un pequeño esfuerzo humano; la obra de la producción se
multiplica de modo prodigioso. En las máquinas, propiamen-
te dichas, la fu'erza motriz la sutn inistra la naturaleza, es de-
cir, el agua,el vapor, el viento, la electricidad o un animal,
aunque siempre hay en esto alguna. excepción, como el de las
máquinas de coser. .

No obstante que nadie ha podido desconocer la acción
benéfica de las máquinas sobre la producción, toda invención
de una máq ni na ha despertado el enojo de la clase obrera, y
más aún el d", los socialistas, entre los cuales sí se ha encon-
trado quiénes nieguen el aumento de la producción por el
empleo de las máquinas, especialmente en la agricultura. Es-
tá calculado, sin embargo, que en los E. E. U. U. las solas
máquinas de segar y trillar, ejecutan tanto trabajo en un año
como dos millones de hombres. Existen fábricas cuya caldera
de vapor tiene fuerza hasta de 12,000 caballos, es decir, de
30,000 hom bres; hay locomotoras que dan a los trenes una
velocidad de 25 leguas a la hora arrastrando peEOS enormes;
y hay también máquinas que pueden dividir un milímetro eu
3,000 partes iguales, Las máquinas que emplean algunos fe-
rrocarrile, para imprimir los tiquetes de pasaje, hacen de 80
a 100,000 ¡'Ol' día ..Nngal', pues, el aumento de producción por
medio de lus máquinas, es ir contra la evidencia de los he-
chos,

Las máquinas permiten emplear en tareas que antes exi-
gían una [¡wf"za extraordinaria de los hombres, a mujeres y
aun a niños, y hacen la obra. en mucho menos tiempo que la
harían los obreros, con la circunstancia de que las máquinas
no se fatigan y no tienen necesidad de descanso, mientras
que el hombre no puede dejar de -reposar varias veces en la
eieeución de un trabajo cualquiera, La utilidad de las má-
q"uinas en la reproducción de un producto, es tal, que con las
prensas rotativas perfeccionadas, diez cajistas o composito-
res y cinco prensistas, pueden hacer en un día tanto trabajo'
como el que hacían 300,000 copistas antes del descubriinien-
to de la imprenta. Asegúrase que los copistas hicieron acti-
vas gestiones para que se fulminara excomunión contra los
primeros impresores; la reina Isabel de Itiglaterrn se opuso a
la introducción de las máquinas de hacer tejidos de punto;
los primeros barcos de vapor fueron despedazados por los
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pescadores; Heargreaven, el inventor de la. máquina de hilar
fue perseguido por los obreros y murió en la miseria.Hubo
un Presidente en Méjico que se opuso a un proyecto de fe-
rrocarril por interés de los arrieros, y acequias construídas
para llevar agua a las ciudades han sido destruidas para fa-
vorecer a los cargadores de agua, En general, las máquinas
nuevas han encontrado siempre mala voluntad en el público.

El efecto indiscutible de las máquinas es siempre hacer
bajar el precio de los productos, en especial de los que son
de uso común; todas las industrias en que se emplean en gran-
~le las máquinas, todas aquellas que están destinadas a la
producción de artículos de uso muy extenso, han dado por
resultado una disminución muy considerable en los precios;
favoreciendo a la clase trabajadorn no sólo por el ahorro de
sus esfuerzos físicos, sino también porq ue les proporcionan
precios más al alcance de sus recursos. N o se puede descono-
cer que debido al empleo de esos grandes mecanismos, el
precio de una multitud de objetos ha bajado en proporciones
inmensas, y que ha sido reducido el esfuerzo y el tiempo pa-
ra procurárselos.

Las máquinas han coutribuido poderosamente al des-
arrollo de la vida intelectual; la lectura de las grandes obras,
que antes de la invención de la imprenta, cuando una biblia
valía cien o doscientas veces más que hoy, era privilegio es-
pecial de los ricos, está al alcance de las más modestas fortu-
nas; los grabados que reproducen las más hermosas obras de
arte, ya no son el monopolio de una clase, y por su bajo valor
pueden comprarlos hasta los más pobres; los paseos en ferroca-

_ rril, en automóvil o en coche son frecuentes entre los obreros,
porque el costo de esas distracciones no es superior en general
a sus recursos; y en cuanto a la vida ordinaria, nadie desconoce
que gracias a la invención de las máquinas, no hay entre las
clases ricas y las pobres la desigualdad que sin aquéllas exis-
tiría forzosamente. Un gran número de objetos de utilidad o
simplemente cuya adquisición proporciona placer, o contri-
buye a la educación y al ennoblecimiento de la vida, pueden
obtenerlos los hombres de muy escasa fortuna, debido a la
invención de las máquinas,

Entre las condiciones generales que requiere el empleo
de las máquinas, es preciso señalar, cuando se trata de la
producción de artículos de uso común, la de que haya un
mercado extenso, de modo que se pueda contar con un con-
sumo abundante; así, pues, los países de población reducida
o muy diseminada, no ofrecen grandes atractivos al estable-
cimiento de fábi ieas poderosas. Las máquinas no se desarro-
lIan positivamente sino en los países muy avanzados en ci-
vilización y riqueza y donde se practica la industria en gran-
de; no se prestan para la producción de objetos de lujo, eu-
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yo USO es siempre limitado; por eso ellas son convenientes
sobre todo para la producción de objetos comunes, de uso
muy extendido.

A pesar de que las máquinas proporcionan grandes ven-
tajas en la industria, ellas han dado lugar a críticas o cen-
suras porque parece que no hay obra humana por buena que
parezca, que no presente inconvenientes. Entre éstos se for-
mulan algunos que son comunes a la división del trabajo,
tales como el de que el obrero padece cierta degradación mo-
ral, porque se constituye en esclavo y no en señor de las
máquinas que dirige; observación que puede calificarse de
pueril; que le quitan el trabajo a los obreros y a sus fami-
lias, lo que es verdad en cierto modo y por algún tiempo; pe-
ro este no es inconveniente que pertenezca exclusivamente a
las máquinas, puesto que un cambio de moda, un descubri-
miento científico, o la destrucción por enfermedad en otro
incidente, ds una plantación de carácter permanente, pue-
den ser causa de que por el momento falte ocupación a UDa
clase numerosa de obreros; la estabilidad no es condición de
las obras humanas, y son muchas las causas que originan el
cambio de ocupación o profesión.

Por otra parte, si el empleo de máquinas quita trabajo
en la producci6n de determinado producto, deja un' sobrante
de brazos, de capital y de renta, que es motivo de nueva de-
manda de producción, y de este modo lo que la inveución de
la máquina hace innecesario, encuentra empleo lucrativo en
otra empresa. El aumento de producción, trae consiguiente-
mente el de materias primas, como la adopción de máquinas
impone la necesidad de alimentarlas; y si de un lado pueden
quedar obreros sin ocupación, de otro se crean o aumentan
otras industrias relacionadas con el objeto a que se destinen
aquellas máquinas; .se necesitará más carbón, más fierro,
más aceite, más algodón, y las industrias extractiva yagrí-
cola ofrecerán trabajo remunerador a los que por efecto de
la máquina, se vean obligados a .un cambio de oficio. Es fre-
cuente además, que la invención de una máquina, dé naci-
miento a nuevas industrias; el solo descubrimiento de la fo-
tografía, que dejó sin ocupación a algunos pintores y retra-
tistas, le da a infinidad de personas que se ocupan en la
construcción de los aparatos, en la preparación de papel,
reactivos, cubetas, etc. Piénsese en el número extraordina-
rio de tipógrafos, productores de papel,' tinta, prensas, etc.,
que tienen ocupación por la invención de la imprenta, y com-
párese con el número reducido de los copistas a mano que
existían antes, y dígase si es posible considerar como nocivo

-8 la humanidad el establecimiento de máquinas.

LUIS M. MEJÜ ALVAHEZ.
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. LOS INI)IGENAS
ante el Derecho Penal.

República de Cólombia.-Distrito Judicial de Antioquia.-Mi-
nisterio Público.-Fiscalía 1~ Superior.-Medellín, Di-
ciembre15 de D113.

Sr-es. J urados :

El Juzgado 1.e Superior de este Distrito Judicial, pOI"
auto de 13 <le Junio de 1911, abrió causa criminal, por los
trámites del Jurado, contra Feliciano Bailarín, por el deli-
no de homicidio en la persona de Daniel Domicó, hecho
cumplido en el punto denominado "Coredó", jurisdiccrón
del Municipio de Murindó, en la noche del 19 de Noviem-
bre del año de 1910, y hubo de suspenderse la secuela del
juicio hasta e126 de Agosto último, debido a que no se ha--
bía logrado la captura del procesado.

La historia de los acontecimientos la relata así el J uz-
gado Superior, relato que acoge el Ministerio Público por
estar apoyado en las constancias informativas y ser fiel
trasunto de lo que éstas narran:

"Refieren los testigos Manuel A. Guaceruca (fs. 2)~.
Diocleciano Domicó (fs. 3 y 4), María Josefa Guaceruca.
(fs. 5), Rosa Majoré (fs. 6) y Severiana Guaceruca (fs. 18),
que hallándose todos ellos en la casa de Diocleciano, don-
de también se hallaba en estado de embriaguez el ofendí-
do, llegó el sindicado Bailaifu, y con un cuchillo amenazó-
a Rosa Majoré, por lo cual le dijo Daniel Domicó que no
le tirara a la indiecita. Sin otro motivo Feliciano avanzó-
sobre Daniel y le dio las tres cuchilladas de que ya se ha-
-bló. Daniel no irrogó a Feliciano la más leye ofensa, ni
trató de defenderse, ni entre ellos había enemistad. El agre-
sor lo mató, pues, por gusto."

La' exposición pericial de fs. 7 demuestra que el ofen-
dido Daniel Domicó, indígena de raza, murió por conse-
cuencia y efecto natural de las heridas que recibió, las cua-
les describen los peritos, y los testimonios de quienes pre-
senciaron los hechos acreditan que fue el acusado quien.
causó las lesiones al occiso.
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Hay, pues, prueba legal del cuerpo del delito (Art.
157 de la Ley 40 de 1907), como de la persona autora del
hecho (Arts. 1,675 y 1,655 del Código Judicial)."

foEs o nó responsable el acusado Feliciano Bailarín, de
.raza indígena, del delito de homicidio en la persona de Da-
.niel Domicój .

Cuestión ésta bien grave por su trascendencia jurídi-
ca, se presentó el año próximo pasado entre nosotros por
primera vez, al falIarse la causa seguida contra 'I'eófilo Sa-
pias por el delito de homicidio en la persona de Nicanor
'Sapias, y fue resuelto negativamente por el Ministerio PÚ-
blico, en la primera instancia; de un modo idéntico por la
misma entidad en segunda instancia, y de manera absolu-
tamente afirmativa pOl' el Tribunal Superior; pues aunque
-en años anteriores se habían dado casos ele juzgamiento de
indígenas, a nadie se había ocurrido el problema que hoy
'es materia de estuelio en la presente causa.

A fin ele que conozcáis las distintas opiniones que hay
eobre el particular, y más acertadamente podáis fallar el
cuestionario sometido a vuestra decisión, se insertan en lo
l)ei·tinente las emitidas en el proceso contra Teófilo Sapias.

En el acta de acusación escrita, presentada por el sus-
crito Agente del Ministerio Público, sostuve 10 siguiente:

" ..... - En lo que se ha apoyado la Fiscalía para
'opinar que a Sapias no puede hacérsele responsable de in-
fracción de la ley penal, es en la Ley 89 de 1890, 'por la
cual se determina la manera como deben ser gobernados
Ios salvajes que vayan reduciéndose a la vida civilizada',
Ley que en su Capítulo 1, sobre 'disposiciones generales',
"trae estos preceptos:

"Art. 1.0 La legislación general (subrayamos) de la
República no reqirá entre los salvajes que vayan reduciendo-
'Se a la vida civilizada por medio de las misiones. En conse-
cuencia, el Gobierno, de acuerdo con la autoridad eclesiás-
tica, determinará la manera como esas incipientes socieda-
.des deben ser gobernadas."

"Art, 2.~ Las comunidades de indígenas reducidae ya
-a la vida civilizada tampoco se regirán por las leyes genera-
les de la República en asuntos de Resguardos. En tal vir-
tud se gobernarán por las disposiciones consignadas a con-
tinuación."
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"De estas disposiciones vigentG~ hoy en la República,
se desprende esta doctrina legal: los indígenas que han sa-
lido del estado de salvajismo y van entrando en la vida ci-
vilizada, no están sujetos al derecho común y, Po¡; consi-
guiente, 110 están sujetos a la ley penal de la República .
Con mayor razón no están sometidos a las leyes-generales de
la N ación los indios salvajes, y prueba de ello es que año por
año se destinan cuantiosas sumas por el' Congreso para la
civjiiz~ción de los indígenas. De manera que, si conforme
a la disposición citada, los indígenas que se van reducien-
do a la vida civilizada por medio de las misiones, no están
sujetos a la legislación general de la Bepública, con mayor
razón aq uellos q ue no llevan ni han sido reducidos a la vi-
da ci vilizada por medio de las misiones, caso en el cual se
halla, según parece, el procesado Sapias, pues consta que
en su tribu hablan el lenguaje primitivo que les es propio
. ... y el Sr. Secretario del Jnzg<ldo informa que 'el pro-

-cesado no entendió nada de lo que se le leyó (el auto de
proceder) por no conocer el idioma castellano.'"

..
El Sr. Fiscal del T¡'ibunal Superior, al dársele en tras-

lado la causa, en la segunda instancia, para que emitiese
concepto definitivo, dictaminó en lo concerniente a la cues-
tión que al presente se ventila, así:

" .. _.. _... _.. Sea de ello lo que fuere, es la verdad
que desde que se calificó el negocio por primera vez, se
puso en duda la responsabilidad de Sapias, porque para ello
'Sepresta el Art. 1? de la Ley 89 de 1890: se desprende de
él que el legislador quiere leyes de excepción para los in-
dios, que por cierto en lo penal no se han dictado, ni tam-
poco el Gobierno ha cumplido él deber que le impuso la

. Ley 153 de 1887, artículo 318.
"¿Qué hacer!
"En verdad, es muy anómala semejante situación."

Yel Tribunal Superior, en su sentencia de 15 de No-
viembre de 1912 (véase el libro copiador de autos y sen-
tencias del Sr. Magistrado Dr. Escobar), al declarar' por
qué' razón no estimaba injusto el veredicto absolutorio del
J urado calificador, por cuanto éste pudo estimar que el acu-
sado había obrado, en ejercicio del derecho de legítima de-
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contrarios en un todo a los "que fueron expedidos por el Le-
gislador de 1821.

Como no parece preciso mencionar las leyes que desde
la fundación de la República hasta la Legislatura de 1912
se han dictado para fomentar la civilización de los indíge-
nas, se prescinde de ellas, y se hará sólo el estudio de las'
distintas leyes de excepción que tácitamente, unas veces,
de manera expresa, otras, fueron modificando la Ley 1, T.
1, P. 6 de la Recopilación Granadina, sancionada en 1821,
hasta su definitiva derogación.

EXCEPCIONES EN LO CIVIL Y 'EN LO POLÍTIC )
1821. El Decreto de 15 de Octubre, expedido ese año

por el Libertador Presidente, derogado después, fue la pri-
mera disposición legal que estableció excepciones a las le-
yes generales en favor de los indígenas, que fueron las si- .
guientes, en resumen:

a) Exenciór¡. de las contribuciones generales, y al efec-
to dispuso que pagasen la contribución única fijada en el
Decreto, si se cumplían las condiciones que exigía;

b) Exención deLservicio militar, salvo que volunta-
riamente quisieran alistarse en los cuerpos veteranos.

Se fundó el Libertador en que decretada la igualiza-
ción de los indígenas con los demás ciudadanos colombia-
nos, con el fin de favorecerlos, se empeoró su situación, y
en que "los mismos indíjenas desean jeneralmente i una

. parte de ellos ha solicitado pagar una sola contribución
personal, quedando exentos (re los cargos i funciones ane-
xas a los demás ciudadanos."

1832. La Ley 2, TI, P. 6, R. 0., "sobre,repartición de
los resguardos de indfjenas", dispuso, indudablemente para
protegerlos en sus propiedades:

"Art, 7.o Ningún ind0ena podrá vender la porción de
tierra que se le haya adjudicado antes (le! término de diez
años", salvo que se observasen las forrnalidados allí pres-
critas (páginas 100 y 101 de la Recopilación Granadina).

1833. La Ley 15, T. 4, P. 6 (Recopilación Granadi-
na, pág. 253), "arreglando las misiones de Üasanaro'', esta-
bleció: •.

"Art .•9.0 Los indíjellas de que habla el artículo auta-
rior, reducidos a la vida social en nuestras poblacioues, es-
tarán exentos de toda contri bución personal, ci vil i eclesiás-
tica por el espacio de veinte años, las casas i plantaciones
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de estos nuevos pobladores gozarán de la misma esenci6n i
por igual tiempo."

1843. La Ley 4, T. T, P. 6, "sobre protección de los'
indíjenas" (R. G., Pág. 102), preceptuó :

"Art, 1.0 La prohibición que impuso, a los indíjenas la
lei de 6 de Marzo de 1.832 (Lei 2) de no poder enajenar la
porción de tierra que se les adjudicó en el repartimiento de
los resguardos, se estionde a veinte años mas contados des-
de la sanción de la presente leí."

"Art. 2.° Está comprendida en la prohibición de ena-
jenar la de gravar o hipotecar especial o jeneralmente las
espresadas porciones."

"Art 6. El término de los arrendamientos de terrenos"
de indíjenas no pasará de tres años, i estos no serán obli-
gados al pago de mejoras." .

~,846. La Ley 11, T. 1, P. 2, "sobre el régimen de los
territorios declarados en el caso del artículo 167 de la Cons-
titución" (Ap. a la Reeop. C. pág. 22), dispuso:

"Art, 5. Los Prefectos tendrán las atribuciones si--
guientes: .

10. Hacer toda especie de arreglos que sean necesa-
rios, conforme a la costumbre de las tribus de indíjenas para.
dar o exigir las indemnizaciones por los daños que ellas ha-
yan hecho o recibido."

"Art, 26. Los indíjenas que se reduzcan a la vida ci:"
vil en un territorio quedarán libres durante toda su vida de
toda contribución civil o eclesiástica."

1,848. La Ley 4. Tít. 1, P. 6, "eximiendo del alista-
miento i servicio militar a los indíjenas salvajes" (Ap. de la-
Rec. Gr. pág. 76), estatuyó:

"Art, único. Exceptúanse del alistamiento i servicio-
militar en el ejército i guardia nacional auxiliar, a los iudí-
jenas salvajes que se reduzcan a la vida social, i también a-
sus hijos."

La Ley 42, T. 1, P. 2, "adicional a la de 10 de Mayo.
de 1846, sobre régimen de los territorios" (Ap. a la Rec.
Gran. pág. 32), ordenó:

"Art, 1. Cuando hagan parte de un territorio pueblos
que antes fueron distritos parroquiales o poblaciones com-
puestas de indíjenas de antigua reducción, podrán los Pre-
fectos, con previa aprobación del Poder Ejecutivo, resta-:--...



'374 ESTUDIOS DE DERECHO

blecer O conservar las antiguas contribuciones directas, in-
directas o personales con que antes contribuian los habi-
tantes de dichos distritos o poblaciones, siempre que tales
contribuciones sean de un carácter puramente local, i de
las que puedan imponerse por los cabildos."

1,887. La Ley 153 de este año en su parte 8, sobre
""legislación de tribus bárbaras", dispuso:

"Art. 318. El Gobierno podrá modificar por medio de
decretos o reglamentos el Derecho común para la reducción
y régimen de las tribus bárbaras o salvajes existentes en el
territorio de la República atendiendo a sus especiales cos-
tumbres y necesidades."

1,890. La Ley 89 de 1890 "por la cual se determina
la manera corno deben ser gobernados los salvajes que va-
yan reduciéndose a la vida civilizada", dispone:

"Art. 1. La legislación general de la República no re-
girá entre los salvajes que vayan reduciéndóse a la vida civi-
lizada por medio de Misiones. En consecuencia, el Gobier-
no, de acuerdo con la autoridad eclesiástica, determinará la
manera como esas incipientes sociedades deban ser gober-
nadas."

"Art, ·2. Las comunidades de indígenas reducidos ya a
la vida civil, tampoco se regirán por las leyes generales de
la República en asuntos de Resguardos. En tal virtud, se
regirán por las disposiciones consignadas a continuación",
(las enumera.)

EXCEPCIONES EN LO CRIMINAL

Datan de 1843 y es de observar que fueron en su
principio muy reducidas; sólo más tarde se ampliaron.

1843. La Ley 12 de 1843, T. 5, P. 3 (Recop. Grana-
dina, págs. 324 y 325) "sobre comercio con la Goajira i
:procedimientos en las demandas civiles i juicios criminales
de los goajiros", preceptnó :

"Art. 7. Desde 1.0 de Enero de 1844 toca esclusivamen-
te al gobernador de la pi..ovincia de Riohacha, por sí o por
medio de sus ajentes, el conocimiento definitivo de las de-
mandas y diseuciones civiles i criminales en que aparezcan
'Como reos alguno o alguuos- gü'ajiros, siempre que por las
leyes vigentes, los hechos sujeto materia, no tengan por las leyes
pena de presidio u otra mayor; en cuyo caso deberán el reo o
.reos ser puestos a la disposición de la autoridad judicial "

STUDIOS DE DERECHO
375

"Art. 8. El Gobernador en los casos del articulo ante-
rior, procederá según los principios de la equidad i prudencia,
consultando la seguridad de la provincia i el respeto del
Gobierno; dando cuenta al Poder Ejecutivo de las provi-
dencias que dicte cuando el negocio envuelva algún de-
lito." "Art. 9. En los casos en que conforme a las leyes vi-
jentes, deba imponerse a un ~oajiro la pena de presidio o de
ilrabajos forzados, se impondrá en su lugar la de confinamiento
por tiempo triple en alguna de las islas de la República o
de territorio lejano que el Poder Ejecutivo señale; cuya
pena, en caso de trabajos forzados, se agravará con servi-
cio en obras públicas."

Aunque especia1ísima por lo restringida, es indudable
que las disposiciones' anteriores consagraron una excepción .
que ponía en parte a los indígenas goajiros fuéra de la ley \
penal, del derecho común, porque dejaron al arbitrio del
Gobernador de Riohacha, la imposición de castigos a aque- \
110s delitos para los cuales no señalaba el Código Penal (el
de 1837), pena de presidio o de trabajos forzados.

1,846. La Ley 11, T. 1, P. 2, "sobre réjimen de los
territorios declarados en el caso del Art. 167 de la Consti-
tución'' (Ap. de la Rec. Gr. pág. 22), estableció:

"Art. 8. Toda demanda o pleito civil o criminal que
se suscite dentro de cada uno de los territorios es de la
competencia exc1usiva del Prefecto i sus procedimientos en
estos casos serán de plano i sin estrépito de juicio, verdad
sabida i buena fe guardada."

"Art. 9. Cuanclo los delitos cometidos dentro de estos
territorios tengan señalada pena de muerte o de trabajos
foreados o presidio quedarán sujetos al procedimiento co-
mún que observará el Prefecto en la secuela del juicio."

Estas disposiciones, como se ve, hacían relación al
procedimiento que debia seguirse.

1,84~. La Ley 49, T. 1, P. 2, "adicional a la Ley de
19 de Mayo de 1846" (Ap. a la Recop. Gran. pág. 34), pre-
ceptuó :

"Art. 2. Corresponde al Prefecto del territorio de la
Goajira 'conocer de todas aquellas causas civiles en que sea
actor un indíjena i de las criminales por delitos a que no
pueda imponerse pena corporal o infamante, siempre que.4 .
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el reo sea un indíjena del territorio, aunque el delito se ha-
ya cometido en la provincia. de Riohacha."

"Art. 2. Las penas que el Prefecto puede imponer, en
uso de sus facultades, consistirán en multas que no excede-
rán de doscientos reales ni bajarán de ocho, atendiendo en
todo caso a las circunstancias del reo i procediendo con
verdad sabida i buena fe guardada."

1,R52. La Ley (le 12 de Abril ordenó:
"Art. 2. Se hace ig-ualmente estensiva la atribución

conferida al Prefecto 51ela Goajira por el arto 2 de la lei
15 de Mayo de 1848 a los delitos en que pueda recaer pe-
na corporal o infamante, cometidos por goajiros dentro del te-
rritorio civilizado de la Goajira, aunque procederá de con-
formidad con los artículos 9 i 10 de la lei de 10 de Mayo,
en este caso las penas que determinen las .leyes comunes serán
convertidas en prisión por la mitad del tiempo legal de los tra-
bajos toreados o presidio, pr:ro sin pasar de dos años."

Oomo se ve, las leyes últimamente citadas amplia-
ron más la excepción que consagraba la N . ) 12 de 1843 y
relajaron más todavía el derecho común en lo penal, como
salta a la vista de la simple lectura de la última disposi-
ción copiada, pues que no sólo dispuso la conversión de las
p~nas de presidio y trabajos forzados, por la de prisión, si-
no que también redujo el tiempo de ésta a la mitad del fi-
jadopara aquéllas, con la restricción de no poder exceder'
de dos años.

La Ley de 17 de Marzo de 1857 derogó expresamen-
te las Leye- 12 de 1843 (Recop. Granad. P. 3, T. 5), la 15,
de Marzo de 1848 y 12 de Abril de 1852, y en su reempla-
zo nada dispuso.

Las leyes posteriores hasta 1885 sólo se preocuparon
de tomar medidas generales sobre la manera de llevar a ca-
bo la civilización de las tribus bárbaras. Ello se explica,
probablemente, porque establecido en el país el régimen
federal. desde 1858 hasta 1886, lo relativo a los delitos-
comunes quedó sujeto a las leyes de cada uno de los Esta-
dos Soberanos que formaban la República, en cuya legis-
lación no podía inmiscuír.,e la N ación que sólo se reservó'
41 castigo de ciertos delitos, como traición a la patria, fal-
sificación de moneda nacional, &c.

Instituída la federación por el régimen central decre-
tado por la Constitución de 1886, que aún impera, el Le-
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gisladol' Nacional avanzó más que sus antecesores en la ta-
rea de expedir leyes de excepción para los indígenas, has-
ta que llegó al término final de la evolución iniciada por el
Libertador en 1828, sentando, como se verá, un principio
absolutamente contrario al del Legislador de 1821. Véase.

1,887,. La Ley 153 de 1887, dispuso:
"Art. 318. El Gobierno podrá modificar, pOI' medio de

decretos y rsglamentos, el Derecho común para la reducción
y régimen de las tribus bárbaras o salvajes existentes en el
territorio de la República, atendiendo a sus especiales cos-
tumbres y necesidades."

"Art. 320. Los bárbaros que hayan sido condenados a
pena corporal, y que durante la condena hayan sido cate-
quizados y bautizados, podrán pedir rebaja de pena y el
Gobierno está autorizado para concederla tan amplia corno lo
juzgue conveniente en cada caso particular, sin otra regla que
S~f prudente arbitrio"

La primera disposición es tan clara que no necesita
eomentarios. En cuanto a la segunda, por sí misma indica
la tendencia hacia la relajación del Derecho común en su
aplicación a los indígenas que se hallaban entonces suje-
tos a él, y se han trauscrito los artículos 318 y 320 para
hacer una oportuna observación que juzga acertada el Mi-
nisterio Público. Tomado Q¿isladamente el artículo 320 en
cuanto facultaba al Gobierno para conceder rebaja de pe-
na a los salvajes que habían sido condenados, a primera
vista parece que da por sentado el que los salvajes sí pue-
den ser condenados al tenor de la ley penal.

Pero en esto hay un error de Interpretación, el; sentir de
la Fiscalía, porque principio de hermenéutica legal es que
"el contexto de )a ley servirá para ilustrar el sentido de ca-
da una de sus partes, de manera que haya entre todas la de-
bida correspondencia y armonía"; de manera qno si atendien-
do a esta regla de interpretación se analiza el artículo 320
con el 318, de modo que haya entre ambos la debida co-
rrespondencia y armonía, se ve que la inteligencia dada al
Art. 318 tomado aisladamente, como lo fue, es errónea, por-
que su verdadero alcance no sólo es muy distinto, sino, aún
más, diverso del que se le asignó; y ese verdadero alcance
no es otro que el de que el Art. 320 se refirió únicamente a
los bárbaros que habían sido condenados y sufrían condena a
la fecha de la expedición de la Ley 153, pero no ha de 01-
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vidarse quú los salvajes habían quedado sometidos en ab-
soluto al Derecho corúún desde la sanción de la Le}7 de 17
de Marzo do 1857 que derogó las anteriores que habían
acordado algunas excepciones a la legislación .general del
país, en lo penal, en favor de los indígenas.

Tan claro es esto, que el Art. 320 carecería de razón, si
no fue su espíritu el de referirse a los bárbaros que al tiem-
po de la promulgación de la Ley 153 sufrían pona corpo-
ral, porque 110 se explicaría la autorización 1'estringida que
el citado artículo concedió al Gobierno para rebajar a los
indios coudeuados la pena corporal imp,uesta, con la facultad
amplísim,a que al Gobierno confirió el artículo 318 para mo.
diticar a su arbitrio el Derecho común entre las tribus bárba-
ras: En reeurnen, quedarían rotas por completo la debida
correspondencia y armonía entre los artículos 318 y 320.

Luego el argumento que se saca del Art. 320 para sos-
tener quo'su espíritu pregona bien a las claras que los in-
dígenas no civilizados ~í están sujetos al Derecho común, a
la ley penal que forma parte integrante de éste.. carece de
valor.

1,890. La Ley 89 de este año estatuye, pues está vi-
gente, lo siguiente:

"Art, 1. La legislación general de la República no re-
girá entre los salvajes qne vayan reduciendosc a la vida civi-
lizada por medio de .Misiones. En consecuencia, el G.obier-
no, de acuerdo con la autortdad eclesiástica, determinará la
manera como esas incipientes sociedades deben ser gobernadas."

"Art, 42, Quedan derogadas todas las leyes y disposicio-
nes contrarias a la presente Ley."

Sentó, pues, el Legislador de 1890 principio absoluta-
mente contrario al preconizado P01' el Legislador de 1821
que dispuso, como se vio atrás, que "Los iudíjenas de Colom-
bia, llamados indios en el Derecho español ....•. quedan en
todo iguales a los demás ciudadanos y se regirán por las mis-
mas leyes."

&No demuestra hasta la evidencia la evolución legis-
lativa en relación con los indígenas salvajes que éstos no
están hoy sometidos al Derecho común, a la ley penal que
forma parte integrante de él?

Evi_dellte que sí, porque si en virtud del principio es-
tablecido por el Legislador de 1821 que preceptuó el que
"los indfjonas de Colombia-sin hacer distinción entre sal-
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vajes civilizados-que(laban en todo iguales a los demás
ciudadanos y se regirían por las mismas leyés", fueron some-
tidos en absoluto al Derecho común y por ello hubo de
dictarse en su favor leyes de excepción en lo civil, en lo polí-
tico y eu lo penal, como las anotadas en este estudio, es ob-
vio ante el buen sentido, evidente ante la filosofía jurídica;
indiscutible a la luz de la hermenéutica logal, que al sen-
tar el Legislador en 1890 el principio contrario al estable-
cido por el Legislador de 1821, o sea al disponer que "la
legislación general de la República no 1'egirá entre los salva-
jes que vayan reduciéndose a la vida civilizada,", quiso ex-
presamente substraerlos a la ley penal, al Derecho común
del cual forma parte aquélla.

y no se alegue que allí está para arrumbar esta argu-
mentación el Art, 320 de la Ley 153 de 1887, porque a más ,
de lo dicho atrás para desvanecer el argumento de que tal "
disposición demuestra que los indígenas salvajes sí están
sometidos a In ley penal, hay algo más concluyente para
anular semejante argumentación, y es que el Art. 320 cita-
do está explícitamente derogado por el Art. 42 de la Ley 89
de 1890, ya mencionada, pues basta comparar los Arts. 318
y 320 de la Ley 163 de 1887 con el 1? de la Ley 89 de
1890, para ver que son contrarios entre sí, y por consi-
guiente, los dos primeros caducaron por ministerio del A 1't.
42 de la Ley 19 citada, Y .son tan contrarios que el Go-
bierno de la República no puede hacer uso de la facultad
que le concedía la Ley 153 para hacer regir el Derecho co-
mún, modificado o nó, entre los salvajes, porque a ello se opo-
ne la Ley 89 que ordenó que la legislación general no regirá
entre los salvajes que vayan reduciéndose a la virla civili-
zada y esta ley por ser poaterior, 'prima sobre aquélla, y
con maj:or razón al declarar en su Art, 42, derogadas to-
das )as leyes y disposiciones anteriores que le fuesen con-
trarias,

Luego, con la Ley 89 de 1890, los indígenas que va-
yan reduciéndose a la vida civilizada por medio de Misio-
nes nó están sujetos a la legislación penal, qúe forma parte
de la legislación general del país.

Este razonamiento, en concepto del -Ministerio Públi-
co, está basado en el principio de hermenéutica legal que
enseña que se debe, "para interpretar una expresión oscura
de la ley, recurrir a su iuteucióu o espíritu claramente ma-
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nifestados en ella misma. o en la historia fidedigna de su
establecimiento", principio aplicable al presente caso, pues,
to que la expresión leqislacion general empleada por el Art.
1.° de la Ley 89 de 1890 la entiende el Ministerio Público
en el sentido de abarcar la legislación penal, en tanto que
el H. Tribunal sostiene que nó.

Hay otras razones para sostener el Ministerio Público
sus opiniones ;.,leyes posteriores a la 89 de 1890 fijan de
modo inequívoco el valor legítimo y auténtico de ésta, que
es el mismo sustentado por la Fiscalía en la presente acta
de acusación escrita.

Véase si no:
La Loy 13 de 1903 dispuso ':
"Artículo único. La Parcialidad de Timbío, Distrito

del mismo nombre, Provincia de Popayán, en el Departa-
mento del Cauca, se regirá por las LEYES COMUNES de la Re-
pública EN OUANTO A LAS PERSONAS desde la pro-
mulgación de la, presente Ley; y en lo tocante a Resguar-
dos se observarán las disposiciones siguientes "

La Ley 4 de 1904, al derogar la precedente, ordenó:
"Artículo único. Derógase en todas sus partes la Ley

13 de 1903 y, en consecuencia, los indígenas del Timbío
quedarán de NUEVO sujetos a las disposiciones de la Ley 89
de 1890." '

De estas dos leyes se desprende que la expresión legis-
lación general de la República, usada por la Ley 89 de 1890,
es equivalente a la expresión leyes comunes de la República,
empleada por la Ley 13 de 1903; Y si la penal es una de
las leyes comunes de l.i Nación, como es obvio, es evidente
que al decir el artículo 1.0 de la Ley 89 de 1890, que los
indígenas que vayan reduciéndose a la vida civilizada por
medio de las Misiones, no están sujetos a la legislación ge-
neral de la República, expresamente comprendió también la
ley penal. .

Atiende, así, el Ministerio Público, para fijar su ver-
daclero sentido al artículo 1.0 Je la Ley 89 de 1890, al
principio de hermenéutica forense, que indica para la in-
terpretación acertada de un pasaje oscuro o dudoso de la
ley, el ilustrarlo "por medio de otras leyes, particularmente
si versan sobre la misma materia" (Art. 30, inc. 2, del C. O.)

y aun hay otras razones para insistir la Fiscalía en
su manera de entender el artículo 1.0 de la Ley 89; pero se
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porqu~ ~alta tiempo, y lo dicho es suficiente para
. sus opmlOnes.
6tese, pues es de mucha. trascendencia, que el artí-

1.0 de la Ley 89 de 1890 se refiere a los indígenas que
~trando en la vida civilizada por medio de las Misiones.
" o si éstos no están sujetos a la ley penal de la Repú-

.menos lo estánIos salvajes, a quienes apenas se va a
liar, y mucho menos los que aún hoy llevan la vida
alvaje.
Este razouamieuto se defiende por sí mismo, y, a más
0, tiene apoyo en disposiciones legales expresas. En
;0':
La Ley 72 de 1892, "por la eua1 se dan autorizacio-
1 Poder Ejecutivo para establecer Misiones católicas",

one:
."AI't. 1.° Autorizase al Poder Ejecutivo para que de
rdo con la autoridad eclesiástica proceda a establecer

:iones católicas en el territorio de la República, en los luga-
que lo estime conveniente."
"Art. 2.° El Gobierno reglamentará de acuerdo con

utoridad eclesiástica todo lo conducente a la buena
cha de las Misiones y podrá delegar a los misioneros
hades extraordinarias para ejercer la autoridad civil,

aZ y judicial sobre los catecúmenos, respecto de los cuales
pende la acción de las leyes nacionales hasta que saliendo
tado salvaje, a-juicio del Poder. Ejecutivo, estén en ca~

~dadde ser gobernados por ellas."
Adviértase que al autorizar la Ley al Poder Ejecutivo

a delegar facultades extraordinarias a los misioneros pa-
[ercer la autoridad civil, penal y judicial sobre los ea-
'menos, no quiso expresar que éstos quedaran sometí-
a las leyes civiles, penales y judiciales de la Repúblí-

IY prueba de ello es que dice con innegable claridad,
seguida, que respecto de los catecúmenos "se suspende

acción de las leyes nacionales." Tal autorización tiene su
n de ser, porque canon fundamental de nuestra legisla-

n positiva, es el principio de que el ministerio sacerdo-
~8 .incompatible con el ejercicio de cargos que lleven

:e.Jos mando o jurisdicción civil (Art. 54 de la Constitu-
:n), y, por consiguiente, era necesario que el Legislador
Ifa para este caso especial autorización expresa al Poder

utivo, para que éste pudiera revestir a los misioneros
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de autoridad o jurisdicción y mando en lo civil, ya que 86-
10 el Congreso tiene autorización para ello (Art. 76, nums,
rallO de la Constitución), cuando la paz impera en la Re-
pública. .

Sobre este particular ya existían antecedentes en la
legislación, pues por las leyes 11, T. 1, P. 2 de 1846 (Ap.
a la Recop. Granad., pág. 22), Y 11 de 1874, artículo 11,
regla 2, se había dispuesto que a los salvajes no se les im-
pusiese por la tuerza la leqislacion de la República, si bien la
Ley de 1874 sólo se refería a los Territorios de Casanal'e y
San Martín, por estar éstos bajo la dependencia inmediata
del Poder Ejecutivo, pues recuérdese que la N ación no po-
día inmiscuírss en la legislación de los Estados Soberanos,
y así se explica por qué a la fecha de la expedición de la
Ley 153 de 1887 había salvajes condenados a pena, y hu-
po de conferirse al Gobierno la autorización de que habla
el artículo 320.

En virtud de lo expuesto, insiste la Fiscalía en soste-
ner sus ideas, a 'saber :

a) Los indígenas salvajes, así como los que van en-
trando en la vida civilizada, no están sujetos a la ley penal,
que forma parte del Derecho común de la legislación gene-
ral de la República, en fuerza de lo dispuesto por las leyes
72 de 1892, artículo 2, 'y 89 de 1890, artículo 1.0 ; Y

b) Los indígenas civilizados sí están sujetos a la le-
gislación general de la República o Derecho común, y por
consiguiente a la ley penal que forma parte de aquélla, me-
1l0S en lo relativo a Resguardos, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 2 de la Ley de 1890.

Luego, si el indígena Feliciano Bailarín no es justicia-
ble conforme al Código Penal de la República, el Ministerio
Público, en cumplimiento del deber que le imponen los ar-
tículos 143 de la Constitución, 206 del Código Político y
Municipal (Ley 4.a de 1913) y 299 Y 301 de la Ley 57 de
1887, solicita respetuosamente de vosotros veredicto nega-
tivo a los cuestionarios propuestos por el Sr. Juez 1.0 Su-
perior. . .

Si yerra, la sabiduría del H. Tribunal Superior sabrá
demostrar el Jerro y 10 enmendará, pues campo le brinda
la ley para ello con el recurso de declarar la injusticia no-
toria del veredicto negativo que pronunciéis (Artículo 51
de la Ley 169 de 1896.)
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~61o el cumplimiento de su deber y la gravedad del
o cuestionado, han sido bastantes para que hubiese

iido sobre sí el arduo e ímprobo trabajo que representa
presente acta de acusación para el suscrito Agente del
histei'io Público, quien acepta todo género de responsa-
dades y de censuras que pueda aparejarle su conducta :
.esta ocasión. .

Oportunamente dará cuenta al Gobierno de la Repú-
'i}ade la anómala situación que se confronta.
. Vosotros, Sres. J urados, podéis apartaros de las opi-
nes del Ministerio Público, pues no os obligan, y conde-
al acusado si estimareis que el representante de la Ley

errado en la apreciación de la cuestión que sobre la res-
sabilidad de Feliciano Bailarín se somete hoya vuestra

cisi6n.
Sres. Jurados.

RAFAEL H. DUQUE.

'bunal Superior.-Medellín, Febrero veinticuatro de mil no-
vecientos catorce. ..•

SALA DE DECISIÓN
V ISTOS.- .••.. _ . • . • . • . • ..•. _ ••• __ •••• _ • ~ •• _ . _ ••

En el laborioso y erudito trabajo que presentó en esta
nsa el Sr. Fiscal 1.0. Superior, D, Rafael H. Duque, y que
inprendo este ramo de la legislación, a partir del año de.
21 hasta hoy, se demuestra de manera evidente que los
ígenas que vayan reduciéndose a la vida civilizada, y
mayor razón los salvajes, no están sujetos al Derecho
ún o leyes generales de' la República, y que es al 'Go-

aerno Nacional o ~ los Gobernadores de los Departamen-
s, a quienes corresponde, (le acuerdo con la autoridad
lesiástica, dictar los Decretos relativos al gobierno de los
dígenas no civilizados (Véase la Ley 89 de 1890).

Consta en este proceso que el Gobierno no ha dictado
ereto ni resoluci6n general sobre la materia, y que el
·obernador de Antioquia expidió dos Decretos en 1887, y
:0 en 1889, el primero de los cuales tiene fuerza de 01'-

anza, por disposición de la Asamblea en 1888; -pero
rno de estos Decretos se refiere a la responsabilidad
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criminal de los indígenas ni a la manera como
juzgados.

Los artículos 1 y 42 de la Ley 89 de 1890, dicen así:
"Art. 1. La legislación general de la República no re-

girá entre los salvajes que vayan reduciéndose a la vida ci-
vilizada por medio de Misiones. En consecuencia, el Go-
bierno de acuerdo con la autoridad eclesiástica, determina-
rá 'la manera como esas incipientes sociedades deban ser
gobernadas. .

"Art. 42. Quedan derogadas todas las leyes y dispo-
siciones contrarias a la presente Ley."

El artículo 2.o de la Ley 72 de 1892, dice:
"El Gobierno reglamentará de acuerdo con la autori-

dad eclesiástica todo lo conducente a la buena marcha de
las Misiones y podrá delegar a los misioneros facultades
extraordinarias para ejercer la autoridad civil, penal y ju-
dicial sobre los catecúmenos, respecto de los cuales se sus-
pende la acción de las leyes nacionales hasta que saliendo
del estado salvaje, a juicio del Poder Ejecutivo, estén en
capacidad de ser gobernados por ellas."

El artículo 320 de la Ley 153 de 1887, se refirió a he-
chos o condenas anteriores a esa fecha, sin duda porque el
legislador quiso aliviar la triste condición de los salvajes
que habían sido penados al igual de los civilizados; pero
ese artículo fue derogado implícitamente por la Ley 89 ci-
tada; y es ésta vigente aún, la que debe tenerse en cuenta
en la solución del grave asunto de que se trata.

Si otra cosa se resolvió en la causa contra el indígena
Teófilo Sapia, el Tribunal rectifica el error cometido para
restablecer la doctrina legal.

Pero ni el Sr. Fiscal de esta Corporación ni el del J uz-
gado 1? Superior llegaron en sus exposiciones a la conclu-
ción lógica que de ella se desprende'; porque si no se han
dictado los Decretos o Reglamentos que provean a la ma-
nera cómo los indígenas deben ser juzgados y penados, ni
se han determinado los casos de delincuencia de los mismos
indígenas, parece claro que ni el Juez Superior, ni el J ura-
do, ni el Tribunal tienen jurisdicción en la causa contra
FELICIAN0 BAILARIN por el delito de homicidio.

De consiguiente, este juicio es nulo por incompetencia
de jurisdicción, conforme al ordinal 1arto 264 de la Ley
57 de 1887.
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mítase copia de esta sentencia, de la exposición fis-
)'s. 104 a 126 y del oficio de fs. 133 a 137, al Con-

aciona1.
NELINO AGUDELO.-J osá S. ESCOBAR.-RAMÓN Gó-
~.I.lfartín Gaviria, Srio.

rEflftOC;\~~ILES
A la Ineu1.oria del Dr. SaJ.nuel Velilla.

"La naturaleza odia los monopolios y excep-
ciones, y tiende al nivel de condiciones, a se-
mejanza de las aguas, del mar."

EMERSON.

1

15 de Septiembre de 1830, fue inaugurada la primera línea
rocarrilee (1) de tracción de locomotoras (2) entre Liverpool y

ffiester. Sesenta años después (1890), el mundo civilizado esta-
cado por 150,000 leguas de vías férreas, o sea, 15 veces la
fereneia de la tierra. Ouántos millares de pesos oro han sido
dos en esta gigantesca obra, sería difícil averiguar. La ex-

. ~n de los ferrocarriles princi pió en Francia en 1828, pero no
anizada con locomotoras hasta 1832. En los Estados Unidos

eiaron los ferrocarriles en 1830, pero fueron poco numerosos
1,850. Se calcula en más de 600,000 kilómetros el desenvolvi-

o longitud de las líneas férreas de las 5 partes del mun-
},
a fuerza del vapor, conocida por los griegos hace más de tres

s, y del cual se servían para abrir automáticamente las
as de los templos e inspirar al pueblo la idea de que era la di-
d misma quien lo hacía, experimentada mucho tiempo des-

'por Papin, tuvo su aplicación a los movimientos de transporte
Iacíón de los cuerpos, merced al progreso intelectual de los

!~' La mente americana es acreedora a las dos más grandes
eíones del siglo XIX: las aplicaciones del vapor y de la elec-

_J rERROCARRIL.-(Dellat. jel'1'1I1II, hierro, y de ea/TU, carril de hierro).-
anuno con dos barras de hierro paralelas, en las cuales encajan las ruedas

carruajes. Algunos de estos caminos constan de una sola barra de hierro.
'flIIIgre. Aqnel en que el tiro o arrastre se verifica por fuerza animal o de
'il, •

~~)LOCOMOTOR,RA.-(Del lato locus-lugar, y 1II0tOl', el que mueve) adj.
.ldal aparato y espeoialmente de la máquiua de vapor, que, por coutener
.~Uprincipio motor y estar montada sobre ruedas, puede trasladarse de un
ifu~aotro, sin auxilio exterior y arrastrar trenes en los ferrocarriles cuando

arza para ello. (Diccionario. de la Academia).
Seguiremos en este estudio, principalmente, las ideas y opiniones de M.
lvr~S,Profesor de la Facultad de Derecho de París. COURSD'EcONO·
:TIQUE. n'Oi8ieme edition, tome quatriente. Chapitre III. Lit".e II. 1893.
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trícidad a las industrias ya la locorsoción. Estas extraordinarias
creaciones del genio humano han trasformado y seguirán trasfor_
mando las condiciones de la villa del hombre y han abierto una éra
llueva de progreso indefinido a la actividad económica de las na-
ciones. Los nombres de Fulton y Edíson van unidos a los de los
más grandes hombres como Gutenberg, Newtou, Bacon, LielJ
Darwín, Spencer, Franklin. Bentham, Pasteur, Buffon, Lavoisier'
Ouvier, Morse, Marconi, Stanton, Parragut, Nclson y tantos otro~
que han buscado la aplicación práctica de las leyes generales de las
ciencias a las satisfacciones de las necesidades sociales.

La utilidadeconómioa y social de las diferentes vía!'; de cornu.
nicación es materia de estudios. especiales en Europa y Norte Amé.
rica, y el examen de sus cualidades respectivas ha da.lo lugar a di-
versas opiniones entre los economistas. Desfioraremos en este lugar
uno de los filones inagotables, presentando en síntes¡s la revolu-
ción económica que han desarrollado los ferrocarriles en las nacio-
nes y explicando consecuencias económicas y sociales, según los sis-
temas empleados para su construcción y explotación.

Utilidad de las vías Jérreas.-Los trabajos públicos procuran
una utilidad general, porque disminuyen los gastos de tralll<porto

tfacilitan la cireulación de los productos, favorecen el tránstto, im-
pulsan la producción y e·l consumo, y, en' consecriencia, hacen au.
mentar los beneficios del Fisco o del Tesoro público La ut.ilidad de-
las vías de comunicación, por medio de los trabajos públieos, ha si-
do discutida. La opinión general es que el producto sería el mismo-
para el Estado que para Compañías particulares; no habría, pues,
utilidad sino cuando el producto neto representara un provecho
conveniente con relación al ctlpital, La opinión contraria tiende a
sostener que las nuevas vías de comunicación siempre que sea u pro.
veohosas para el público deben emprenderse, Lerov-Baaulian dice-
que aun cuando el Estado no reportara ningún producto directo;
ninguna remuneración inmediata, tangible y fácilmente calculable,
de los trabajos públicos en las vías de comunicación, deberían em-
prenderse estas obras, La primera tendencia circunscribe la acción
del Estado, y la segunda' abre para éste un camino en el cual pue-
de comprometerse sin límites definidos.

;.

Distinguen los economistas dos clases de utilidad: la directa~
la cual se estima calculando, según el tráfico anterior, cuál es la
economía total que se obtiene para la circulación de la riqueza; y
la indirecta, o sea, el desenvolvimiento o vuelo que obtienen la pro-
ducción y el consumo. La última encierra una fuente incalculable'
de riquezas para el país, pero no se puede precisar o calcular sino
haciendo comparaciones con el desarrollo del tráfico en casos aná-
logos, Combinando estos dos elementos puede el Estado ejecutar
obras de interés general, si el acrecentamiento probable de la r~'
queza es poco más o menos igual al interés de los capitales sumr-
nistrados, lo cual 110 puede aplicarse a las compañías empresartae-
pues éstas buscan solamente el lucro y la utilidad directa para
ellas y sería muchas veces insuficiente en razón de los gastos que
soporta el capital.

Si el Gobierno hace sacrificios de dinero para el establecilllieD:
to de vías de comunicación, en compensación, por la mayor pro
ducción y 'consumo, aumentan también los impuestos y contribU-
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El Estado, para reembolsar Iosintereass de sus capitales

(¡os en obras públicas, coura peaje, o derecho de tránsito
¡luchas veces es casi igual al costo del transporte anterior),

'él púlJlíco ~e aprovecha poco de la nueva v~a; pero si el Esta-
!baja el peaje o 110 lo cobra, el tráfico se estimula, auñienta la
ucción y el consumo y In ut.ilidad indirecta es mayor. (1) Y si
Bidad indirecta proviene de h relación que existe entre la ren-

la producción nacional, departamental o municipal y el total
riqueza de la Nación, del Departamento o del Municipio, las

"eracio:lCs normales que determina» al E>!tado a emprender
de interés público, son relativas al provecho para el Tesoro,

e de otras de que ha bla i\1archnl, a saber: "La sociedad favo-
,y estimula el trabajo por mcd io del establecimiento por parte
Gstado, de los Departameurós o de los Municipios, de trabajos
¡teos propios para emplear brazos desocupados" En Suecia se
~e!l el ejército en los trabajos públicos desde hace muchos

r1810]. En Francia se han hecho ensayos sin resultado y lo
o en otros países.

La economía y utilidad de las vías férreas se estiman desde al
ir, por esto: por la economía y rapidez de los transportes. [En
oía se ha calculado que las mercancías circulan y se mueven

'ante!lIl precio cuatro o cinco veces menor que el antiguo] Ad e-
or la regularidad en el servicio de los treues de lOAPerrocarri-
or la comodidad-principalmente para pasajeros y mercaderías

tienen algún valor y buscan pronto conau mo [pues la demora es
'Oductiva]-y por la seguridad. Tenemos en esto la utilidad so-
nmediata. Las facilidades de tránsito o locomoción, provocan

¡;Corriente más activa en las relaciones sociales y comerciales;
la producción y al consumo impulso progresivo, cuyo térmlnp
fácil preverlo ; despiertan la actividad económica e industrial

'~'pueblos extraños; facilitan la administración pública; traen
~o placeres físicos y morales o los facilitan; favorecen las in-
'áciones que tanto bien han hecho para el progreso de América,

can las poblaciones peq ueñ as, los campos y las regiones vír-
, a.las ciudades, de donde, en ondas que recorren la periferia
.'terrltorio, parten materias primas, luces, conocimientos y valo-

ue llevan civilización. Nótase, en efecto, que el número de vía-
_aumenta en proporción simple de la extensión de la vía, y sin
l!~scar ejemplos en l'l exterior, encontramos el hecho en el Fe-
~!iI de A.mngá. En Inglaterra circulabau en 1858, en todas
:moncs, 150 millones <le pasajeros [en 14,00() kilómetros], yen
, en el doble <le kilómetros [32,500 ídem 1820 millones. En Fran-
en 1~75'y 11;7ü, 14:J-i millones de pasajeros, en 20,900 kilómetros,
185;) y.1859 no era sino de 41Jt millones. En 1890, 244 millones
:,.350 kilómetros. En la misma proporción circula el número de
)er?s en algunos de los Ferrocarr ilea de Colombia, Panamá,
lItl_"a, Chile, Méjico,Brasil, Estados Unidos, Paraguay, neu.
l El Ferrocarril de Ant io qu ia al rebajar el precio do peaje oflete del azri-
a paneJa en este tiempo de crisis económica en el Departamento, favorece
limo. del excerlento que es isro en el mercado, y abre a la agricultura del

, el no Me.lell ín la salida del prodncto que forma su mayor riqueza. Este
:lI,UeBtroconcepto, el mejor medio, si no es el úuieo, para que los precios

erta y la demanda conserven el nivel económico q 1I0 impulsa la indus-

1..
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via, etc., siendo de notar que en el Ferrocarril de Amagá el núme
ro de pasajeros hace pensar probablemente, fuéra de la tierruca, eu
su poder movilizador. (El Mundial, París. Boletín de la Unión Pan
A1'tleri()a~a, Wáshington, 1\)12-1913.)

La grande industria encuentra en el ensanche de los ferrroca-
rriles una utilidad proporcionada a las necesidades nuevas que de-
mandan los artículos manufacturados y los elementos para el ser-
vicio de locomoción por la adquisición fácil y barata de materias
primas; la agricultura busca y encuentra en ellos salida para los ar-
tículos de primera neceaídad, formando de Naciones, como la Be-
pública Argentina, centros de exportaciones poderosas, y además,
utiliza tierras enantes improductivas y baldías. Ella, la agricultura,
con las líneas férreas tiende no solo a (lar mayor valor a las tierras,
si que también a que se nivelen los precios a cierta med ida, Las
producciones minera y metalúrgica encuentran riquezas abandona- '
das y las explotan con grandes rendimientos.

Las generaciones qne han visto en estos últimos años los bene-
ficios de la locomoción por medio del vapor, tal vez hall olvidado los
ensayos de Roberto Fulton en la aplicación riel vapor a la navega-
ción de Ios ríos; de Eli Wihtney, inventor de la máquina de des-
motar el algodón, de Mac-Cormick, en el perfeccionamiento de la
máquina de segar el trigu y de otros iuveutures, como !Se ol vi.l an la
conquista, la, guerra, el despotismo, la intoleranoia, el aislamiento,
el monopolio, la restricción, la opresióo de las multitudes, elpredo-
minio de clases priviiegiadas, el pauperismo, los rencores, la inqui-
sición, el orgullo, la aristocracia normanrln, la sombra de los Empe-
radores, el feudalismo, el ceño de Felipe H,las hordas de Atila y
Genserioo, Iváu el Terrible .• , P,Há dirigir su llliri't,Li a la con-
sideración que-trae la ciencia económica de que el tonelaje que se
mueve en los terrooarrlles es superior al tonelaje reunido üe tallas
las sendas ordinarias y de la navegación interior. 50 afí()~ hace que
las vías prinoipales en los Estados Unidos eran los rí,)s, canales y
lagos, y hoy los ferrocarriles absorben 'as nueve décí lilas partes
del comercio interior y del tráfico. En Inglaterra y en Frauo!a el
abandono <le la navegación interior produjo un aumento artificial
del tráfico en los ferrocarriles.

La circulación de las meroanoías en los ferrocarriles, forma en
Europa el elemento más poderoso clt\ Sil explotación, pues es supe-
rior al movimiento de pasajero:" .y el estahlecunieuto !le líneas in-
ternaclouales ha con tribu ido m ueho m:),..;q!le la hbert.a.l comercial,
al decir de los expositores, al desarrollo de los oambios exteriores y
del tránsito. La rotura del monte Oenis entre Francia e Italia, la.
apertura de la línea del Saínt-Gothar, (que ha quitado a F['itlleia el
tránsito entre el Mediterráneo y el mar del Norte), los túneles elel
Simplon y del Mou-Blac (que forman la línea más directa entro Eu-
ropa occidental y la Italia); las líneas egipcias a la China occidental
unidas torlus con el Canal de Panamá y el de Suez, formarán redes
intercontinentales que estimularán en día no lejano el ensueño d e las.
Repúblicas de Sur-América. Entoncesse recordarán nuestros Perro-
carritos como piedras miliarias puestas por una generación que lu-
cha por abrirse camino al través de rocas seculares, COIllOlas de "La
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Quiebra" y de cordilleras andlnas, desafío de la naturaleza a la in-
teligencia humana. (1)

Para suprimir la oscuridad de la noche no hay necesidad de
pensar en detener la marcha del sol. "Tms de las tinieblas viene
lUZ", podríamos decir con Roldán, parafrásticameute hablando.

Los ferrocarriles son agentes de civilización y tienen importan.
cia innegable cuando se-considera Sil utilidad en lo que hace rela-
ción a la estrategia militar en tiempo <le guerra, a las finanzas del
Estado y al movimiento fiscal.

En 1840 la opinión parecía acentuarse sobre la creencia de que
el principal papel de los ferrocarriles era movilizar tropas o ejérci-
tos en tiempo de guerra. Fue una exageración. Su importancia es-
tratégica se notó después de la guerra de secesión de los Estados
Unidos, y en los tiempos actuales, debido a los qltimos conflictos
europeos, la rápida concentración de ejércitos y de materiales de
guerra, se tienen en cuenta en el número de las razones para el tra-
zo y régimen de las líneas férreas.

La importancia de las vía,~férreas, como fracciones del dominio
público, hace que no pueda o \lO deba el Estado abdicar la sobera-
ní~ que ejerce sobre los ferrocarriles. Así es que los construye y ex-
plota por su propia cuenta, como sucede en Francia, Bélgica y Ale-
mania con muchas líneas, o concede la mayor de éstas a compa-ñías
concesionarias o arrendatarias sin abandonarle otra cosa que el go-
ce temporal, para encontrarse al final de las concesiones en pose-
sión de una fuente importante de rentas. (2) El Gobierno se apro-
vecha, bien de la totalidad del producto neto o ya de una participa-
ción, fuéra de otras ventajas, como ser gratuito el transporte de
despachos, correos, comunicaciones, &; a precios mínimos, o si 11 va-
lor alguno en el transporte de elementos de guerra, y conduceíón
(le efectos de las finanzas, todo lo cual representa sumas considera-
bles en Inglaterra "en donde la industria de las líneas férreas reina
sin participación con el Estado, y donde éste no se ha reservado
ningún privilegio de transporte para los servicios públicos", (Rap-
port Lombar 1885 Ohambre &c.)

El Estado-como ya se ha dicho-por el incremento de la pro-
ducción y el consumo, aumenta los impuestos fiscales y es bueno
hacer notar que la. construcción y explotación de los ferrocarriles
por compañías, ha dado pretexto al Fisco para crear impuestos in-
justos muchas veces, por estar fuéra del derecho común, (como de-
rechos de patente, de trasmisión, contribuciones prediales o sobre la
renta, sobre las acciones y obligaciones, impuestos de timbre, sobre
pasajeros, sobre gran velocidad &c. &c., muchos de los cuales pue-
den ser y son criticables.

La extensión de las vías férreas permite juzgar de manera
aproximada cuál es la masa de los capitales que ha sido afectada
en cada nación con el establecimiento de los ferrocarriles, teniendo
si en consideración el poco valor de las tierras, como ha sucedido

c.

(1) Cisneros en sus memorias, no calculó en números el costo probable del
tlÍnel de La Quiebra, y consideraba que la rotura se hacia en corto tiempo. Es-
te era BU sueño acariciado.

(.2) Leyes 104 de 1892 y 61 de 1896. (Colombia).
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en los Estados Unidos, y las expropiaciones que, como en casi' to-
das las naciones, [Francia e Inglaterra], representan un valor ma-
yor muchas veces al costo' de los mismos.

Si se prescinde de los .ferrocarriles <.1(') la India Británica
[28,000 kilómetros] y de algunos-miles de kilometros diseminados
en Asia, Africa y Oceanía [30,000], el conjunto de los ferrocarriles
del mundo se divide en dos porciones principales: la Europa tiene
una red de 225,000 kilómetros; las Américas, 320,000 kilómetros;
los EE, UU" :'\60,000, mayor a todas las de las naciones' europeas
reunidas. Por extensión: Alemania, 43,000; Francia, 38,427; Ingla-
terra, 32,700; Rusia, 31,000; Austria-Hungría, 27,000. Por razón de
la densidad de población sobre 10,000 habitantes, así: Suecia y No-
ruega, Dinamarca, Suiza, Francia, Iugtnterra, Alemania, Bélgica,
Rueia y Turquía, Por relación entre la densidad de la población y
Ias líneas para las necesidades de locomoción y tráfico, o sea, el
desarrollo kilométrico y la superficie del territorio: Bélgica, 15 ki-
lómetros, por 100 kilómetros cuadrados; Inglaterra, 9 por 100; Países
Bajos, 8; Alemania, 7; Suecia, 6-7; Francia. G-2; Ruala y Turquía,
1. DOr !:l00kilómetros cuadrados. '

1.•0 esencial es tener la nación líneas que respondan a las nece
-sidades económicas y al desarrollo del comercio interior y exterior,
aun cuando no sea su desenvolvimiento proporcional a la población
'Ú al territorio, y distinguir entre la circulación interior y las cornu-
nicaciones internacionales. Corolario para el porvenir, - .

La Gran Bretaña y Francia tienen casi ooncluída la obra de sus
líneas interiores, pero la primera, excluida de la solidaridad con las
líneas couttneutales, busca con sus capitales las líneas egipcias por
la Birmania a la Ohina Occidental. Francia, Bélgica y Alemania,
tienen sus redes solidarias con las grandes arterias, lo mismo los
EE, UU. LH~ Repúblicas Sur-Americanas parece que buscaran,
¡lor las direcciones de sus Ferrocarriles, alguna arteria íntercouti-
neutal, y nada extraño sería que el Ferrocarril de Urabá, (1) decla-
rado de u tilidad pública y en vía de establecerse, sirviera de extre-
mo a la magua obra, (Que no sea por desgracia, principio del fin el
entusiasmo del Gobierno Nacional, del Oongreso de 1913, del Go-
bierno de Antioquia y de los iniciadores de tal proyecto redentor
lH¡.ra nuestras montañas, siendo como es sabido que por causas fl-
sioas, metereológicas, o hidrológicas &c, las aguas del río Magda-
lena disminuyan constantemente de volumen).

Si los ferrocarriles han transformado naciones en potencias de
primer orden, por los servicios que prestan a la industria, al co-
mercio, a las poblaciones y al Estado en general; y si las cuestio-
nes referentes al régimen de las' vías férreas son complejas y delíca-
-das, veamos siquiera en compendio la relación directa que existe en-
tre la construcción y la explotación, económicamente hablando, pues
todo útil debe ser aplicado al uso para el cual se destina. 'I'rata-
remos, pues, del establecimiento de los ferrocarriles, sistemas adop-
tados, monopolio y concurrencia, concentración y división de las
explot aoiones; de las Oompañías concesionarías y arrendatarias, del
rescate y de las líneas de interés general, regional y local.

(1) Ley 64 de 12 de Noviembre <le 1913.
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La construcción de los ferrocarriles influye poderosamente so-
bre la economía del país, sobre su fuerza y su sistema de defensa
militar. En muchas naciones se le reconoce al Estado la iniciativa,
la elección de los trazos, la clasificación de las vías. Si el Gobierno
se limita a conceder privilegios o a otórgar concesiones y aguarda
que las compañías obren como les parezca conveniente a sus íute-
reses, es claro que ningún principio presidirá a la construcción de
las obras: lo arbitrario prevalecerá sobre lo conveniente, no se uui-
rían las diversas ramas y los intereses locales podrían prevalecer
sobre los generales. Esto ha sucedido en Inglaterra y los BE UU.
pero se ha reconocido la falta, M. Franqueville dice: Si el Gobierno
DO ejerce ningún eonirol sobre la elección de los trazos, no consigue
que las compañías se encarguen 'de explotar líneas poco productí-
vas y que favorezcan a regiories abandonadas. La utilidad geaeral
es diferente de la especulación, fiebre esta que, reprimida en los
EE. UU., produjo quiebras por millones de pesos y desembolsos de
consideración para el Tesoro. '

En Inglaterra, con líneas tan diferentes, no hay relación entre
la utilidad de las líneas férreas y el gasto "El malla de los Ferro-
carriles, decía el Times de 26 de Febrero de 1872, muestra a la sim-
ple vista que no se ha tratado de servir convenientemente el inte-
rés general, ni el provincial, ni los intereses puramente locales; y
un publtcista inglés agregaba que muchas moscas untadas de tino
ta, corriendo sobre un mapa de Inglaterra, habrían diseñado un
conjunto de líneas mejor que las redes inglesas. Después de 1842 se
ha hecho en Francia el trazo convenientemente, poniendo a París
en comunicación directa con las principales ciudades y con las
grandes arterias internacionales.

Tanto en Francia como en Oolombia (1) y otras naciones, la
construcción de un Ferrocarril requiere declaración previa por par-
te del Poder Legislativo (Parlamento o Congreso) de la utilidad y
conveniencia pública, con la diferencia de que en Francia el esta-
blecimiento de las .líneas obedece a un plan general del Estado,
'con su correspondiente clasificación y el poder central tiene facul-
'tad para ordenar los trabajos de construcción, por el sistema adop-
tado, siendo de notar que el sistema de administración no encuen-
tra partidarios allá, por la idea de que el Gobierno es mal adminis-
trador, y se prefiere el sistema o régimen de concesiones eventuales'
La mayor parte de los ferrocarriles han sido construidos por gran.
d-es Oompañtae concesionarias. En Inglaterra, la industria privada
ha sido la única que ha llevado a efecto la construcción de las
líneas

M. Oauwes, cuyas opiniones hemos seguido y seguiremos, como
pendiando sus enseñanzas, afirma que en Inglaterra y en Francia
la construcción por parte de las compañías particulares o ooncesio-
narias ha sido más costosa que la llevada a cabo por el Estado, y
mantiene su .tesis demostrándola _con cifras, con los hechos y por
que las compañías proceden en sus trabajos siguiendo el mismo ré-
gimen que el Gobierno respecto a adquisición de terrenos, materia-
les y dirección de las obras. Hablando de los ingenieros, tan crlti-

(1) Leyes 104 de 1892 y 61 de 1896. 5
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cados como funcionarios del Estado, ag-reg-a que no tienen que ta-
charles cuando se emplean en las compañ ias privadas. En ambos
casos la organización de los trabajos y la elección previa de los tra-
zos son las prlncipales causas de la buena y rápida ejecución. Los
íncoavenientes y las ventajas ¡Hel equilibran, corno se nota en las
grandes líneas que requieren solidez; pero sí se pone de presente
que las compañías dan menos garantías de ejecución y cumplimien-
to, como sucedió con nuestro Ferrocarril (le Antioquia en época de
dolorosa recordación. Regularmente las concesiones se hacen por el
Poder Público directa y voluntariamente a los interesados, median-
te contratos que regularmente tienen cláusulas que no se cumplen o'
se elude su cumplimiento, para (lar lugar a interpretaciones que, en
el amplio molde de la legislaciún, forma el corsi y reoorsi de que ha ..
blaba Vico, sometieudo puntos contenciosos al arbitraje o a la ra;
zón de la fuerza, mientras que los contratos para trabajos públicos
se verifican por adjudicacion en subasta pública. Esto parece un
adefesio.

Entre la construcción de las' vías férreas y el crédito público,
existe también relación estrecha. Así las construcciones por el EI'!-

, tado traen gastos directos, para los cuales muchas veces o casi
siempre tiene qn'(l ocurrir al crédito o a los impuestos y contribucio.
nes. Si no quiere ocurrir a préstamos, tiene que suspender los tra-
bajos, que para algunos economistas es el mejor medio de resolver'
el problema, o valerse de las compañías, La primera solución se-
gún 'I'regauet, no compromete el porvenir de la obra.

Es regla general que una compañía que construye un ferroca-
rril lo explote, pero no sucede esto con las compañías arreudata
rías o empresas de transporte, las cuales se distinguen de las con-
cesionarias en que éstas cobran peaje o derecho- de tránsito, como
remuneración de los intereses del capital, y el precio del transpor-
te, porque se presume que tienen derecho a la indemnización de to- .
do gasto por el capital inmóvil, mientras que los arrendatarios si co-
bran peaje es sólo como agentes del Estado. Proudhon dice: "mien-
tras que una empresa de transportes o una compañía ofrece sus ser-
vicios a aquellos que los necesitan, tienen qué cobrar un tanto por
renta, otro tanto por interés de capitales y otro para amortizar el
valor del material, para el Estado', que después de haber gastado-
20 ó 30 millones de francos quisiere hacerse pagar la renta por los
particulares, no trataría sino de empobrecer la nación y detener
con .trabas la industria y el comercio."

Las compañías concesionarias tienen derecho según los pliegos
de condiciones a que el precio del peaje sea fijo durante el tiempo
de la concesión (fixité du peage). Lógrcamente se desprende esto del
hecho de invertir ellas sus capitales en las vías férreas, lo cual es
distinto del derecho de peaje' que se cobra en cami nos ordinarios,
el cual varía según el costo de conducción o pasaje por el servicio·
prestado, Es de la naturaleza de las cosas del dominio público, co-
mo caminos, calles, &c., que su uso sea gratuito, pero en los ferro-
carriles en que el Gobierno ha invertido grandes sumas, no le es
dable llegar a este resultado, pues serra necesario poder sacar de
las rentas públicas los gastos de establecimiento, sea el capital o al
menos los intereses del capital industrial, conseguido regularmente-
con empréstitos. El Estado puede moderar o rebajar el derecho de
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peaie o de tránsito, faoilibando con esto el tráñco y estimulando la
producción y el consumo, para compensarse con mejores impuestos.

El Estado, sal vo en Inglaterra y Escocia, para, estimular la in-
dristria privada y disminuír el precio de los peajes, presta a las
compañías su concurso con los fondos del Tesoro, y aun en los EE.
UU., en donde la intervención del Gobierno, a este respecto, es tan
discreta, el Tesoro contribuye al fomento de vías férreas eOI\ prés-
tamos en dinero, compra de acciones y obllguciones, C01\ concesio-
nes en terrenos, &c. -

Préstamos directos, suscripción de acciones, coneesióu de tíe-
rras, subvenciones en trabajos o en dinero y garantías de intere-
ses, son los medios por los cuales el Estado ayuda a las compañía.s
concesional'ias, para que éstas no ñjen tarifas tan elevadas como
las que sostienen aquellas que 1\0 gozan de subvenciones

El concurso del Estado supone racionalmente que sea director
de los trazos y del establecimiento de las vías, para que éstas res,
pondall del interés general y sean del dominio público. Él, pues,
DO concede sino un derecho de uso temporal. Este goce equivale
durante el período do concesión a la renta (le explotación, es decir,
a. una anualidad que comprende, fuéra del interés (1,,1capital in,
vertido, una prima <le amortización, la cual debe ser por tiempo lar-
go, para que los años buenos compensen los malos en el negocio y
para que el fondo de reserva no re/luzca ft poco el int er éa del capi-
tal. Se sabe que en los primeros tiempos la explotación de las me,
jores líneas es prorl ncti va raras veces.

El Estado, al otorgar conoeaioues, parece que se desprendiera
de todo riesgo, pues las compañías se aprovechan de los tiempos
buenos en el tráfico como asumen el riesgo de los malos, Pero no es
así realmente, porque las compañías faltan a sus compromisos, de-
jan en suspenso los trabajos principiados, y eutonces el interés pü-
blico exige la int.ervención del Estado, haciendo cesar la explota-
ción o asumiendo compromisos de dinero pant salvar sus intereses.
Por esto, en algunos patses.como A!emania, se hace Ut:'O del dere-
cho de rescate, o, como en Francia, el Estado se reserva el derecho
soberano sobre las vías y derecho de expropiación. De este derecho
de rescate hablaremos más adelante.,

-Lo que el Estado invierte en los bienes públicos es de la N a-
ción y se considera como un anticipo en las snbvenctou-s a compa-
ñías. Con esto se evita la formación de couipa ñ ias poderosa!", espe-
cie de corporaciones ínvestidas de prerrogativas del poder público;
de aq uí los derechos de policía y de oontrot. Las coud iciones de ejer-
cicio de estos. derechos pueden ser modificadas por lit ley. pero no
así las estipulaciones referentes a las tárifas y di visió n <le produc-
tos. Lo contrario sucede en Alemania en donde por el Imperio se
tiene la concesión como un acto de la voluntad soberana de la Na
ción. Allí la ley o al menos una ley general puede modificar los
efectos. Desde 1870 las compañías alemanas están bajo la sanción
del rescate y no subsisten sino a condición de hacer- un empleo mo·
derado de la garantía de interés y de adoptar a las tarifas las me
didas tomadas para los ferrocarriles del Estado. El Oonsejo federal
tiene el derecho !lO sólo de reglamentar las condiciones de los trans-
portes, sino también de intervenir en la clasificación de las mer-
cancías .y de los precios normales.



394 -. ESTUDIOS DE DERECHO

"

Parece 1111 contrasentido que los nourbramientos de directores
y admillistrador('s sean aprobados por el Gobierno en el régimen de
hUI compaflía", 1)('1'0 lo mismo sucede en los Establecimientos ban-
carios, correos, telégrafos &0. &c.

Prefiriéndll":u la concesión directa a la subasta, la experiencia
respecto a lo", riesgos de oonstrucción por parte de las compañías,
eaige para t'1 R~tado que se provea de garautías positivas.para evi-
tar qniebras; y Ri se adopta el remate, debe estar prevenido contra
los sindica tus que se forman y evitar los peligros de remates exa-
gerados que obligan a las compañías a no poder cumplir.

Las grandes y pequeñas cornpañ ías que por el concurso o ayu-
da que les preat a el Estado construyen y explotan bienes públicos
por tiempo limitado, deben ofrecer garantías particulares, y se dis-
cute por los economtstas si conviene que la explotación deba con,
servar la unidad por medio de grandes compañías o es más conve-
niente la división o sea por pequeñas. Los partidarios de lo prime-
ro sostienen que !a cuestión se reduce a una simple división del tra-
bajo, que, hien organizado, quita las dificultades de administración.
Los que optan por lo segundo, alegan que con grandes compañías'
se corre el riesgo de crear un Estado en otro Estado, lo cual daría
motivo a colisiones. Ambos extremos son peligrosos, pues si se apli-
can las subvencioues a muchas (uiás de 900 en Francia), la deuda
fiel 'I'esoro es enorme y prod uce trastornos en las finanzas, y si
a compañías precarias, como las amerieauas, consiente el Estado
sacrificios iudvbidos. De 1873 a 18-16, lDG compañías amerioa.naa
quebraron o vendieron sus empresas por no haber cumplido. El sis-
tema francés favorece la concentración.

Las subveucioues en tierras, en suscripción de títulos o en di-
nero, difieren de los préstamos, en que aquéllas son sacrificios he-
Ch08 por elEstado sin condición de reembolso Las en terrenos se
emplean en países nuevos como América, Africa,Oceauía &c. En
Francia 110 SQ acostumbran las suscripciones de acciones y sí en los
'BE. UD, Alemuuia y Suecia, con el fin de halagar los capitales y
(le inspirar conüauza al público, pero tiene esto el inconveniente de
interesar al Gobierno en la especulación de los valores comerciales
y de que él ejerz a presión sobre las compañías. I

J...os préstn 111os en dinero se vuelven d( uda pesada para el Te-
Hora, como ha sucedido en Francia. Ha habido, pues, necesidad
allá, de que pOI' ley especial se convierta la deuda en anualidades
cubiertas por obligaciones emitidas por el Tesoro, o pagar, valién-
dose de préstamos hechos por las compañías a interés más alto
que aquel que podría conseguir el Estado con su crédito, recargáu .•
dole a la larg'a; la deuda contraída con intereses que con el capital
sobrepasan su crédito.

~Podrá el Estarlo eu las subvenciones, por ser difícil fijar el
avance, eatipularse que se reembolsará parte de los gastos o un va-
)01' igual al del material de establecimiento (ínfraeetructufej'i. _

El sistema de los préstamos parece racional, pero se practica
poco, por razé u de que si la compañía hace buenas operaciones, el
Estado puede fácilmente entrar en nuevos anticipos, pero si las ha-
ce malas, el mismo tiene que hacer sacrificios. Se prefiere el siste-
ma de la garalttía de interés.

'"
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Consiste la garantía de interé« en que el Estado se compromete

a completar la rl iferencia si el prod ncro neto, es decir, las entradas,
deducción .hecha de la totalidad de los gastos, se sostiene por de-
bajo del número fijado para la renta de los portadores de obliga-
ciones. Su objeto es auirnar en las compañías a encargarse de la
construcción de líneas cuyo producto es dudoso, asegnrando a los
capitales un ·mÍnimo de renta. A diferencia de las subvenciones en
terrenos o en dinero, qne imponen al Estado deserubolsos iumedia-
tos muy cousiderables, las garantias de interés (lo mismo que las
snbvenciones por anualidades), reparten el gasto en UII número de
años para que no\sea oneroso. l~Jsun medio de dar vuelo al esta-
bleeimiento de las vías y se favorece 110 sólo a las gl'llt'raciones pre-
sentes sino también a las futuras. El reern bo lso se OJH't'a antes del
término ñjado para lli garantía, rles.Ie que el m iuimo fijado sobre-
pase, y los dividendos se reparten cuando existen benetici(}s eleva-
dos. (1) ,

POI' lo suemli<1o en Austria eu 18.'5-1 .Y (\11 Francia después de
1859, se ha criticado este sistem«: La ,qwranlía de i"terés no se limi-
taba a los sacriücios realmente necesunos; la" cotnpa.ñíus, sin tener
obligación de subveuir a los gastos .v rle realizar un producto, careo
cían del agu ijó n ¡] 1'1 in terés personal, pri nci pa Imen te ~i las líneas
eran ímproduct ivas indeñuid ameute, y la tutela del Estado~oIlía,-a
las compañías bajo su dependencia, si ejercía el tu telaje y si no lo
ejercía, por los fraudes que podían hacérsele.

Como el Estado, en los casos dichos, asume los riesgos de una
explotación que no dirige y la de cnal no reporta utilidad sino en
condicioneseventuales,lascompañíasjuegan contra él al juego: "ca-
ra, yo gano; sello, Ud. pierde", según c!icho de Had ley . No se trata,
pues, sólo de la garantía del interés, sino también de los dividen-
dos.

A propósito de especulación, las compaüías conoe-iouarias, oo-
1110 en los EE. UU., no son exponentes muchas veces de riqueza,
pues se forman con débiles capitales en acciones, con 1:'1 fin de etni-
tir"" jOIlOS y repartir dividendos engañosos. Las quiebras han sido
considerables, y varios Estados han puesto cortapisas al derecho de
emitír obligaciones. En Inglaterra ha sucerlido lo propio y el Parla-
mento ha exigido garaut.ías para la formación de capitales. "La de-
bilidad. de capitales-acciones ha favorecido la fusión de líneas en
poderosos capitalistas, sobre todo en América. En 189t los Ferro-
carriles pertenecientes a Van del' Bilt comprendinn 3U,750 millas.
En Francia, la constitución de las compafiías ha _"ido anómala, y
por la extensión de los compromisos son objeto de de;,:collfianza. 1'01'
esta. razón se tiene como salvaguardia el controi dt'l Estado, para
evitar que el capital-acciones sea dirigido por la parte más débil"

(1; "En las.conl'cnr'¡Iloes con el Estado. la pnhlbl'll beneficios tiene un sentido
diferente de la palabt a dividendos y es sinónima de producto neto. Pero en el pun-
to de vista del funcionamiento ioterior de las compañías, producto neto y benefiaos
no significan la misma cosa. El producto neto 00 se distribuye íntegramente eutro
108 acclonistas en forma de di videndos. En efecto, es necesario dejar un f •.n.Io de
reserva para el servicio de los préstamos, los portadores de obligaciones de ben ser
pagados primero que los acoionistns. Los benefietos o dividendos, con relación a és.
tos, consisten, pues, en el producto neto, deduccióu hecha del interés de los capí-
tales r'ados en préstamo". Notfl-~1. eA UWKS
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III
CUli;STióN DEL MONOPOLIO

Las compañías ooncesiouarias tratan de obtener beneficios cou-
siderablee, y, teniendo el lncro por fin, no encuentran otro freno
que el de la acción administrativa. Ejercen, puede decirse, 1111 mo-
nopolio con una industria reglamentada que 110 está sometida, eo-
mo las industrias particulares. a la ley económica de la competen-
cia. No es propiamente un privilegio de derecho sino de hecho.

En pri ncipio, la competencia no tiene lugar porque perjudica-
ría al interés general en lugar de favorecerlo y porque no podría
ser efectiva. No pueden emplearse para los ferrocarrtles las mis-
mas reglas que para los caminos ordinarios ni quitarles a las como
pañías el derecho (le peaje .. Varios sistemas se han propuesto para
demostrar que es conveniente la competencia, pero tropiezan con
los inconvenientes de que para formar varias líneas concurrentes
se necesitan grandes capitales, las empresas subirían las tarifas, y

'Ios altos precios de los transportes los pagaría el público. La expe-
riencia ha demostrado que es mejor terminar una línea que hacer
varias entre los mismos puntos extremos y que la competencia no
es tfeQ.tiva por mucho tiempo, de donde el aforismo aquel de que
~'la competencia no existe entre aquellos que fácilmente pueden
entenderse" (Stephenson), ni ella "se mantiene entre aquellos que
necesariamente deben permanecer rivales." Las compañías en como
petencia, en Inglaterra, se hacen guerra de tarifas, gravando a bao
jo precio los pnntos paralelos de las líneas, ordinariamente los ex-
tremos, y a alto precio los puntos Intertnedtos. En los EE. UU. la
concurrencia trajo la fusión de muchas líneas: de aquí la fortuna
de Van der Bilt, los Scott y Fuck, Jay Gould y de los sindicatos
(troust.) _

El origen de los trousts viene de la asaciacióu de los competí-
410res. ComlJinación ingeniosaesta que se aplica cuando la produc-
ción <le un artículo traspasa los límites de lo que Sll consume y em-
piezan a rebajar los precios de los productos para poner ~stos en
poder de un vendedor que sostenga los precios a un nivel remune-
rador-(como sucede actualmente en esta capital para restringir el
exceso de producción del azúcar y la panela, por medio de una aso-
ciación amistosa que busca el bien común según entendemos para
librar con ello a los más débiles de la ruina), combinación, decimos,
que ha degenerado en un poder formidable de los capitales con el ob-
jeto de dominar los precios en el merc-ado no sólo de las Naciones
poderosas sino del mundo entero. Su procedimiento consiste en com-
prar cuando hay abundancia, vender caro cuando no hay oferta,
vender a menos precio cuando otros quieren aprovecharse del alza
.¡ envilecer los valores cuando pretenden volver a comprar. Su re·
sultado es extorsionar a un tiempo al productor y al consumidor,
.sacando al primero parte de su remuneración y aumentando al se-
gundo el precio del consumo, de suerte que los agentes intermedia.
ríos se quedan con gran parte del valor de los productos. Fortunas
colosales, en combinaciones de esta especie, respecto a productos
agrícolas y principalmente en el servicio de ferrocarriles y valor de
sus acci~:mes, ~e han formado en los EE. UU., ya en lo que se reñe-
l1'ea tarIfas difereucíales en favor de una región con perjuicio de
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otra, ya respecto a demoras en el transporte de productos para
aprovechar el alto precio, ora diferencias en el peaje o flete, con da-
ño a industrias rivales, &c. &c.

La reunión, pues, de compañías privilegiadas, llega a conver-
tirse en una amenaza, porque "el capital se dirige al monopolio, y
por el monopolio a la explotación del trabajo individual." Las ola-
ses proletarias ven en los trousts una superioridad y una opresión
semejante al feudalismo de la Edad media, y esto ha originado la
asociación de las clases obreras en los países civilizados para lu-
char en organizaciones secretas primero y públicas después [huelo
gas 1, contra las tendencias opresoras y absorbentes de los grandes
empresarios y de los capitalistas.

Pero es inevitable el monopolio de las vías férreas, y aguardar
-Ia reforma. de la competencia, es una quimera. De la libertad de la
industria de los ferrocarriles en Inglaterra, se ha ido más lejos de
lo previsto. Cuando falta a la libertad de la inrlustria la concurren-
-cia, es necesaria al monopolio el contrapeso de la reglamentación
por el Estado, ejerciéndose ésta sobre la explotación teórica e in-
.dnstrial y sobre las tarifas. .

IV

1'.A.RIFAS

En Inglaterra las compañías las modifican a su voluntad, La
instabilidad de las tarifas es el inconveniente más visible del régi-
men de explotación por parte de las compañías concesionarias. Es-
to unido a la falta de poder para obligarlas a rebajar el precio, les
da campo para sacar del capital el mayor producto posible aun en
contra de los intereses de la sociedad. En algunas Naciones la ley
regula el máximo para que dentro de ese límite puedan las compa-
ñías fijar precios a su voluntad, pues no se puede 'convenir en que
el Gobierno, que 110 administra, fije los precios. Las compañías al
empeñar sus capitales se someten a riesgos y no es eq uitativo que
se impongan sacrificios sin compensación. El peaje, flete o derecho
de tránsito,-se sostiene-forma-poco más o menos,-la mitad del
precio total del transporte. Para las eompañías.Ta explotación es
por su misma naturaleza productiva, directamente; para el Estado
el producto es directo e indirecto y al rebajar el peaje obtiene como
pensación COII el aumento de los impuestos, por la actividad econó-
mica en los mercados interiores y exteriores.

La oferta y la demanda en los transportes debe nivelar la des-
igualdad de las tarifas, como en toda mercancía, sostiene M. de la
Gournérie, es decir, se debe pagar no lo que cuesta sino lo que Va-
le el transporte. La teoría americana se condensa en la fórmula de
hacer pagar a la mercancía todo lo que puede pagar. Algunos opio
nan que deben determinarse los precios de las tarifas según el va-
lor de las cosas transportadas.

Existen tarifas diferenciales de grandes compañías contra com-
pañías secundarias principalmente, y tarifas depcnetraci6n referen-
tes a la importación. Según estas últimas las mercancías extranje-

~ ras pagan un precio kilométrico menos que el precio interior, Sil
efecto es disminuir y aun suprimir la protección dada a la índua-
tria. nacional por las leyes referentes a las rentas de aduana.
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v
aban sino 1,700 que fueron rescatados posteriormente. En Alerna-

nía, en una extensión de 43,630 kil6metros, en 1892,38,700, pertene-
cían a los diferentes Estados. En Anstria-Hungría, en 1891, de
:16,700kilómetros, 11,780 eran del Estado y administraba f),460 que
aún no había rescatado.

Oierto es que al rescatar el Estado los ferrocarriles se impone
cargas onerosas, pero debe tenerse presente que el precio debido no
es exigible en capital, sino pagadero por anualidades fijas según el
producto neto anterior. Tales anualidades pueden ser reembolsadas
sin ocurrir al empréstito, pues, dicen 16s economistas, que se ha de-
mostrado que Europa aumenta el producto neto después de rescatar
las líneas férreas el Estado, y sin que aumenten las cargas, y que
ha podido pagar con el producto neto las anualidades. Además, en
previsión del aumento en la explotación, se ha logrado reducir des-
de un principio el precio de lus tarifas sobre los transportes y debí-
do a esto el tráfico ha aumentado.

El rescate siempre promete para el porvenir ventajas ciertas,
afirman los tratadistas de Economía Política. Según las condicío-
nes estipuladas con las compañías, el Gobierno, fuéra de las anua-
lidades que reserva del producto neto, tiene que pagar el valor del
material de ez plotación, los gastos del primer establecimiento, el
precio de trabajos complementarios, salvo las deducciones que se
indiquen, A las anualidades se agregan las cantidudes que son neo
cesarias para el servicio de la garantía del interés en favor de ac-
cionistas y portadores de obligaciones.

El pago del valor del material se fija, como se ha dicho, por
peritos. El reembolso de los gastos del primer establecimiento de
líneas recientes y valor de trabajos complementarios, se hace tam=
bién por anualidades. Este modo de reembolso ha sido criticado
cuando las subvenciones se han hecho bajo garantía de interés.

M. Picard sostiene que el rescate es una operación conveniente
para el Estado y perfectamente realizable, si se admite que no que-
da deudor sino de anualidades, pues que el Tesoro encontrará en el
porvenir compensación a sus sacrificios.

Se sostiene en favor del derecho de rescatar por parte del Es-
tado, que el porvenir de las compañías ofrece más riesgos que el
crédito. público; que los accionistas y los portadores de obligacio-
nes nada pierden con esta medida, puesto que se toma por base el
producto del año anterior y en ningún caso menor que la renta re-
servada o garantizada, y que se paga el valor del material o se
compensa con la deuda de la garantía de interés, el cual valor será
superior al del material al final de las concesiones, no debiendo te-
merse sino a que este valor baya sido afectado por nuevos antioi-
pos hechos por el Gobierno.

Los medios de que se vale el Estado p&fa explotar las líneas
después de haberlas rescatado, se reducen a dos principales, a sa-
ber: explotación directa por el Gobierno o por medio de compañías
arrendatarias. En Bélgica, algunas líneas las ha construido el Go-
bierno y él mismo las explota directamente, y otras las construye
el Estado y las cede a compañías arrendatarias. En Italia y Aus-
tria el Gobierno explota algunas líneas concedidas y no rescata-
das.

RESCATE (RACHAT)

El Estado, para adquirir la libertad de fijar las tarifas y ejer-
cer los derechos de dominio y soberanía sobre las vías férreas, po-
ne fin a las concesiones por medio del rescate. El precio del resca-
te se paga por anualidades que se cuentan desde que se verifica
hasta el término del tiempo fijado a la concesión. El precio de la
anualidad se determina en Francia según el producto neto medio.
del período de los últimos 7 años de la explotación. (Se rebajan los
dos años do menos producto y se toma en cuenta el producto neto
medio sobre los 5 restantes a condición que no sea inferior a la mi-
tad de los últimos 7 años). Fuera de esta anualidad, el Estado de-
be reembolsar, según avalúo de peritos, los objetos muebles (ma-
terial rodante, máquinas &c.) que pertenecen a las compañías. Los
pliegos de condiciones contienen el derecho por parte del Estado
(en Francia) para rescatar las vías después de los 15 años de la
concesión, y puede éste entrar en posesión de ellas antes, por me-
dio de expropiación por causa de utilidad pública. Este derecho ha
sido sometido (en Francia) a condiciones, y se ha llegado a tener
como base "que el precio total del rescate no debe en ningún caso
consistir en una suma correspondiente a una anualidad inferior al
monto de la renta reservada a los accionistas, aumentada dicha
anualidad con los gastos del interés y de la amortización de los em-
préstitos, lo cual vuelve inofensiva en manos del Estado el arma
de que rehusaba desprenderse."

Las causas por las cuales se ha reaccionado en las naciones cí-
vilizadas contra el régimen de las concesiones, consiste principal-
mente en los grandes desembolsos que la ayuda del Tesoro a las
Oompañías hace pesar en los presupuestos, eu el interés económico
espeeto a la reducción de las tasas de los transportes, y, en algu-

nOs países, el interés de la defensa nacional.
Las naciones se convencen de que sólo ellas deben ser las due-

ñas de las vías de comunicación y de los ferrocarriles, por ser és
tos uno de los primeros elementos de progreso y una de las fuerzas
más poderosas de la autoridad política. AlIain Targé dice que "el
Estado falta a su deber si abandona las tarifas a cuestiones de di-
vídendos."

De 1873 a 1i579 principalmente, la Bélgica aumentó considera-
blemente sus vías férreas por medio del rescate a las compañías y
ya en 1S!)1 de 4,670 kilómetros, 3,209 pertenecían al Estado. En
Italia han sido rescatadas más de la mitad de las vías férreas, yen
menor escala se ha ido siguiendo el ejemplo por Dinamarca, Ruma-
nia, Suecia, Holanda, Rusia y Portugal. Inglaterra ha realizado el
rescate en el Imperio de las Indias, y donde ha alcanzado mayor
preponderancia ha sido en Alemania y Austria-Hungría, a cansa
del caos en que se encontraban las líneas de 36 Estados que tenían
tarifas distintas. El impulso decisivo fue dado en el Imperio Ale.
mán por M. de Bísmark. Prusia emprendió en 1873 la compra de
todas las líneas férreas de su territorio, y en 1876 autorizó al Go-
bierno para ceder sus ferrocarriles al Imperio Alemán. De'25,10()
kilómetros existentes en Prusia en 1890, las compañías no conser-

•
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En las naciones civilizadas la explotación directa es preferí
"Ella favorece la libertad para 'fijar el precio de las tarifas; pel'nli
reemplazar cálculos estrechos, o sea, la ambición de dividend
por la tutela de los intereses generales del país, pues la explotaci
de los ferrocarriles es obra de interés público, por no existir en
Nación nada tau estrechamente ligado como I:\II0sa la fortuna de
misma y a la vida social de los individuos." Es jncompatible con
régimen de las concesiones la libertad para fijar el precio de las t,
rifas y la abdicación por parte del Estado de sus derechos natur:
les sobre los medios para al aumento de las comunicaciones y pa
impulsar las fuerzas productoras del país: es verdaderamente fi
nesta. El crédito del Estado, el control de los poderes públicos,
confianza que tal crédito trae para el porvenir en la obra de 1
vías férreas, favorecen el anhelo de la disminución y simplificaci
del precio de las tarifas de transporte, y como consecuencia, ve
drá para beneficio de los habitantes y del Fisco el aumento en
producción y el consumo.

El rescate conviene no solamente en lo que hace relación al
finanzas del Estado. Favorece también la unidad nacional, las r
laciones con el Exterior y el interés supremo de la defensa del terr
torio nacional. La unidad de la Nación exige que en la organiz
ción y funcionamiento de las vías férreas se trate de mantener un
dos los vínculos de las diferentes partes del territorio; la salida
dad nacional requiere que la justicia distributiva presida al est
blecimiento y explotación de los ferrocarriles. La dirección por
Estado tiene grandes ventajas desde muchos puntos de vista pa
la reglamentación de las relaciones comerciales con otros país
No solamente no tratará de sacrificarse la producción nacional p
tarifas de penctraoién, sino que, cuando los países vecinos busqué
el modo de restringir las salidas del territorio con medidas prohi
tivas,...el Gobierno tendrá el medio de corregir los efectos de es
medidas, concediendo a las industrias y al comercio tarifas que f
vorezcan la exportación, Esto en 10'referente al comercio intern
cional. En lo que mira al establecimiento de un régimen internaci
nal para los transportes por los ferrocarriles, las relaciones íutern
cionales se facilitan estando éstos en poder del Estado. "En estri
to derecho, las compañías no tienen ninguna obligación para co
los transportes internacionales."

Los ferrocarriles en las guerras modernas son los principal
agentes para la movilización de ejércitos y de materiales yequipoi
de guerra, como para la concentración de fuerzas militares cuand
se trata de la defensa nacional, y en este sentido el rescate de ell
es importante para el Estado. .

Es dudoso el patriotismo de las compañías conceeionariasja
personal es heterogéneo y muchas veces no es de la Nación sJO
extranjero. Y como elementos extraños pueden íntroducirse hast
en los Oonsejos de administración, se cita el ejemplo de un e~
pleado de nacionalidad alemana en Francia, en 1810, quien sumt
nistró al ejército invasor sus conocimientos adquiridos al servlOtél
de una de. las compañías. La dirección de los transportes es~r~ .
gicos en tiempo de guerra, debe encargarse a una comisión mlh~a,
superior que obre de acuerdo con el elemento civil, y se practlo
que entre los miembros de la comisión superior militar figure u
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de las grandes compañías. El Mariscal prusiano Moltke,
1879: "es evidente que la posesión de. las líneas férreas

lOrtantes para el Estado es un hecho deseable para el inte-
tar. Los· ferrocarriles son en nuestro tiempo los ínstrumeu-
uerra más importantes Y un transporte rápido es uno de los
más serios. ]!;s de sentido común que se simplificarán gran-

e las cosas cuando en el porvenir tengamos una admínletru-
.nica." .ha comprouado con datos auténticos que en Europa las com-
se bacen pagar caros los servicios prestados con las vías fé-
u tiempo de guerra, mediante distaucias y tarifas falsas, da-
óueos oto. etc., y si el Estado toma por su cuenta los ferroca-
regularmente se le obliga a pagar el máximo de la tarifa de

mpañias.
s adversarios de la administración directa de las vías férreas
rte del Estado, sostienen que su establecimiento Y explota.a una industria COlDOotra cualquiera; que el Estado es impro-
a dirigir y administrar tales obras, pues los ferrocarriles en
anos (\('generan en asuntos de administración pública, bao
prevalecer en la explotación costumbres de centralización Y
acia incompatibles con las exigencias de la circulación y el
io; y que la explotación seria a la vez indiferente y costosa.
tas objeciones-se sostiene por los partidarios del rescate y

istración directa-como todas las que' se hacen a la interven-
ilel Estado en las auras púulicas-se presentan en formas teó-
., poco precisas. Los hechos en Prusia, Alemania, Bélgica y
¡a. demuestran lo contrario, habiéndose dado en estas nacio-
la organización de los ferrocarriles un régimen análogo al

do por las compañías.
e critica, además, el monopolio por parte del. Estado a este

0, pero se contesta, como M. AlIain-Targé·que "los monopo-
1 Estado no son menos bien administrados que los otros, co-

cede con los de tabaco, telégrafos, correos etc. eto," El públi-
orta con menos impaciencia el monopolio que ejerce el Go-
que aquél que se hace en interés particular, por tener el
o el aguijón del Parlamento, del Congreso Y de la Prensa.

Francia se condena el monopolio del Gobíerno con dogmatis-
sin examen. En Alemania, el culto que se rinde al Estado fa-

su desarrollo; en Bélgica hace progresos." La Cámara fran-
aecía en 1879 que "los ferrocarriles en manos del Estado for-
Ia unidad de acción, la esperanza de todas las mejoras Y de

las economías." Desconcierta, por otra parte, a los contrarios
mento que se les presenta de la buena administración por el

o en la mayor parte de las nacíoees de los correos y ferroca-
, y M. Fourcelle-Seneiul, contra la opinión de M. Leroy-Beu-
U~ga a sostener que los abusos imputados a las administra-
S Industriales dirigidas por el Gobierno, se encuentran natu-
nte también en las administraciones de grandes compañías y
s problemas prácticos son los mismos en ambos casos.
o es de recibo tampoco la objeción de que la explotación por

ltado es más costosa que la verificada por las compañías, pues
emplean los mismos medios. Partiendo del principio de que
esea saber qué rentas producen las vías férreas, sino qué
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servicios prestan, el Estado, tratando de dar satisfacción a los in.
tereses generales del país, persigue un ideal muy distinto al que se
proponen las compañías, las cuales ambicionan repartir dividendos.
al mayor nivel posible; aquél no vaoila en hacer los gastos necesa-
rios para realizar los perfeccionamientos nuevos que lleva cousige-
la explotación, y el personal de las compañías y del Estado para
las obras, es el mismo o semejante.

Se alega, como tesis general, para sostener lo más cara que re.
sulta la explotación directa, que la proporción entre los gastos de-
explotación y las entradas en bruto S011 más elevados en las líneas
férreas del Estado que en las de las compañías, y se citan
el ejemplo de Bélgica, Dinamarca y Noruega, donde el coeficiente
de explotación es superior eu las líneas del Estado, y las estadlst.i.
cas de 10 que sucede en Alemania y Austl'ia·Hung'ría (qntl dan el
mismo resultado); pero contra estas aseveraciones se contesta que
lo contrario acontece eu Italia, y que no es regla segura el coefi.
ciento de explotación, pues la diferencia se nota cuando las cornpa.
ñías explotan las líneas más productivas y el Estado las que dan
menos rendimiento. Fuera de esto, hay en apoyo del Estado, el he.
cho de que él tiene en mira favorecer el bien gener(tl, y las cornpa.
ñías tratan de mauteusr los dividendos al más elevado nivel que-
les sea posible.

Entre las objeciones no económínas sino políticas, se cuenta
aquella de que la explotación por el Gobierno es una doctrina so.
cialista, manifestación del socialismo de Estado. A esto se opone
que debe considerarse como manifestación socialista también, la.
administración de los Correos y Telégrafos por parte del Gobierno.
Los socialistas pretenden suprimir la concurrencia, la cual conaide.
ran como un desorden económico, y en el caso presente existe el
monopolio, y querer que éste exista para el Estado o para las com-
pañías, es hacer causa común con los socialistas. Voila tal/t.

Otra objeción política consiste en sostener que los partidos po-
líticos se valen de los empleos para formar núcleos poderosos a Sil
favor. AlIain.Ta.rgé pregunta a este respecto: IoNo es la misma co-
sa ser agente del Gobierno o de un Sr. feudal (grandes compañías)t'
Ciertamente, es deplorable la intervención de la polítloa en el pero
soual-de los ferrocarriles, pero los empleados no son funcionarios-
políticos en realidad, y la-ley debe protegerlos contra revocaciones.
arbitrarias de sus facultades.

El Estado, al regular los puestos, al poner garantías análogas,
a las adoptadas para el ejército o para otros servicios generales; al,
fortificar la organización respetando las tradiciones y los aervicíos.
técnicos, evita huelgas como en Francia en 1891, y los conflictos,.
colísiones sangrientas y actos de salvajismo, Ocasionados pOI' la po-
Iít.ica entre los agentes del Gobierno y las compañías, (lomo ha su.
cedido en los Estados Unidos (18n¡, y eu Iuglaterra (t91::» en los.
últimos tiempos.

Las compañías pesan sobre las opiniones políticas en tiempos.
anormales, como en elecciones, y a falta de garantías contra este
mal, debe tenerse en cuenta las costumbres técnicas, pues la opi-
nión pública no consiente que un partido político, investido de au-
toridad, trate de ejercer presión arbitraria o despótica sobre agen •.
tes de servicios extraños a la política. Cuando esto último sucede,.
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la conciencia pública se subleva, y hace atestiguar su reprobación
con imponentes mauifestaciones populares.

La responsabilidad en caso de accidentes es la misma para las
compañías que para el Estado, según la ley.

El poder extensivo que da al Gobierno la dirección de los fe-
rrocarriles; la imposibilidad para los particulares de sustraerse a
su acción tiráuica y hacer valer sus derechos y quejas contra ese
poder, son visibles y ocurren también con respecto a las compañías.
El Gobierno, dice Picard.xíebe proteger la, imnnroialidad e inde-
pendencia de las compañías, sin olvidar que "no puede sospechar-
se de la mujer del César". [lechos como el negociado de Panamá,
revelan corrupción política. Debe, pues, en las leyes, como en Fran-
cia, protegerse a los agentes contra los abusos [art. 1,700 C. C.
francés. Ley de 27 de Diciembre de 1891], ad mitiendo una poaibi-
lidad de reclamación y de indemnización cuando no se cumple el
contrato por una de las partes [C. C. nacional].

VI

COMPAÑÍAS ARRENDA'l'ARIó.S; ,
Estas concilían el derecho del Estado sobre la dirección de las

tarifas con la explotación de las compañías privadas. Puestas en
práctica en los Países Bajos, Sicilia, Venecia, Italia, &e., tienen Sil
exponente de importancia en el Imperio de la India, en donde la
antigua compañía conceslonaria, East India, después del rescate,
tomó a' su cargo la explotación como arrendataria. El Gobierno
ejerce en ella un poder absoluto de control, hace respetar la vía, da
seguridades para el transporte y reserva un tanto por ciento de las
utilidades. No se encuentran en ninguna otra parte derechos tan
amplios para el Estado, ni ventajas tan considerables para el trá·
fico.

Se diferencian estas compañías de las eonoesionarlas en que no
cobra u peaje. El Estado puede cobrarlo por medio de Agentes o
valiéndose de las mismas compañías. No son empresas mixtas de
construcción y explotación, sino una simple industria de transpor-
tes que recibe una indemnización por la tracción propiamente di-
chao

VII
CLASIFICAClIÓN DR LAS VÍAS FÉRREAS

Según la distinción más simple, se comprenden en esta clasifl-
cación las líneas de interés general y líneas de interés local. Las
primerns, que correspoll<len a las vías nacionales y departamenta
les, podrían subdividirse en líneas nacionales y líneas regionales.
Las vías de interés local forman la vecindad de las vías férreas y
pueden ser incorporadas en la red general, sea. porque el tráfico au-
mente o porque la unión de'retazos forme una gran línea. En este
caso las condiciones del rescate se arreglan por arbitramentos en
Francia.
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No se pueden definír con precisión las diferentes líneas. Como
regla or d inaria, son de interés general las internacionales, las üti-
les a la defensa.llacíonal del territorio, y aquellas que acercan al
sistema principal de las líneas, centros comerciales o arltuiuistrati.
vos de alguna importancia,

Las líneas de interés general ciertamente deberían ser cons-
truidas y explotadas por el Estado, o de la nH\nf'ra más con veníen.
te a satisfacer los intereses generales del país. Las grandes arte.
rías estratégicas y comerciales, las vías principales del comercio in.
ternacional, constituyen el prime¡' grupo,'y ellas deben estar en po-
sesión del Gobierno, porque el juego en el precio de las tarifas in.
teresa más directamente a. la industria nacional. Estas deben ser
ferrocarriles de d-oble vía para la seguridad, construídas sin miras.
de estricta economía, con rectificación de curvas, reducción de peno
dientes, trabajos de arte costosos, túneles, &c. Las vías secundarias
forman redes regionales de un interés político y comercial menor.
Basta en éstas una sola vía, proyectos simples, supresión en trazosy
perfiles y de combinaciones técnicas costosas. También es de interés
público que el Gobierno conservo la posesión de estas líneas. Y
como las regionales interesan a uno o más Departamentos más bien
que a--LaNación, es eqnitativo que ellos cou tri huyan a su conatruo-
ción.

Las vías locales comprenden las construídas expresamente pa-
ra ferrocarriles en los vecindarios de las líneas férreas principales,
y carriles sobre caminos públicos. Para establecer las primeras se
requiere expropiación, no así para las segundas.

En Naciones como Colombia, Francia, Bélgica, &c., las vías
férreas sou de interés público, y se requiere ñjar las diferencias
que hemos anotado. No sucede lo propio en InglaLcl'I'a, donde las
líneas son de propierlad particular de las compa'ílías.

Por la misma naturaleza de las vías se comprende que el Es-
tado debe prestar más atención a las generales, en i 11 torés econó-
ínico, político y comercial. .

En Francia, en donde el Gobierno se reserva el derecho de de.
clarar de utilidad y necesidad públicas las líneas férreas que se pro.
yectan, se hace la clasificación de éstas y las existentes, slguíeudo
la importancia política y comercial. En Oo lornhia, en donde suce-
de lo propio, debería hacerse la repartición de las líneas mediante-
una clasificación que no sea desigual y arbitrur¡a, estableciendo en
colla las diferencias del caso, y, en las nuevas vías, fijando en la ley
sobre declaración de u tilidad y necesidad públicas y couceaión oo-
rrespondiente, la clasificación que les cortesponda en. el cuadro o'
mapa que debe formarse o se forma en el Ministerio de Obras PÚ-
blicas [lJ.

La Ley 104 de 1892 [de 26 de Diciembre] y la Ley 01 de 1896
[de 3 de Noviembre], adicional de aquélla, autorizan al Gobierno
para' contratar la construcción de las vías férreas q ue esti me con-
veniente establecer, mediante las condiciones en ellas detalladas.

(1) Véause las Leyes 104 de 1892 y 61 de 189ft
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No siendo nuestro ánimo entrar en un estudio crítico de esas •
leyes a. la luz de los progresos modernos, como habíamos pensado
hacerlo, por parecernos sus disposícioues acomodadas a nuestro es-
tado incipiente de civilización, si creemos conveniente que plumas
autorizadas nos mostraran las causas de tántos contratos ruinosos
para el Tesoro de la República, celebrados con las compaüías con-
cesionarias, y de algunos de los cuales se han ocupado los últimos
Congresos. Como dato de información hemos consultado y estudia-
do algunos de ellos, pero nos reservamos opiniones que podrían ser
inútiles, innecesarias y de poco valor, por nuestra insuficiencia en
esos asuntos. Oitaremos estos: Contrato de 14 de Febrero de 1874,
firmado por los Sres. Becaredo de Villa, Abraham García, Secreta-
rio de Gobierno; Luis M. Mejía Alvarez, Secretario de Hacienda,
aprobatorio del contrato celebrado por el Sr. Marco Aurelio Aran-
go, Secretario en el Despacho de Fomento del Estado Soberano de
Antioquia, con el Sr, Francisco Javier Oisneros, ."sobre cOllstrnc·
ción y explotación de un camino de carriles, de hierro, &e. &c."
(Repertorio Oficial número 624). Oontrato número 2 de 18D3, cele.
brado por el Ministro de Fomento con el Sr. Wílliam, Redley, en
su carácter de apoderado de la Sociedad inglesa denominada "Pun·
chard, Mc Taggart, Lowther & Company", aprobatorio de otros
contratos [número 8 de 1893, de 24 de Septiembre de 18921, Reper-
torio O./icialnúmero 1,492 [10 de Marzo de 18D3]. Contrato número
6 de 1893 [9 de Enero J, sobre pago de in tereses, aclaratorio de los
contratos números SO, 81 y 8~ de 1892, firmados en Medellín, el 24
de Septiembre de 1892; en Bogotá, el 7 de Noviembre de 189J, y
todos aprobados ellO de Noviembre del mismo año. Repertorio Ofi-
cial número 1,492 [10 de Marzo de 18931,

Oontrato número 93 de 27 <le Julio de lSfH, sobre ferrocarril
de ,Medellín a Amagá, prorrogado el 1.3 de Julio de 1893, entre los
Sres. Ospina Hermanos y el Gobierno de Antioquia, Repertorio
Oficial números 1,619 y 1,620 ll~de Agosto de 18931.

- Ooütrato del Ferrocarril de Girardot a la Sabana. Ley 86 de-
1892 (13 de Diciembre 1. Repertorio Oficial número 1,497 [Marzo de
1893J. .

I

Leyes 36 y 41 de 1896, referentes a los Ferrocarriles de Ocaña
y Buenaventura a Manizales.

Leyes 104 de 1892 y 61 de 1896

Ley número 26 de ]907, sobre construcción del Ferrocarril de-
Amagá.

Anales d~ la AsambleaDepartamenial. Oaducidarl del contrato
del Ferrocarril de Antioquia con los Sres. Punchard, Me Taggart,
Lowther & Company-1t>94 ..

En la "Memoria sobre la construcción de un ferrocarril de
Pnertc-Berrío a Barbosa, por Francisco Javier Cisneros, I. O.:,
fl8801, se encuentran los estudios hechos por él y por otros, de las
líneas de' MedelIín a PuertoBerrío y de Medellín al Departamento
del Oauca, por los ríos San Juan y Risaralda y por el Valle del
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• Oauca, como también lo siguiente: Sus explicaciones sobre los con.
tratos-de 14 de Febrero de 1874, del 4 de Mayo del mismo año y
de 5 de Julio de 1876; Ley 18, de <1 de Mayo de 1874; 46, de 187,5;
287, <le 15 de Septiembre de 18'(5; Decreto número 875, de 28 de
Diciembre de 1875; contrato de 6 de Diciembre de 1877; Ley de 30
de Noviembre de 1878; contrato de 20 de Agosto de 1~79; dosma-
pas y un plano. Sobre sus estudios en aquella época, eu puntos re.
lativos a nuestras industrias y la situación actual financiera y eco-
nómica, nos prometemos hacer algunas reminiscencias y compara.
cienes, siquiera sea como apuutamientos.

En el folleto publicado en esta ciudad en 1893, titulado "De.
fensa de los contratos"-"Responsabilidades", hemos repasado los
documentos más interesantes sobre las discusiones entre el Depar-
tamento de Antioquia y la Sociedad Puuchard, Me Taggart; Low-
ther & O", y lo referente a la caducidad de los contratos, declara-
da por la Asamblea el 23 de Octubre de 18D3.

, .
En el periódico El Ferrocarril de Antioquia y en los Anales de

la Asamblea, el público ha visto y juzgado sobre la dirección y ex.
plotación del Ferrocarril.

ltéstauos, para terminar por hoy, ftg-regar que en el "Oenso
General de la República de Oolombía", levantado el 5 de Marzo de
1912, no encoutrámos sino estos datos sobre ferrocarriles:

En Antioquía, dos en construcción: el de Antioquia, con 137
kilómetros, y 'el de.Amagá con 24 kilómetros.

I!Jn el Atlántico, 17 millas de ferrocarril.

!;ln Bolívar, un ferrocarril de Oartagena a Calamar.

En el Oauca, Ferrocarril del Pacífico.

En Oundinamarea, el del Norte, 62 kilómetros; el de la Saba-
na, 40 kilómetrosj el del Sur, 30 kilómetros; el de Girardot, 132 ki-
lómetros. -

I
En el Norte de Santander, 54~ kilómetros, de Oúcuta a Puer-

to Villamizar, y l7 a San Antonio.

En el Tolima, 5 kllóuietroa,

~'OCSería de rlesearse que en el censo que haya de formarse, se pu-
siera una reseña, si no histórica, al menos estadíetica, sobre cada
una de las líneas y sus prolongaciones, con explicación de princi-
pales, secundarias, nacionales,. departamentales, locales, &c, tál
como liemos dicho se practica en Francia, Alemania, Bélgica, &;c.
&c. (1) _

Mellellín, 28 de Marzo de 1914.

LÁZARO LONDOÑO B.

(1) Véase números del periódico "La Montaña", 34, 35, 36 Y siguientes.

DE DERECHO 407
CODIGODE MINAS

TÉRMINO PARA PEDIR POSESIÓN

«Art. 56. Si en caso de no haber habido opo-
sición, el denunciante de una mina no ocurriere a
pedir posesión de ella, dentro de los sesenta días si-
guientes a aquel en que expira el término de la t1Ja-
ción del cartel, o a recibirls. el día señslsdo por el
funcionario para dsrls. sin justa causa legalmente
comprobada, perderá el derecho a que se le dé tal
posesión, y la mina quedará desierta para los efec-
tos de esta Ley.»

Esta disposición que se encuentra en el Capítulo 5~ del Código
del Ramo, que se refiere a las minas de nuevo descubrimiento, es
'aplicable a las de antiguo por ministerio del artículo 360 del mismo.

Cuando de minas de antiguo descubrimiento se trata, entre las
diligencias previas a la de posesión, se encuentra la de citar a los
últimos poseedores, ya en la forma indicada en el artículo 356, cuan-
do el nombre, vecindad y residencia de los que debau citarse fueren
conocidos, ya en la determinada por el artículo 31 de la Ley 292 de
1875, cuando todas o alguna de tales circunstancias se ignoraren.
En este último caso, se fija un edicto, S~ pregona pQr bando ~fl dos
-días de concurso, se desfija cuando se entienda hecha la notificación,
o lo que es lo mismo, una vez transcurridos treinta días contados a
partir del segundo pregón. Los citados pueden oponerse no sólo
-durante el término de la fijación sino también en los treinta días
posteriores a aquel en que el referido edicto se desfija. (Véase a
este respecto el artículo'359 del Código y la Resolución del Minis-
terio de Obras Públicas de 18 de Septiembre retropróximo).

De modo pues, que siendo esa citación previa a la diligencia de
posesión, ésta no debe llevarse a cabo mientras aq uélla no. se haya
hecho y mientras no hayan transcurrido todos los términos de que
gozan los citados para oponerse.

Generalmente el término de 60 días dentro del cual debe pedirse
la posesión, según el artículo 56 arriba transcrito, expira mucho ano
tes de-que venzan los plazos de que se ha hablado, relativos a la
citación de últimos poseedores.

Como para rehuir la sanción rlevengada por no haber solící-
tajo la posesión oportunamente o por no haber concurrido a recio
birla el día señalado para darla, es preciso comprobar una justa
-eausa que impidió al denunciante o interesado ejecutar tales actos,
se presenta la siguiente cuestión:

1. Será justa oausa el no haberse hecho la citación o haberse efec-
tuado imperfectamente 1 En otros términos: ¡, Podría argüir dicho
-interesado, que al tratarse de las minas de antiguo descubrimiento,
los sesenta días para pedir la posesión empiezan a correr desde
aquel en que concluyen todos los términcs de que gozan los citados
para oponerse? '

Bacen los que sostienen que la posesión ha de pedirse forzosa-
mente en el perentorio término fijado en el artículo 56, una distin-
-ción entre los dos casos que ese artículo contempla. Dicen así:
_ _ Si entre las diligencias previas a n« posesi6n de una mina de ano
i.iguo descubrimiento figura la de citar los últimos poseedores, es

6
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claro que si llegado el día de dar dicha posesión, se notaré que no
se ha llenado tal formalidad, el Alcalde, de oficio, o ¡t petición de
parte, debe transferir la posesión para otro (lía, llegado el cual ya
se haya hecho y esté perfecciouada la citación aludida con el cum-
plimiento exacto de los requisitos de ley.

Por otra parte; es de lógica pensar que el interesado no está
obligado a hacer o a permitir que Be haga cosa alguna que le aca-
rree gastos y que lleve en sí gérmeues d(1 nulidad absoluta o rela-
tiva, y algo semejante podría ocurrirle si se le obligara a recibir
la posesión sin haber transcurrido todos los términos de oposiolo-
nes,

Toonvía más: es de cargo de las autoridades, porque entre las
atribuciones de éstas se encuentra, la tramitacióu correcta y el pro-
cedimiento cumplido y exacto en todo lo atañadero a euetanciación
de los negocios que por virtud de su empleo oonocieren. Es, por
tanto, evidente esta conclusión: si suruínistrados todos los gastos
por el interesado, aparece que la citación que nos ocupa no se ha.
verificado oportunamente, es decir, antes de darse la posesión, ello
manifiesta impericia en el funciouario, olvido imputable a éste, pe·
ro nunca al interesado.

Y, ñnalmeute ; el término para dar laposesi6n es convencional
y puede, por cousigutente, amoldarse a todas las circuustancías que
tiendan a favorecer los interesee del denuncian te; prolon gal"l~ecu an-
do así lo exija el perfeccionamiento de las diligencia" previas, o
cuando la buena administración pública así lo requiera. De modo,
pues, que no señalando la ley término alguno concreto a ese res-
pecto, su fijación depende de la voluntad del comisionado, quien lo
hará coordinando los intereses de su ministerio con los del intere-
sado.

De lo dicho-concluyen los que de tal manera argumentan-se
deduce que el hecho de no haberse verificado la citación o haberse
efectuado imperfectamente, es justa causa que exonera al denun-
ciante o interesado de la sanción por no haber concurrido a recibir
la posesión el día señalado para dar la.

y para demostrar que esa misma causa no basta paraqlle el
interesado se libre de la sanción establecida para el caso en que no
se ha,ya solicitado la posesión dentro de los sesenta dlas posteriores a
la desfijación del cartel, argumentan de la siguiente manera:

La ley especial de minas, en su artículo 56, ha fijado .de un mo-
do expreso el término fatal dentro del cual debe hacerse tal solici.
tud ; y si ha de respetarse el mandato contenido en el artículo 27
del Código Civil, no debe desatenderse el tenor literal del artículo
primeramente citado, so pretexto de consultar el espíritu general
de la Ley minera.

No hay razón suficiente para hacer distinciones entre las minas
de nuevo y las de antiguo descubrimiento, con el fin de procurar
que el referido término de 60 días arranque de diversos puntos, es-
to es, para. las primeras, contándolo a partir de la desfijación del
cartel, y para las segundas, desde aquel en que concluyen todos los
plazos de que disfrutan los últimos poseedores para oponerse; la
ley no hace esa distinción, y nadie, sino ella, puede hacerla, como
muy bien nos lo enseña el principio generalmente conocido y pro-
fundamente sabio de hermenéutlca legal.
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Rl término para pedir la poseeián. es legal, preciso, imperativo Y
peterminado; por lo cnal, a diferencia del para recibir/a, no pue-
de prolongarse ni restringirse por el Alcalde a su parecer, ni a ins-
tancias del denunciante o interesado.

Una vez fijado, publicado y desñjado en las debic1as oportuni-
dades-el mencionado cartel, empieza a correr el térmillo de los se.-
senta días para pedir la tantas veces aludida posesióu , sin que na-
da ni nadie puedan íuterrumpirlo. " .

Si el interesado no pid iere la posesión en d icb o término, para
que éste se le rescinda por restituoión, es preciso que i'oiOpruebe una
justa causa que le impidió presentarse a hacer tal pedimento, y es
bien claro que no debe teuerse como justa causa el n,' haberse efee-
tuado la citación de los últi mos poseedores, toda vez o,un esa ci tacién
no tiene que ser anterior al peditneuto y puede, por tanto, verifi-
carse con pos'teriori(hll1 a él. ,,:

Sobra decir que ni en el Oódigo de Minas, ni en las leyes que
lo adicionan y reforman, se encuentra disposición algulIa que diga,
o al menos dé a entender, que la citación referida ¡.;ea una diligen-
cia previa a la solic¿t'u.d de po¡;e¡;ióll,

Aquellos cuyos argumentos liemos qnorit!» enteud er de la. me-
jor manera posible y pretendi({o condensar en 6Rte ar-ti.-ulo, conclu-
yen sentando como absoluto el siguiente priucipio : '

El término para pedir la posesión, tanto eu las minas de nuevo
como en las de antiguo descubrimieuto, es el desesel~t.ft días, Iris
cuales empiezan a correr desde aq uel en q ue se efectúa la. (lesfij~-
ción del cartel; luego al interesado le es de rigor solicitar la pose-
sión en el expresado término, so pena de que la mina quede desier-
ta para los efectos de la ley, al tenor del artículo 56 comentado.,

Próximamente nos ocuparemos en condeusar también los argu-
mentos de los que sostienen que los preettados sesenta (lías empie-
zan a transcurrir desde la expiración de todos los plazos de que

~ disfrutan los úl ti mos poseedores para tormu lar opo:;;ieiones.
F. CARDONA. S.

LAS ENCUESTAS DEL TIEMPO
I'icrre Proudlum-

EL JURADO CRIMINAL
(Conclusiones)

Al inicial' nuestra encuesta el siguiente dia de un triun-
fo inesperado, fue nuestro primer deseo despertar por algún
tiempo las legítimas preocupaciones del público.

Este objeto lo hemos conseguido, puesto que varios dia-
rios y otras publicaciones tienen abiertas sus columnaa-n
crónicas o consultas que sirven de complemento a nuestras
propias investigaciones. .

Nos hemos puesto en seguida a buscadas causas de la
sorpresa que periódicamente se apodera de la opinión.
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Esto nos coud ujo n. preguntaruos si será preciso refor-
mar la orgalli.za;lión y el funeionamisnto de la jurisdicción
criminal, y en tal caso cuáles son los remedios más eficaces.

Pareco fuera de toda duda que nadie piensa seriamente
en suprimir' los jurados, cuya buena fe y valor son insospe-
chables: es también cosa averiguada que el jurado jamás
decide sin motivos y que la ignorancia de estos motivos per-
mite, con mucha frecuencia, el que la opinión pública se
tuerza.

, Mas, ~ cuáles son estos motivos 7 Al contestar a esta
pregunta empiezan las divergencias.
, Siendo tan grande 'el número de las opiniones recogidas

por nosotros podría creerse que se ha dicho cuanto sobre el
asunto puede decirse y sin embargo, réstanos por hacer al-
gunas cOD~ideJ'aciones. _

La influencia del abogado, la insuficiencia de las encuestas.
Por 10 regular, cuando al fin del debate que ha durado

varias horas o varios días se concede al defensor la palabra,
éste declara al jurado: ": Aún no conocéis al acusado que
vais a, jU7.gn I'!" _

J!j¡ noventa por ciento /te las veces ei procurador Hen-
ri-Robert purticularmentf1, el que ha llevado al más alto gra-
do de perfeceión, en 01 estado actual do nuestras costumbres
judiciales el arte de litigar en audiencias, pronuncia esta fra-
se que para los aficionados a procesos criminales constituye
un "leitmotí".

"j Aún ni) conocéis al acusado que vais a juzgar! "
Estas palabras en boca del defensor no son, las más de

las veces, una simple fórmula oratoria sino la genuina expre-
sión de la verdad.

8,Qué se propone con esto y qué influencia puede ejer-
cer este estado de cosas en el espíritu de los jurados 7

Es porque el aparato complicado, lento, frío, solemne de
la justicia penal es una "máquina para condenar" más bien
que una "rtláquina para juzgar".

Basta examinar el funcionamiento de los diversos en-
granajes de esta máquina, desde la época del crimen hasta
el momento de pronunciar el veredicto para convencerse de
que la policía, el Juez de instruceión. los peritos, el Presiden-
te. de las audiencias y el Abogad') general tienen un solo
pensamiento desde que saben que se ha cometido un delito:
"conseguir la condenación del criminal", cuando ellos sólo
deberian ocuparse "de juzgado".

De esta tendencia de espíritu resultan como consecuen-
cias naturales las siguientes:

, Los agentes de la seguridad se limitan a recoger respee-
to.de los inculpados Jos datos que puedan desfavorecerlos ;
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los Jueces de instrucción no gustan buscar los que puedan
atenuar la falta del sindicado; los peritos, auxiliares de 1.((
justicia, también experirueutan la "deformación profesional"
casi en las mismas proporciones que los magistrados; el Pre-
sidente de las audiencias, por probada que sea su indepen-
dencia sólo puede considerar el proceso formado en tales
condiciones viniendo por tal arte a coustituirse en primer
acusador; el Abogado general, quien por sus funciones, acu-
sa en interés y a nombre de la sociedad sin preocuparse poi'
lo demás de medir el grado de culpabilidad del sindicado. '

Se objetará sin duda que el abogado asiste a su clien-
te en el curso de la instrucción. Sí, pero sin hablar de los
"ténors» que acostumbran encargar a sus Secretarios de este
cuidado; es preciso tener en cuenta que cuando el defensor
entra en esce na, 01 expediente inforrnati vo se encuentra ya
perfecto con ayuda de los datos recogidos por la policía y
de los interrogntorios delante del comisar io, uuo y otro in-
formados del espíritu antes indicado, los cuales por su natu-
raleza son 'ocasionados a falsear' las impresiones del Magis-
trado instructor. Y se pregunta, 8,cuáles son los medios de
que dispone la defensa para contrarrestar o combatir las ave-
riguaciones hechas en las referidas condiciones por el serví-
cio de la seguridad 7

¡, El sindicado se halla por consiguiente a merced de los
errores y falsedades de los primeros que se presentan y en-
contrándose él en prisión cómo podría buscar testimonios
más sinceros 7

y en el supuesto de que esto le sea posible el Juez de
instrucción contestará las más de las veces al siudieado r

"En la audiencia podéis citar a ese testigo si lo juzgáis
útil a vuestra defensa," /'

El abogado por su parte con el objeto de da!' un golpe
teatral que habrá de impresionar favorablemente al jurado,
se esforzará por penetrar las intenciones del .Iuez.

De otra parte acaece con muy poca frecueuvia (salvo
cuando se trata de un perirazgo inaplazable) q ue el J'nez de
instrucción tome él mismo la iniciativa y designe peritos
competentes para dilucidar uu problema que exige conoc~-
mientos especiales. Casi en la totalidad de los casos se deja
a la defensa el cuidado de solicita!' que se tome esta medida
que por su naturaleza corresponde a la instrucción. Sucede
y con no poca frecuencia que la defensa en lugar de recurrir
a un reconocimiento pericial regular y contradictorio prefie-
ra citar testigos a la audiencia, testigos cuyas deposiciones
conoce anticipadamente y sobre las cuales se apoyará para
mostrarse pasmado-fácilmente se acusa a un ausente-~e
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que el J'uez instructor haya omitido someter la cuestión a
un peri tazgo.

Partil'ulal'mente en materia de examen mental los reco-
nocimientos periciales deberían praotiears« en la casi totali-
dad de las veces. j Cuántos jóvenes en diferentes causas y
por diversos delitos han sido condenados con más severidad
de la que merecían, pOI' la única razón de que no se les exa-
minó por médicos alienistas ! Cuántos individuos aún jóve-
nes, culpables de un grave delito, de un verdadero crimen,
que son reconocidos-pero ya taJ'do-son declarados más o
menos irresponsables, irresponsalJilidad que «xistía desde
una época antei ior a la en que cometió sus primeras faltas.

lVIuchas veces también antes de que termine la instruc-
ción del sumario no está aún el abogado bien enterado del
asunto o bien voluntariamente impide que vaya al proceso
un documento de importancia. El lo reserva con el objeto
de presentado al tertninar Sil alegación e impresionar al ju-
rado haciendo aparecer en el debate una pieza nueva que ni
01 Presidente, ui el Abogado general couocen y por ende no
han podido discutir.

j Cuáutos triunfos sorprendentes los deben los abogados
al empleo (le-tan hábil maniobra!

"Un grueso volumen podría escribirse sobre las astucias
y habilidades en la Corte de audiencias" dijo no há mucho
tiempo el Abogado general Peyssonié. .

Antes que él,-pl'eviendo el abuso que los abogados po-
dían hacer de la situación privilegiada en que se hallan con
respecto ni jurado, declaró Napole6n .:

~"Ab()gndos para defensores f un absurdo. Aboga-
dos eontn. .Iuecos, vaya. Corsnrios contra corsarios ; pero
contra los jurados se deben poner hombres sencillos como
ellos." (1) ,

No quiere decir esto que nosotros preconicemos, como
Luc de Vos on el Eclair, que debe procederse a la supre-
sión de los abogados en la Corte de audiencias ; más sí que
el defensor sea obligado, en materia penal a la observancia
de los principios que son salvaguardia de los litigantes en
materia civil o comercial.

Iv Por qué cuando se trata de intereses pecuniarios es de
regla que todos los documentos y otras piezas del proceso se
comuuiqueu a las partes y no se hace lo mismo en materia

' erirnmal siendo como es éste un deber de lealtad? y más
tratándose de un asunto en que se ponen sobre el tapete pa-
ra ser discutidos, no ya únicamente, el honor y la fortuna de
13: pal't? civil sino el interé~ mismo de la nación, amenazada
por el mcremento de la delmcuencia.

(L) Napole611 eF.teriografiado en el Consejo de Estado.
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Cuando so abren los debates en el proceso se encuentran
acumuladas todas las piezas de cargo contra el acusado y
ninguna o casi ninguna de las pruebas de descargo, nada
que pueda.favorecerle es llevado a los autos por persona dis-
tinta del defensor.

En semejantes circunstancias, el Presidente por impar-
cial que se le juzgue ¡podrá proceder a un interrogatorio
que no sea ya una primera acusación t Nó, y es esto tan
cierto que la supresión del interrogatorio ha sido solicitada
varias veces, especialmente por el abogado Ohenu en el
Echo de París del 27 de Enero de 1910.

Ni el Abogado general ni en la mayor parte de los ca-
sos, el abogado de la parte civil podrán ser imparciales en
su concl usiones.

&, y entónces ~ Esta parcialidadno tardará en aparecer
en el jurado luego que conozca todos los datos del problema
y desde este momento, primero la admiración, la indigna-
ción más tarde se apoderan de él y vienen a constituír la me-
jor defensa del acusado.

El rigor mismo del Presideute respecto del sindicado es
ya un buen indicio de triunfo. As! lo hacen notar en efecto
los croniq ueros judiciales.

Es preciso ahora que pongamos de relieve otras consi-
deraciones de orden sieológico. Hélas aquí :

El primer movimiento de los jurados al abrirse la au .•
diencia se dirige siempre a examinar al acusado, examen que
produce en ellos en el primer momento una impresión des-
agradable, miran al reo a través del prisma del crimen por
que se le persigue.

Pero basta que éste proteste de su inocencia; que du-
rante horas y aun días enteros que dura la audiencia dé
muestras de remordimiento o que gima de dolor una vez si-
quiera, para que la primera impresión producida en el jura-
do se trueque y mude en un sentimiento de piedad que ha-
brá de servir de norma a aquél, pues los que lo forman son
hombres y compasivos para con el desgraciado. .

& Y la víctima' se preguntará. El jurado la olvidada
de seguro sin el acusador, quien se encarga de recordársela

-a cada momento.
Además, la víctima, casi por regla general se halla au-

s-ente, los jurados no la conocieron ni fueron testigos de sus
sufrimientos, Esto sin contar que la víctima pertenece al
pasado, ha muerto, en nada pueden sorvirle los jurados. El
acusado por el contrario, sirve, su porvenir no menos que el
de su familia se convierten en objeto del mayor interés.

Basta con que el sindicado no se deje envolver al ser in-
terrogado o que un testigo cualquiera se encarnice contra él



414 ESTUDIOS DE DERECHO

con mucha pasión siempre que el abogado sea capaz de apro-
vecharse de las circunstancias y dirija con destreza la defen-
sa, para que los jurados estén prontos a buscar, en los lími-
tes marcados por su conciencia, un medio de salvar al acu-
sado, ese pobre hombre abandonado contra quien se ha pues-
to a funcionar la máquina formidable de .la justicia y que
está próximo a sucumbir bajo los golpes que le descarga una
sociedad que no ha hecho, probablemente, por él cuanto le
correspondía.

Pondráse entonces el jurado en acecho de la ocasión, ad-
mitirá no sin experimentar un sentimiento de gratitud hacia
el abogado la prueba más o menos concluyente o el argu-
mento un tanto paradojal que éste haga valer: basta que el
defensor pueda reprochar a la acusación que se ha omitido
verificar talo cual reconocimiento, que no se oyó a tal testi-
go, que por negligencia no se ha verificado o no se ha practi-
cado ésta n otra medida de investigación, que, en fin, pueda
el defensor en los minutos que anteceden a su peroración
presentar a los jurados un documento desconocido hasta en-
tonces, que en una palabra, sepa el abogado, cosa que por
desgracia es muy común, producir en el jurado, siquiera por
un 'instante, la impresión de que no ha sido completa la ins-
trucción o que en los debates sólo se ha mostrado una parte
de la verdad, para que la acusación quede en perfecta derro-
ta; a manera de protesta así como por razón y por piedad el
jurado da la victoria al defensor desautorizando al Ministe-

-rio Público.

(Se concluirá).
A. OOCR A.

LA LEGISLACION COLOMBIANA
EN RELACIÓN OON EL DERECHO INTERNAOlONAL

(Tema de los "Anales Diplomáticos y Consulares".)

.•••••••••••••.••••••••••.••••••••••••.•••••••••••.•••••••••••••••••••• 0 •••••••••••••••••••••••••••••••••• _

Así como las personas privadas son el objeto del Dere-
cho Civil, así los Estados lo son del Derecho Público.

Estos, los Estados, como aquéllas, las personas natura-
les, tienen derechos absolutos y relativos: los primeros ema-
nan de la existencia misma del Estado 'f son: la soberanía,
interna y la externa, la igualdad jurídica, el derecho de con-
servación o de defensa, el de comercio mutuo, el de respeto
mutuo de su personalidad y el derecho de representación.
Los derechos relativos emanan de las relaciones particulares
de los Estados y más generalmente, cuando llega la civiliza-
ción, de los tratados públicos sobre lícita materia.

-
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El Estado. miembro de la Familia Internacional, tiene
también sus bienes que pudiéramos llamar propios; tales
son, el dominio terrestre, el marítimo, el fluvial y el domi-
nio de los navíos de guerra o de comercio.

I Apenas si podría decirse que no son de sentido común
los caracteresy condiciones esenciales del Estado, así como
también las diferentes circunstancias de amistad, guerra y
neutralidad a que están sujetos los Estados en el proceso de
su vida; por eso no me ocuparé en ello.

A parti r de 1810, hasta 1819, 1uchó nuestra Patria por
su independencia. Ya en este último año, en el Congreso de
Angostura, se le pudo consagrar formalmente en la "Ley
Fundameutal" con el nombre de República de Colombia. En
1821 el Congreso general reunido en la VJlla del Rosario de
Cúcuta confirmó la obra cumplida en Angostura. Hizo esto
e112 de Julio, y el 30 de Agosto dio este Congreso la prime-
ra Constitución de la República. Se sellaba, pues, con pro-
pias manos y con tinta, lo ya gloriosamente sellado con san-
gre: la conquista de la libertad de un pueblo que nacía a la vida
intemaoionot. " .

Y el nuevo Estado fue reconocido por todos los Gobier-
nos de América, por Inglaterra, los Países Bajos &c" y en
1827 por la San ta Sede.

En In Constitución, en los Códigos y en leyes especiales
se encuentra nuestra legislación que se relaciona con el De-
recho Internacional Público y Privado; me ocuparé solamen-
te del primero,

Los cnatro primeros artículos de nuestra Constitución
eonsagrau : la forma de la Nación en República unitaria; la
emanación de los poderes públicos de la Nación, en la cual
señala esencial y exclusivamente la, residencia de la sobera-
nía; los límites de la República y el medio de fijar las líneas
divisorias de Colombia con las Naciones limítrofes, y, por
último, que el territorio, con los bienes públicos que de él
formae parte, pertenecen únicamente a la Nación.

_Al Presidente de la República corresponde dirigir las
relaciones diplomáticas y comerciales con Potencias o Sobe-
ranos; nombrar libremente y recibir los agentes respectivos,
y celebrar con Potencias extranjeras tratados y convenios.
Los tratados que el Ejecutivo celebre requieren la ratifica-
ción del Legislativo; los convenios serán aprobados por 'el
Presidente sin que para ello tenga que contar con el Con-
greso, .

El Gobierno celebra convenios con la Santa Sede Apos-
tólica a fin de arreglar cuestiones pendientes y definir y es-
tablecer las relaciones entre la Potestad Civil y la Eclesiás-
aica,

\
l
\
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dir toda acción ofensiva, pero contra quien no hay ningún
derecho de salvajez que pudiera echar por tierra la dignidad
humana. Por el contrario, hay obligación de salvar al ene-
migo que se rinde y se somete, o al que se le agoten los me-
dios de defensa.

Si los azares 'de la batalla le dan libertad a un prisione-
ro, -y se bate de nuevo, ningún cargo se le hará, caso de que
vuel va a caer en poder del enemigo, salvo que hubiere jura-
do o prometido no hacerla.

No son solamente las personas las que las leyes de la
gUé1'l'a protegon contra los rigores excesivos e inútiles: son
también los bienes. La civilización impone a este respecto
reservas desconocidas en los tiempos pasados. Hoy los be-
ligerantes deben abstenerse de toda destrucción que no sea
absolutamente necesaria, so pena. de hacerse justiciables
.ante la ley. -

So ocupa la Legislación colombiana del sitio y bombar-
deos ; a ella, éomo a las de todo el mundo, Be ha presentado
{lsta última operación militar, el bombardeo, como difícil
cuestión de reglamentar' con buen acierto. De acuerdo con
las doctrinas de los publlcistas que en todo tiempo han tra-
tado de obtener de los beligerantes que en caso de bombar-
deos se obliguen a dirigir el fuego solamente sobre los luga-
res de defensa, haciendo resaltar cuanto hay de inmoral y
de inhumano en arrojar la muerte y la ruina en el seno de
una población inofensiva, o sobre los barrios habitados por
la población civil, se ve, sin embargo, en el caso de recono-
cer que las reglas actuales del derecho de la guerra antori-
zan bombardear el interior de una plaza sitiada, sin llegar,
por supuesto, a extremos de destrucción general sin razones
graves y sin los miramientos posibles, los cuales miramien-
tos deben encaminarse, sobre todo, a salvar los edificios des-
tinados a las ciencias, a las artes, a los cultos, a la beneficen-
cia, a los hospitales y ambulancias, a los museos, iglesias y
escuelas, siempre que estos lugares y edificios no se ocupen
con ningún servicio de guerra o se conviertan en oficinas o
alojamientos militares.

A principios del siglo pasado, las leyes de la guerra au-
torizaban a los jefes para prometer a sus soldados, a fin de
-excitar su ardor, el saqueo de la cindad sitiada; hoy no se
puede prometer esto y menos autorizado. Por demás será
deteuerme en la absoluta prohibición de entrar bárbaramen-
te, a degüello, en lugar sitiado, por desesperada Y tenaz que
hubiese sido su resistencia.

Pero quiero oéuparme priueipalmeute, de la doctrina de
nuestra legislación patria con relación al estado de guerra
internacional, al estado de neutralidad y a la libre navega-
ción de los ríos nacionales :

GUERRA

Al Presidente de laRepública corresponde proveer a la
seguridad exterior de ésta, defendieudo la independencia y
la honra de la Nación,' y la inviolabilidad delferritorio ; de-
clarar la guerra con permiso del Senado, o hacerla sin tal au-
torización cuando urgiere repeler una agresión extranjera,
debiendo sí, en este caso, dar, posteriormente, cuenta docu-
mentada a la próxima Legislatura, lo mismo que en el caso
de ajustar y ratificar tratados de paz.

En nuestra legislación militar se encuentran las reglas
del Derecho de Gentes que deben observar los Jefes de ope-
raciones militares en campaña:

(PRlNOIPIOS MÁS IMPORTA~TES)

En la guerra no se exige, como en el duelo, la igualdad
de armas. Cada beligerante puede usar en la lucha las más
ventajosas, siempre que con ellas no se causen, sin necesi-
dad, daños y sufrimientos excesivos. Colombia tiene acep-
tada y hecha obligatoria, para los casos de guerra nacional o _
civil en su territorio, y en la parte que es practicable entre
nosotros, la observancia de la Deelaraeián de San Petersburqo,
adoptada por toda la Europa, en la cual, atendidos los lími-
tes técnicos donde deben detenerse las necesidades de la gue-
rra, ante las exigencias de lahurnauidad, se prohibe el em-
pleo de armas que agraven inútilmente los sufrimientos de
los hombres puestos fuera de combate, o que hagan inevi-
table su muerte, dado que los progresos de la civilización
deben tener por objeto atenuar cuanto sea posible las cala-
midades de la guerra, que el único fin legítimo que los pue-
blos en lucha deben proponerse, es debilitar las fuerzas del
enemigo sin contrariar las leyes de humanidad que son las
que encierran el decoro del triunfo.

En la guerra es absolutamente prohibida la perfidia co-
mo lo son prohibidas las faltas contra el honor. En lo más
empeñado de la lucha, como en cualquier otro momento, la
sorpresa que se da al enemigo.poco vigilante no está prohi-
bida, pues ella, como sí lo hace la perfidia, no engaña la bue-
na fe.

El Derecho Internacional reputa como bárbaras la cruel-
dad y la violencia inútiles; no debe darse golpes, herir ni
matar al enemigo que se rinde; desde que él deja de resistir
es un prisionero de guerra a quien se puede y se debe impe-

A pesar de que las represalias constituyen por sí mis-
mas una violación del derecho de la guerra, ellas son admi-

>



418 ESTUDIOS DE DERECHO

tidas por la ley colombiana; ellas son a veces la sanción más,
eficaz de ese derecho y están excusadas por la necesidad.

En trece artículos define y deslinda nuestra legislación
el carácter de beligerante. En los dos últimos he encontra-
do las signientes declaraciones que parécenme de importan-
cia, y cuyo cumplimiento lamento se haya 'pasado entre no-
sotros. poco menos que por alto, en más de una desgracia-
da ocasión: "Las guerrillas que se levanten contra el Go~
bierno constitucional, cuando por individuos aislados o en
partidas cometan hostilidades atacando las personas, destru-
yendo o robando las propiedades, sin formar parte de un
ejército organizado, ni dedicarse permanentemente a la gue-
rra, sino que dejan las armas cuando les conviene, para vol-
ver a sus casas o a sus ocupaciones anteriores, si son captu-
rados, no tendrán derecbo alguno a gozar de los privilegios
concedidos a los prisioneros de guerra y serán juzgados conio-
ladrones o bandidos". "Los vagamundos armados, cualquiera
que sea el nombre que so les dé, y los habitantes del torrito-
río invadido que peuetraron furtivamente en las líneas del
ejército con el designio de cometer robos o asesinatos, de
destruir los puentes o los caminos, de apoderarse de la co-
rrespondencia o destruírla, o de cortar los alambres telegrá-
ficos, no podrán reclamar los privilegios de los prisioneros
de guerra". _

No encuentro punto de importancia especial en los ca-
pítulos referentes a espías, desertores, tránsfugas y traidores a
la patria ...•

Lamento si, con toda mi alma, que para este último ca-
so, la traici6n a la patria, no exista hoy entre nosotros la pe-
na de muerte. Por más sabiamente inspirada que sea una.
legislación penal, parece harto difícil llegue a lograr estable-
cer, con exclusión de la pena capital, un condigno castigo
para los traidores a la patria.

Lo referente a enfermos, heridos, muertos y personal de sa-
nidad, como cuestión internacional, fue arreglado por la Con-
vención de Ginebra negociada en la ciudad de este nombre.
por Delegados europeos, y firmada en Agosto de 1864. 00-
lombia se ha adherido a ese convenio y lo declara en vigor-
en su territorio, como regla de conducta a la cual se sujeta
en caso de guerra, obligándose a la obsevancia fiel de sus
prescripciones.

Ouestión muy importante en el Derecho Ipternacionat
público, es la de la ocupacián, Un territorio se considera ocu-
pado: "1.0 Cuando el Gobierno legal es, por el hecho de la
invasión, incapaz de ejercer en él públicamente su autoridad,
y 2.o Si el invasor se encuentra en posibilidad de sustituír
allí el ejercicio de su autoridad". Por el hecho de la ocupa-
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'ción nace la ley marcial que "consiste en la suspensión, en be-
neficio de la autoridad militar del ejército ocupante, de las
leyes civiles y criminales, de la administración y gobierno
del país a que pertenece la ciudad o territorio ocupado, y en
-su sustitución por el gobierno y autoridad militares". "Corno
la ley_marcial se ejecuta por la fuerza militar, es un deber de
los que la aplican, respetar estrictamente los principios de la
justicia, del honor y de la humanidad, virtudes que debe te-
ner el soldado, más que los otros hombres, porque él es om-
nipotente por sus armas en medio de las poblaciones desar-
madas". .

NEUTRALIDAD

Trálisito.-La Oonstitución da al Senado, y en su defec-
to al Presidente de la República, la facultad de permitir el
tránsito a tropas extranjeras por ,el territorio de Oolombia.

La Ley 22, de 11 de Abril de 1871, señala y reglamenta
las atribuciones de la Policia. de las Fronteras. En esta ley en-
-cuéntrase gran parte de nuestros principios sobre neutrali-
dad. Oompleméntanse ellos con las instrucciones que sobre
esta materia dio el Ministro de Relaciones Exteriores a las
autoridades del litoral, tanto en la guerra entre Ohile, Perú
y Bolivia (1879), corno en la guerra de Ohile en 1891-y la que
en 1898 estalló entre España y los Estados Unidos de Amé-
rica; instrucciones estas que constituyen doctrina en nuestra
Cancillería.

DE LA NAVEGACIÓN

La ley colombiana ha consagrado la libre navegación de
nuestros ríos, y nuestra Oonstitución Nacional dado a la 001'-
te Suprema de Justicia la atribución de conocer de las cau-
as relativas a la navegación marítima y fluvial, en el terri-
ario de la Nación.

FELIX URIB'E ARANGO.

NOTAS
Proposioi6n aprobada por unanimidad.

"I~l Centro Juríd ico (le la Urriversid ad de Antioquia lamenta
rotundamente la muerte del notable Abogado y erudito Juríscon-
ulto Dr. Samuel VeJilla, su socio honorario. Esta proposición será
ublicada en la Revista·Es'l'UDlOS DE DERECHO, Y copia de ella, en
ota de estilo, se enviará a la familia del finado."
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.A qradecuniento,

Muy sincero lo da esta Revista a los directores de periódicos
por el canje que se han servido enviarle, y con gusto lo retribuye,

Variación importante.
En esta Revista pueden escribir todos los que quieran, pues

sólo se exige que los trabajos versen sobre temas de Derecbo o
Ciencias Políticas.

La correspondencia debe-dirigirse al Adrutnistrador. Oficina:
costado occidental de ia plazuela de San Francisco,

La serie de 5 número>; va le. . . . . . . . . . .. . . . . . . . . .. $ 0.40 oro
Elnúrnero suelto __ o •••• ' ••••••••••••••• _ ••• "_ 0.10
A visos: páginas , '" .. , __. O .80
Por series, 10 °10 de descuento.

Se suplica a los suscriptores que no hayan pagado, se sirvau
hacerlo oportunamente, El Sr. Eleuterio Osorio, socio activo y 'I'e-
sorero del Centro, está encargado de recibir el valor de las suscr+p-
cienes.

Esta entrr-gn corresponde a los meses de Noviembre de líH3 y
Febrero y Marzo de 1\H4.

Muchas son las causas por las cuales no ha salido antes esta Re-
vista. Entre ellas puede contarse la del mucho recargo de trabajos
en la Imprenta, por motivo de la Asamblea.

En la Administración se-compra el número 9 de esta l'~evista,
eorrespoudiente al me~ de Agosto d el año pasado.

JURISPRUDENCIA DE LA CORTE SUPREMA
{Extracto de las doctrinas sentadas por esa A.lta Corporaci6n en sentencias.

pronunciadas recientemente.)

A

Abandono del, epósito,1-Si el contrato do depósito [lJ se ha
celebrado estando el país en guerra, y el deposita-
rio se compromete a cuidar de él en la hacienda y de-
volvei lo en el mismo buen estado en que lo ha reci-
bido, la circunstancia de tomar la guerra un aspecto
cruel en esa región y el ser frecuentemente ocupada
la ti nca del deposi tario por las fuerzas bel igeran tos,
no es por sí motivo suficiente para j ustí ñcar el abso-
luto abandono del depósito, mientras no se acredito
algún hecho que directa y persona lnrente obrara en

[1] Se trataba del dep6sito de unas cargas de café.
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el depositario y sus dependientes o trabajadores pa-
ra compeler los irresistiblemente a abandonarlo [Oa-
sación (le 411e Julio (le HH11 - _. M, P

Acción de nuiida«. 2-EI cesionario de derechos heredita·
rios puede demandar por derecho propio la declara-
ción de la nulidad absoluta de la venta que de estos
derechos había hecho antes el cedente a otra perso-
na [1J. [Casación de 19 de Juuio de 1911J ...• , __ o 4, P

260
Acción popular. 3-En el dI Iito de seducción de que trata

el articulo 724 del Código Penal, se explica muy
bien que la ley haya restringido el ejercicio de la ac-
ción popular, concediéndola sólo a la ofendida, Y a
su padre, madre o guardador, por estar de por me-
dio el honor y buen nombre de las fami lias; pero cs·
ta restricción no es bastante a cambiar la naturale-
za misma del delito citado. lSentencia de 19 de Sep-
tiembre de 1911] ,__ _, -- 80, P

Acción poseeoria. 4-Cuanflo una persona, como mandara-
rio de otro que se crve dueño de una finca po!' títn-
los inscritos, ocupa el predio y perturba al poseedor,
la acción de amparo de posesión debe (l1ri~irse no
sólo contra el simple ocnpante o mandatario, sino
también contra aquel a cuyo nombre se ocupó la ñu-
ea. lCasación de 21 de Septiembre de 1911] - -- _. 383, 2~

Acción resoíuioria., 5":"'EI arrendador no puede pjercitar la
acción resolutorie del contrato por el no pago del
canon del arrendamiento mientras no baya requerí
do o rec(\nvenido al arrendatario omiso [21 [Oasa-
ción de 15 de Diciembre de 1911J .__ -- ., 362, 2~

Aceptación de la fianza, Q-EI funcionario que acepta la
fianza de un empleado de manejo, sin que ésta se

- haya constituido de conformidad con las dispoatcio-
uea.ñscales respectivas, sólo incurre en las penas de
'multa y apercibimiento de que trata el inciso 1.0 del
artfculo 466 del Oódigo Penal, si el Tesoro Público
no ha quedado en descubierto. [Sentencia de 5 de
Junio de 19U1. __ __.. __ _ ~. 75, 2~

.A ceptaci6n del reconocimient.o. 7-IJa notificación del reco-
nocimiento y la facultad de aceptarlo o repudiarlo
concedida al hijo, son formalidades establecidas en
beneficio de éste, en razón de que puede perjudicar.
le el estado ci vil que se le reconoce, Y por cuan to d e-
pende deja voluntad del padre la prueba de la ñlia
eíón [3]. [Casación de 15 de Diciembre de 1911J.... 352, 1~

Aclamción de la sentencia. 8-La Corte no puede considerar
la causal de casación consistente en contener la seno '

[1] Artículo 15 de la Ley 95 de 1890.
[2] Artículos 1,516, l,608.Y2,035del C6digo Civil.
r3] Artículo ,57 de la Ley 153deJ.887.
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tencia dispoefeiones contradtctorias, sino cuando se
pidió en oportunídad aclaración de ella ante el 'I'ri-
bunal sentenciador [t ]. [Casación de 31 de Julio de
1911] _ "'." .. "_."""."". _ .

Aclaraci6n de la sentencia, 9-EI término para interponer
recurso de casación contra una sentencia de la cual
se ha pedido aclaración, corre desde la notificación
de la sentencia, si la aclaración se ha negado, o'
desde la notificación ,del auto por el cual se aclara
o adiciona, en caso de haberse accedido a la aclara-
ción o adición [2] [Auto de 31 de Mayo de 10111 ...

Acto civil. ID-La repudiación de la herencia es un acto ci-
vil, siñ que obste para estimarlo así el que esa re-
pudiación se declare sumariamente en un auto de
Juez [3] [Oasación de 5 de Septiembre de 1911] ....

Acio de heredero. Il--Si el heredero demandado para el pa
go de una deuda hereditaria no opone a la demanda
la excepción fundada en la no aceptación de la he-
rencia, y antes bien conviene en aquélla y recibe el
precio de los bienes rematados en la parte que sobra,
una vez cubierto el crédito del demandante, ejecuta
actos que no puede ejercitar sino en su callrlad óe
heredero. [Oasación de 4 de Septiembre de 1911] ...

.Actos de las Asambleas. 12-Los Tribunales Superiores de
Distrito carecen de jurisdicción para. conocer de las
demandas sobre nulidad o suspensión de los actos
de las Asambleas Departamenales que no tengan el
carácter de ordenanzas [41 [Sentencia de 29 de Abril
de 1911] __ _.- __ '"
[Sentencia de 3 de Junio de 1911J . o """""

141
~1dministradores de Ad~anas. 13-Los Ad~inistradores de

Aduana son, por la naturaleza misma de sus funcio.
nes, recaudadores de Hacienda Nacional, y les co-
rresponde, en consecuencia, ejercer la jurisdicción
coactiva que por lAy tiene todo recaudador encarga.
do de cobrar contribuciones públicas [5J [Auto de J3
de Mayoúe 1911] _..••...... __ , li6,2~

.Agentes del Gobernador, U-Los agentes del Gobernador
son aquellos empleados, ya sean del orden político,
ya del administrativo, que están llamados a funcio-
nur bajo su dirección y dependencia, [6][ Sentencia
de7deOctubrede19I1] __ '._~'""" '._" __ .. 93,1"

(Continuará. )

159, 2~

267, :3"

!l62, 1~

219, 1ft

174,P
27, 2~

[1] Artíeulo 2.°, ordinal 3? de la Ley l6!! d~ 1896.
[2] Artículo 150 de la Ley 40 de 1907.
[3] Artículo 6? del Código Civil.
[4:t Artículos 25y 40 de la Ley 88 de 1910.
[5] Artículos 96 de la Ley 30 de 1888, 12 Y36 de la Ley 61 de 1905.
L6] Artículo 195, inciso 2'.', de la Constitucióu.
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DR. RAFAEl BOTERO R,

El Centro J~t1'ídz'code la Unive1'sidad de J4ntioquia a la
!Z que felicita al doaor Rafael Bote1'o R. por el lucido triunfo'
.1 Doct01'ado, no puede menos, debe, hacer constar sus manifesta-rnes de ag'l'adecí'miento para quien fue su digno Vicep1'esidente
'Di1'ector de su Revista, ca1'gos estos que supo desempeff.a1' con

'0 lucimiento, .

El Centro contará hoy entre sus socios honorario« al doctor
!JaelBotero R. .

A la página siguiente se dá a conoce?'el fundádo concepto que
'ecü{·su tesis, labor ésta que pone de reiieoe sus conscientes

'08.



Medellín, "Noviemb1'e 30 de 1914

Seno» Rect01' de la Universidad de Antioquia-E, L, O.

, 'En mi carácter de Presidente de Tesis del sefí01'Rafael Bo-

tero R" para el g1'adode Doctú1' en De1'echo y Oiencias r.uu-
cas, que este se propone obtene1', tengo el gusto de don: a usted el

informe que sigue.
La tesis que me ha tocadoXexaminar y califica1', es un esttt-

dio de ciencia polÚica internacional ame1'icana que me ha c~u·. .

sado ag1'adable' sorp1'esaPt)1' sy,incontestable mérito: sobria,com-

p1'ensiva, elevada, pat1'ióticú,,
Estimo que es labor que le se1'vi1'áal eettor Botero no sólo

para opta1' el grado sino para aC1'editm'sé de pensad01' sereno y

~práctico en puntos de política inte1'nacional ame1'icana,

::_ .. Soy del eeñor Rect01' muy atento Y segtWOservidor.

Antonio José Montoya
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Administrodor; JESUS M. MARULANDA B.
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Fueron nuestras miras al entrar en la publicación de
la Revista «Estudios de Derecho» hacer de ella
una empresa que por su duración pudiera llegar a fun-
damentar una obra de utilidad manifiesta.

.Allí todos los estudiantes de la Facultad de Dere-
cho y Ciencias Políticas fueron llamados a cooperar, 0-
fréciendoles así un gran campo donde pudieran ejerci-
tar sus plumas y desarrollar su criterio jurídico.

Tales fines, realizados en parte, gracias al buen en-
tusiasmo con que sabemos acoger toda idea que diga
progreso y adelanto, fueron no poco tiempo interrum-
pidos a virtud de la poca.constancia y del ningún es-
fuerzo; constancia y esfuerzo que son armas de necesa-
ria esgrima para entrar en lucha ventajosa contra. los
muchos obstáculos y tropiezos que fatalmente se opo-
nen a toda empresa.

Hoy, reiterando los fines a que obedeció el naci-
miento de la Revista, emprendemos de nuevo esta obra
de aliento, obra que no dudamos merecerá la aceptación
voluntaria 'y sincera de todos aquellos que comprendan
el mucho interés del objetivo que perseguimos.

Presentamos también de nuevo nuestros agrade-
cimientos a la Asamblea próxima pasada, por la buena
ayuda que prestó a nuestra Revista, como también a la
mayoría de los profesores de la Escuela de Derecho de
la Universidad de Antioquia por la buena acogida que
le ha dado a todos nuestros proyectos.


